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RESUMEN EJECUTIVO 

 

 

El problema planteado se basaba en determinar la conexión que existía entre el salario mínimo 

y la remuneración mínima vital y móvil, mediante la metodología de análisis de las sentencias 

propuesta por el Dr. Diego López Medina en su libro derecho de los jueces que consiste en 

hallar la línea jurisprudencial trazada por la CORTE Constitucional identificando la sentencia 

que origina dicha línea (sentencia Hito) y las más recientes lo cual demuestra que aún está 

vigente dicha línea. 

Mediante el procedimiento anterior se analizaron una serie de sentencias las cuales se 

encuentra en las páginas siguientes de esta investigación, con este análisis se realizó la 

elaboración de los capítulos. 

Los capítulos de este trabajo se estructuraron siguiendo los planteamientos de los 

objetivos específicos, así  (1)  Realizar un estudio sobre la evolución histórica de los 

conceptos emitidos por la constitución, la ley, la jurisprudencia colombiana y la OIT sobre el 

SMLMV y la remuneración mínima vital y móvil en Colombia; (2) Identificar las diferencias 

que existen entre los conceptos de SMLMV y el principio fundamental de la remuneración 

mínima vital y móvil que existan en la jurisprudencia y la doctrina colombiana; (3) Analizar 

los incrementos del SMLMV de los periodos comprendidos entre el año 2000 a 2016 con el 

fin de ver si dio aplicación de lo que la constitución y la jurisprudencia hablan sobre la 

remuneración mínima vital y móvil. 

 

Luego los resultados y conclusiones que se produjeron con la elaboración de este análisis 

tienen que ver con la existencia de una amplia brecha mirado desde la realidad social, entre lo 

que es la remuneración mínima vital y móvil y el salario mínimo legal mensual vigente, pero 

con una pequeña conexión desde los textos de la jurisprudencia Constitucional que definen la 

remuneración mínima vital y móvil y la definición de salario mínimo planteada en el actual 

estatuto del trabajo, artículo 145  
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INTRODUCCIÓN 

 

Este proyecto de investigación da inicio al tratar de responder los siguientes interrogantes (1) 

¿la situación de los trabajadores que devengan el salario mínimo legal mensual vigente 

decretado por el gobierno nacional está en igualdad con los trabajadores que devengan salarios 

más altos? (2) ¿si el costo de la vida es superior a los incrementos del salario mínimo que 

deben hacer quienes lo devengan? (3) ¿existen teorías que puedan hacer aporte, si el salario 

mínimo legal no estuviera acorde con lo dispuesto en el artículo 53 de la constitución, para 



 

mejor los ingresos de estos trabajadores? (4) ¿las leyes que benefician a quienes devengan una 

remuneración básica están siendo aplicadas en Colombia? 

 

Con el fin de dar respuesta a los anteriores interrogantes en la primera parte de esta 

investigación se abarcaron los siguientes temas (1) la historia del trabajo en el mundo y la 

historia del trabajo en Colombia, estudiando cada periodo y como ha desarrollado el hombre 

el trabajo, (2) estudiare algunas teorías de grandes economistas que ha tenido el mundo y de 

empresarios exitosos han dado sobre el salario mínimo,(3) estudiare los conceptos dados por 

la doctrina, la ley y la jurisprudencia colombiana y su vínculo con el SMLMV y (4) finalizar 

con unas conclusiones si el SMLMV en Colombia cubre las expectativas mínimas vitales de 

quienes lo ganan.  

 

Lo anterior se encuentra en el desarrollo de las bases teóricas de esta investigación, allí 

se hace un recuento de la historia del trabajo, de los periodos de la historia de conformidad 

con los medios de producción, lo cual consiste en ¨determinar los periodos de la historia de 

conformidad con los medios de producción predominantes en cada uno de ellos¨, pasando así 

por el comunismo primitivo, el esclavismo, el feudalismo, el capitalismo y el socialismo. 

 

En cuanto a la historia del trabajo se realizó un breve pero interesante recuento sobre las raíces 

históricas del derecho laboral colombiano abarcando tres periodos el precolombino, el español 

y el nacional, luego de este recuento nos daremos a la tarea de introducirnos en la teorías que 

diferentes expertos (economistas, empresarios, etc.) han dado sobre los salarios, aparte que se 

denominara las ¨teorías de los salarios¨. 

 

También se encuentra en esta primera parte la definición que la doctrina nos da sobre salario 

mínimo legal mensual vigente en Colombia y sobre remuneración mínima vital y móvil y 

después de estas necesarias definiciones de la doctrina la dirección que tomara esta 

investigación será hacia el análisis de sentencias de la corte constitucional para identificar la 

línea que este alto tribunal ha trazado sobre el principio constitucional de la remuneración 

mínima vital y móvil. 

 



 

De lo anterior se desprenderán los capítulos de esta investigación que serán (1) Evolución 

histórica de los conceptos emitidos por la constitución, la ley, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y la OIT sobre la remuneración mínima vital y móvil y el SMLMV en 

Colombia, este seguimiento tanto de la remuneración mínima vital y móvil, como del salario 

mínimo legal es una reconstrucción de dichos conceptos con el fin de entenderlos. 

 

Lo dicho antes nos abre paso a las Diferencias entre los conceptos de SMLMV y el 

principio fundamental de la remuneración mínima vital y móvil: análisis de la jurisprudencia y 

la doctrina colombiana las cuales se han dado básicamente en cuanto (1) el tiempo en que se 

ha desarrollado cada uno de los conceptos, (2) la regulación que cada uno ha tenido en la 

historia del derecho laboral en Colombia, (3) los sujetos, es decir los trabajadores que 

devengan un salario mínimo y las personas que tienen derecho a una remuneración mínima 

vital y móvil. 

 

Luego de esto se determinara la aplicabilidad que se le ha dado a la remuneración 

mínima vital y móvil a la hora de fijar el incremento del salario mínimo legal mensual vigente 

y por ultimo unas conclusiones y recomendaciones del autor. 
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Planteamiento del problema 

  

Colombia es un país en el que el trabajo es un derecho y una obligación social, el cual goza de 

protección especial por parte del estado, tal como lo dice la Constitución Política, También 

señala que todas las personas que trabajen lo deben hacer en condiciones dignas, con garantías 

y retribuciones justas. (Constitución Nacional, Art. 25). 

 

De la misma forma como la Constitución Política garantiza a los trabajadores 

condiciones dignas, justas y protección por parte del estado en cuanto al trabajo que estos 

desempeñen, también se les garantiza una retribución salarial con la cual puedan tener una 

vida acorde con la dignidad humana y ofrecer a los que de ellos dependan, sean hijos, padres 

y/o cónyuges, la misma calidad de vida. 

 

Ahora bien, el fin de esta retribución es la de garantizar lo que el constituyente del 91 en 

el artículo 53 de la carta instauró como un principio constitucional y que la jurisprudencia y la 

doctrina han profundizado en reiteradas ocasiones y de lo cual hablaremos posteriormente, 

esto es, el principio constitucional de tener una remuneración mínima vital y móvil. Significa 

esto entonces que todo trabajador tiene derecho a gozar de un salario que le otorgue a él y a su 

familia una vida de calidad y el estado debe proteger y garantizar este derecho. 

 

Sin embargo, en Colombia existe una gran parte de trabajadores que gana el salario 

mínimo legal mensual vigente, el cual es en muchas ocasiones, como ocurrió en el 2016, 

decretado por el gobierno y debe reflejar lo que la constitución del 91 denomina como 

remuneración mínima vital y móvil. Surge entonces la inquietud de si el salario mínimo legal 

mensual vigente es un reflejo de la remuneración mínima vital y móvil establecida por la 

Constitución y la jurisprudencia, lo cual motiva a que se realice esta investigación, con la cual 

se va a lograr explicar por qué si son tantas las garantías legales y constitucionales para las 

personas que obtienen a cambio de su fuerza laboral un pago mínimo legal, existe en ellos 

tanta inconformidad por sus sueldos. 

 



 

Es necesario para seguir con ese planteamiento del problema dar tres definiciones con el 

fin de entender lo que se buscará resolver al final de esta investigación. El primer concepto es 

el de dignidad humana, el segundo es el de salario mínimo legal mensual vigente, y por 

último, el de mínimo vital y móvil. 

 

Entonces, la dignidad humana es un derecho que tienen todos los miembros de una 

sociedad a ser respetados y valorados como seres individuales y sociales, sin importar su 

cultura, religión, color de piel, condición social. Sobre este concepto la jurisprudencia y la ley 

han hecho definiciones, como veremos a continuación: 

 

La Constitución Política colombiana habla de la dignidad humana en su artículo 1 al 

decir: “Colombia es un Estado social de derecho… fundada en el respeto de la dignidad 

humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas” (1991, art. 1) y en la misma, en su 

artículo 53, expresa que “El Congreso expedirá el estatuto del trabajo… [y de acuerdo a estos] 

la ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la libertad, la 

dignidad humana ni los derechos de los trabajadores”. 

 

Como se puede apreciar en el artículo 53, la Constitución al referirse a la dignidad lo 

hace con respecto a los trabajadores; también la jurisprudencia muchas veces ha tocado el 

tema dando conceptos sobre lo que es la dignidad humana, por ejemplo: 

 

La sentencia C 143 de 2015 dice al respecto de la dignidad humana: ¨La dignidad 

humana, según se desprende del art. 1 Superior, es el fundamento del ordenamiento jurídico, 

es decir que este concepto es un pilar determinante en el Estado Social de Derecho y en la 

democracia constitucional, y por tanto de los Derechos Humanos y de los derechos 

fundamentales en general, y constituye una norma vinculante para toda autoridad (…)   

 

Por su parte, la jurisprudencia de este Tribunal ha encontrado tres lineamientos claros y 

diferenciables con relación al objeto de protección del enunciado normativo “dignidad 

humana”: (i) entendida como autonomía o como la posibilidad de diseñar un plan vital y que 

se determina según sus características, es decir, vivir como se quiera; (ii) como ciertas 



 

condiciones materiales concretas de existencia, o sea vivir bien; y (iii) entendida como 

intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física y moral, en otras palabras, vivir 

sin humillaciones.  

  

De otro lado, para esta Corporación la dignidad humana tiene una triple naturaleza de 

valor, principio y derecho: (i) como derecho fundamental que implica la correlatividad entre la 

facultad de exigir su realización en los ámbitos a los que atañe y el deber de propiciarlos; (ii) 

como principio puede entenderse como uno de los fundamentos que dieron origen a la 

aparición del Estado colombiano de hoy, así como un mandato de optimización, cuya 

realización se debe propender en la mayor medida posible; (iii) como valor, la dignidad 

representa un ideal de corrección al que tiende el Estado y que le corresponde preservar¨ 

(sentencia c143 de 2015). 

 

El salario mínimo legal mensual vigente es una clase de remuneración básica por 

mandato de ley, es decir, que nadie puede devengar por debajo de esta clase de retribución 

salarial, pero esto contempla una excepción legal que permite el artículo 147 del código 

sustantivo de trabajo, “para quienes laboren jornadas inferiores a  las máximas legales y 

devenguen un salario mínimo legal o convencional, este regirá en proporción al número de 

horas efectivamente trabajadas, con excepción de la jornada especial de 36 horas” (Código 

Sustantivo de Trabajo, 1950, art. 145). En su aplicación esta norma permite que a ciertos 

trabajadores les paguen por debajo del salario mínimo legal mensual vigente. 

 

Ahora bien, el Código Sustantivo de Trabajo define el salario mínimo así: “salario 

mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a percibir para subvenir a sus necesidades 

normales y a las de su familia, en el orden material, moral y cultural” (1950, art. 145). 

 

Cabe reiterar que el salario mínimo legal mensual que un trabajador gana como 

retribución de una labor realizada debe alcanzar para mantenerse él y su familia en 

condiciones dignas como lo dice el artículo 145 antes mencionado y es lo que finalmente 

tendría coherencia con la sentencia C-143 de 2015 al decir la Corte que uno de los 

lineamientos en relación al objeto “dignidad humana¨ para protegerla es definido ¨(ii) como 



 

ciertas condiciones materiales concretas de existencia, o sea vivir bien; (…)” (Corte 

Constitucional). Mantener esto presente es importante ya que la investigación que se 

emprende pretende aclarar si un sueldo básico, alcanza para cubrir las necesidades de quienes 

dependen de él.  

 

Dicho de otra manera, el salario mínimo legal mensual vigente es la retribución o 

contraprestación que se le paga a un trabajador por una labor prestada. Es una garantía que la 

ley da a los trabajadores para que nadie pueda ganar por debajo de ella, esto es, que nadie 

puede obtener una remuneración de un trabajo realizado por debajo del salario mínimo, toda 

vez que cumpla con la jornada máxima legal. Este valor del salario se acuerda o se decreta una 

vez terminado el año, para que rija en el siguiente. 

 

Es importante saber que el salario mínimo legal mensual vigente se establece teniendo 

en cuenta el costo de vida y las condiciones de la industria o la actividad respectiva, esto para 

que no atente contra las empresas ni la dignidad de los trabajadores. 

 

También se dice en el Código Sustantivo de Trabajo que el salario mínimo goza de una 

protección especial por parte del estado: “no es embargable el salario mínimo legal o 

convencional” (1950, art. 154). Pero esta protección tiene sus excepciones, de acuerdo al 

mismo Código: “todo salario puede ser embargado hasta un 50 por ciento en favor de 

cooperativas legalmente autorizadas o para cubrir gastos de pensión alimenticia que se deban 

de conformidad con los artículos 411 y concordantes del código civil” (1950, art. 156). 

 

Hay que mencionar, además, que el objetivo de este salario mínimo estipulado por la 

ley, es el de garantizar para el trabajador y su núcleo familiar el cubrimiento de sus 

necesidades básicas y vitales, de manera que puedan tener una calidad de vida digna, tales 

como, un alimentación adecuada, una vivienda digna, educación de calidad, atención en salud 

y cubrimiento de recreación, con lo cual se configura el principio constitucional de mínimo 

vital y móvil.      

 



 

Acerca del principio fundamental de la remuneración mínima vital y móvil la Corte 

Constitucional indicó que a fin de que el mínimo vital sea garantizado como derecho 

inalienable de todo trabajador, está constituido por los requerimientos básicos indispensables 

para asegurar la digna subsistencia de la persona y de su familia, no solamente en lo relativo a 

alimentación y vestuario sino en lo referente a salud, educación, vivienda, seguridad social y 

medio ambiente, en cuanto factores insustituibles para la preservación de una calidad de vida 

que, no obstante su modestia, corresponda a las exigencias más elementales del ser humano. 

En otros términos, el mínimo vital, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1, 2, 5, 25 y 53 

de la Constitución, incorpora un componente social que obliga al Estado a considerar a la 

persona en su plena dimensión, no sólo material sino espiritual, cuya subsistencia digna no se 

agota en la simple manutención, mediante el suministro de alimentos, sino que involucra todas 

las necesidades inherentes a su condición de ser humano, inserto en la familia y en la 

sociedad. La vivienda digna hace parte sin duda del aludido concepto, especialmente si se 

tiene en cuenta su importancia para la preservación del entorno familiar en su esencia y con 

miras a la realización de los derechos fundamentales de los niños. (Corte Constitucional, c-

011/ 98). 

 

Como puede observarse, el salario de un trabajador debe alcanzar para otras necesidades 

más allá de alimentarse y vestirse. ¿Ocurre esto en la realidad de quienes devengan una 

remuneración básica actualmente? ¿Si no ocurriera para que servirían las leyes? O como dijo 

German Isaza Cadavid, “equivale por tanto a aceptar que no hay derechos absolutos 

incondicionados, intocables o rígidos, pues todo derecho es relativo, condicionado, 

instrumental y flexible. El derecho no constituye una entelequia jurídica pues es ante todo un 

medio para el logro de fines sociales completos” (2013, p.19). 

 

También sobre el tema, en el año 2015, la Corte Constitucional dijo que “aquella parte 

del ingreso del trabajador [debe estar] destinada a solventar sus necesidades básicas y del 

núcleo familiar que de él depende, necesidades tales como alimentación la cual debe ser 

suficiente, sana y nutritiva, vivienda digna, salud, educación, recreación, servicios públicos 

domiciliarios, entre otras prerrogativas que se encuentran previstas expresamente en la 



 

Constitución Nacional y que además, posibilitan el mantenimiento de la dignidad del 

individuo como principio fundante del ordenamiento jurídico constitucional” (t-157/ 14). 

 

En este orden de ideas también ha señalado que “el concepto de mínimo vital y móvil no 

se reduce a una perspectiva cuantitativa, sino que por el contrario, es cualitativo, ya que su 

contenido depende de las condiciones particulares de cada persona” (Corte Constitucional, t-

211/ 11). 

 

Este derecho fundamental de la remuneración mínima vital y móvil contemplado así en 

el artículo 53 de la Constitución Política de 1991 y en tantas ocasiones reiterado en la 

jurisprudencia tiene como finalidad la de proteger la dignidad de la clase trabajadora, pero es 

usualmente confundido con la acepción salario mínimo legal vigente; durante el avance de 

esta investigación lograremos encontrar las diferencias, si las hay, de estos dos conceptos. 

 

Con la profundización de los temas planteados podremos llegar a concluir si en realidad 

se cumple para aquellos trabajadores que devengan el salario mínimo legal mensual vigente, 

el principio constitucional de la remuneración mínima vital y móvil, o si, por el contrario, la 

realidad discrepa profundamente de lo anhelado en la Constituyente del 91, en los textos 

legales y en la jurisprudencia que tantas veces ha profundizado y reiterado que estas garantías 

deben ser protegidas. 

 

Al final de esta investigación se habrán resuelto interrogantes como estos: (1) ¿La 

situación de los trabajadores que devengan el salario mínimo legal mensual vigente decretado 

por el gobierno nacional está en igualdad con los trabajadores que devengan salarios más 

altos? (2) ¿El costo de la vida es superior a los incrementos del salario mínimo que deben 

hacer quienes lo devengan? (3) ¿Existen teorías que puedan hacer aporte, si el salario mínimo 

legal no estuviera acorde con lo dispuesto en el artículo 53 de la Constitución, para mejorar 

los ingresos de estos trabajadores? (4) ¿Las leyes que benefician a quienes devengan una 

remuneración básica están siendo aplicadas en Colombia? 

 



 

Por último, considero que es un tema de actualidad y en el que se debe profundizar, toda 

vez, que quienes ganan esta clase de salarios son una porción vulnerable de la sociedad que 

necesita del interés de todos, razón por la cual se hacen necesarios los estudios investigativos 

que busquen dar respuesta efectiva a las necesidades de los trabajadores, evitando con esto 

posibles transgresiones al derecho constitucional de la remuneración mínima vital y móvil.  

 

 

Formulación del problema 

 

¿Cuál es el concepto que en la doctrina, la ley y la jurisprudencia, se tiene sobre el mínimo 

vital y móvil y su conexión con el salario mínimo legal mensual vigente?  

 

 

 

Sistematización del problema 

 

¿Cuál es la significación de mínimo vital y móvil en la ley y la jurisprudencia colombiana y la 

OIT y su aplicación en los aumentos del SMLMV hechos en los últimos 5 años? 

 

¿Cuáles son las diferencias según la jurisprudencia colombiana y la doctrina en los 

conceptos de salario mínimo legal vigente y el principio fundamental del mínimo vital y 

móvil? 

 

¿Cuál es la importancia del principio constitucional de mínimo vital y móvil en el 

aumento del SMLMV decretado por el gobierno colombiano para el año 2016? 

 

 

Justificación 

 

Para seguir con los lineamientos de este proyecto de grado y dar inicio a esta justificación, 

citaré las palabras de la Corte sobre el concepto de dignidad humana, dice: ¨La Constitución 



 

establece que el Estado colombiano está fundado en el respeto a la dignidad de la persona 

humana; esto significa que, como valor supremo, la dignidad irradia el conjunto de derechos 

fundamentales reconocidos, los cuales encuentran en el libre desarrollo de la personalidad su 

máxima expresión. El principio de la dignidad humana atiende necesariamente a la superación 

de la persona, respetando en todo momento su autonomía e identidad¨ (sentencia c 239 de 

1997). 

 

Según lo anterior este principio constitucional de la remuneración mínima vital y móvil 

debe mirarse bajo la perspectiva de la dignidad humana y entonces quiere decir esto que los 

incrementos que se hagan del salario mínimo legal mensual vigente deben respetar y estar 

acordes con la dignidad humana. 

  

Gracias a garantías constitucionales, legales y jurisprudenciales, como las aludidas hasta 

este momento, cada año se reúnen en Colombia los representantes de los empresarios, el 

gobierno y los representantes de las centrales obreras, a discutir sobre un tema que reviste una 

importancia superior a la que realmente se le atribuye. En esta reunión se toca el tema 

concerniente al aumento salarial mínimo del siguiente año, cuyo porcentaje afectará el salario 

de una gran parte de la población trabajadora del país. 

 

En esta mesa de diálogo lo que se busca es un acuerdo para fijar el aumento del salario 

mínimo legal mensual vigente para el siguiente año. Sin embargo, y pese a todos los esfuerzos 

por parte de los integrantes de la mesa, casi nunca hay un acuerdo sobre lo que realmente 

necesitan las personas que entregan su fuerza de laboral a cambio de una remuneración básica 

y los empresarios que no quieren ver disminuidos sus activos al pagar sueldos que sean 

desproporcionales. 

 

Por eso cuando no se da un acuerdo el gobierno fija este incremento por medio de un 

decreto, así como ocurrió el 30 de diciembre de 2015 con el decreto 2552 en el cual se fijó un 

aumento salarial del 7 por ciento, aumento que se estimó superior a la inflación. Pero al 

parecer contrario a lo dictado por el gobierno este incremento no alcanza para sobrellevar el 

costo de vida, el que a fin de cuentas es un reflejo de la inflación. 



 

 

Lo anterior está estipulado en la ley 278 de 1996 mediante la cual se reguló la comisión 

permanente de políticas salariales y laborales creada por el artículo 56 de la constitución 

política y en su artículo 2 literal D: ¨fijar de manera concertada el salario mínimo de carácter 

general, teniendo en cuenta que se debe garantizar una calidad de vida digna para el trabajador 

y su familia¨. 

 

Relacionado con lo anterior se podrían citar las palabras de la corte constitucional 

cuando dijo, ¨por lo mismo ante sumas altas de dinero, los cambios en los ingresos se 

presumen soportables y las personas deben acreditar que no lo son y que se encuentran en una 

situación crítica¨ (corte constitucional, t-211/ 11). Lo anterior quiere decir que si con un 

salario alto se puede acreditar una situación crítica insoportable, todavía más lo podrían hacer 

aquellos que devengan un mínimo legal. 

  

Como se dijo antes, no es lo mismo salario mínimo legal mensual vigente que 

remuneración mínima vital y móvil, aunque ambos parten de la misma base: que debe existir 

un básico en los ingresos de los trabajadores. Un mínimo de salario, el cual no parece ser 

necesariamente el salario mínimo legal mensual vigente que decreta el gobierno, cumple con 

las expectativas de quienes lo devengan, lo que en última instancia significa que no cumple 

con la idea de remuneración mínima vital y móvil. Este desajuste entre salario y un costo de 

vida notoriamente superior, está demostrado por el frecuente descontento general de la 

población trabajadora.  

 

Una finalidad que me propongo con esta investigación es ahondar en las diferencias que 

existen entre los conceptos de SMLMV y remuneración mínima vital y móvil para lograr 

demostrar el grave deterioro patrimonial que están sufriendo quienes devengan este tipo de 

sueldo, al vulnerárseles lo mandado en el artículo 53 de la carta política. 

 

Otra finalidad importante de esta investigación  es la de despertar conciencia sobre dos 

aspectos relacionados al anterior. El primero es acerca de los salarios que no alcanzan a cubrir 

las necesidades básicas de las personas, por lo cual es importante trabajar y cambiar ese 



 

panorama. La otra es resaltar la importancia de hacer respetar la dignidad de aquellos que 

pertenecen a la sociedad, pero que su condición los hace vulnerables e indefensos; hablo de 

aquellos trabajadores que con tal de conservar su trabajo son sometidos a pagos insuficientes. 

 

Con el fin de lograr lo propuesto abarcaré tres temas. (1) La historia del trabajo en el 

mundo y la historia del trabajo en Colombia, estudiando cada periodo y cómo ha desarrollado 

el hombre el trabajo. (2) Estudiaré algunas teorías de grandes economistas de distintos países 

y de empresarios exitosos sobre el tema del salario mínimo. (3) Estudiaré los conceptos dados 

por la doctrina, la ley y la jurisprudencia colombiana y su vínculo con el SMLMV, y (4) 

finalizaré con conclusiones acerca de si el SMLMV en Colombia cubre las expectativas 

mínimas vitales de quienes lo ganan.  

 

 

 

 

Objetivos 

 

Objetivo general 

 

Analizar la constitución, la ley y la jurisprudencia en lo relacionado con la remuneración 

mínima vital y móvil y determinar su conexión con el salario mínimo legal mensual vigente 

que devengan algunos trabajadores en Colombia.    

  

 

Objetivos específicos 

 

Realizar un estudio de los conceptos emitidos por la ley y la jurisprudencia colombiana y la 

OIT sobre el mínimo vital y móvil en los últimos 5 años en Colombia. 

 



 

Determinar las diferencias entre la jurisprudencia y la doctrina colombiana sobre el 

salario mínimo legal mensual vigente y el principio fundamental de la remuneración mínima 

vital y móvil en los últimos 5 años.  

 

Analizar el decreto 2552 del 30 de diciembre de 2015 que fijó el aumento del SMLMV 

del 2016 con el fin de ver si se dio una adecuada aplicación legal de la constitución y la 

jurisprudencia sobre la remuneración mínima vital y móvil. 

 

     



 

MARCO DE REFERENCIA 

 

 

Antecedentes 

 

El salario y las prestaciones sociales en la legislación Colombiana, proyecto de grado 

elaborado por Glicerio Godoy Giral, para optar por el título de abogado en la facultad de 

derecho de la universidad libre de Colombia seccional Cúcuta en el año de 1989. Se aplicó 

una investigación descriptiva en la cual se profundizo acerca de los aspectos como la 

evolución del trabajo, definiciones, nociones jurídicas sobre el trabajo en Colombia, principios 

fundamentales del derecho laboral, definición jurídica del salario, prestaciones sociales.  

  

 

Investigación salarial de las empresas manufactureras PYMES y grandes empresas del 

área metropolitana de Cúcuta proyecto de grado elaborado por Mabel Andrea Robayo 

Vanegas Y Mireya Elizabeth Vargas Cáceres, para obtener el título de ingeniero industrial de 

la facultad de ingeniería industrial de la universidad libre seccional Cúcuta en el año 2008. Se 

aplicó una investigación descriptiva en la cual se realizó un análisis de los salarios que se 

pagan en la industria manufacturera PYME y grandes del área metropolitana de Cúcuta, cuyo 

objetivo principal fue obtener información sobre los niveles de remuneración que se pagan 

para los diferentes trabajos en las empresas manufactureras PYMES y grandes de Cúcuta, ña 

recolección y análisis de la información concluye que de una buena remuneración depende 

también la consecución de las metas la optimización de su desempeño y el mejoramiento del 

ambiente laboral  

 

 

La reforma laboral y sus efectos en los ingresos de los trabajadores del sector de la 

vigilancia privada en el municipio de San José de Cúcuta, proyecto de grado elaborado por 

Ana Carolina Aristizabal Olaya, Gloria Inés García Figueroa y Diana Carolina Vega 

Chaparro, para obtener el título de abogado de la facultad de derecho y ciencias sociales de la 

universidad libre de Colombia seccional Cúcuta en el año 2008 se aplicó una investigación 



 

descriptiva en la cual se analizó la reforma laboral ley 789 de 2002 en la que se contempla una 

serie de medidas orientadas a reducir los costos laborales y que están relacionados 

directamente con los ingresos de los trabajadores, en la recolección y análisis de la 

información se demostró que con la reforma se afectaron a los trabajadores en tres puntos: la 

ampliación de la jornada diurna (art.25 C.S.T); reducción del recargo en el trabajo dominical y 

festivo (art. 26 C.S.T); posibilidad de fijar jornadas laborales flexibles (art.51 C.S.T).  

 

 

Aspecto salarial, contractual y de seguridad social de las madres de los hogares 

comunitarios del ICBF ubicados en la comuna 7 de San José de Cúcuta, proyecto de grado 

elaborado por Víctor Alfonso Cardoso Pérez y Karina Lucís Ortiz Arroyo, para obtener el 

título de abogado de la facultad de derecho de la universidad libre de Colombia seccional 

Cúcuta en el año 2015, investigación descriptiva en la cual se realizó un análisis de los 

aspectos en materia salarial, contractual y de seguridad social de las madres de los hogares 

comunitarios del ICBF ubicados en la comuna 7 del municipio de San José de Cúcuta, en la 

recolección y análisis de la información se demostraron las irregularidades, incumplimiento y 

términos de desigualdad que no garantizan un trabajo decente y los derechos laborales de la 

madres comunitarias.  

 

 

Bases teóricas 

 

 

El trabajo 

 

Campos Rivera (2008) nos dice que ¨El estudio de una disciplina jurídica, cualquiera que esta 

sea, comienza generalmente por el conocimiento de aquellos conceptos elementales que le 

permiten al lector formarse una idea clara de la materia que es objeto de su preocupación, 

antes de efectuar el análisis de los principios de diversa índole que le sirven de fundamento¨ 

(p. 3) 



 

He querido comenzar con esta cita pragmática porque, en efecto, la importancia que tiene para 

esta investigación el principio fundamental de la remuneración mínima vital y móvil y su 

conexión con el SMLMV en Colombia, debe comenzar por un recuento sobre los conceptos 

de trabajo, la historia del trabajo en el mundo, así como el salario y su historia y finalmente 

llegar al principio fundamental que el constituyente plasmó en el artículo 53 de la constitución 

de 1991. 

 

La palabra trabajo puede provenir del latín trabs-trabis, que significaba traba, obstáculo, 

dificultad. (Campos Rivera, derecho laboral, 2008 P. 3). Lo anterior significa que para los 

antiguos la palabra trabajo era la forma como ellos luchaban contra las dificultades con el fin 

de que se pudieran obtener los medios suficientes para suplir las necesidades vitales que se 

tuvieran. Otra expresión latina de la cual también puede derivarse la palabra trabajo es 

tripalium, el cual era una herramienta parecida al cepo que se usaba para torturar esclavos y 

reos, de ahí que tripaliare signifique tortura 

  

Entonces, es toda actividad física y mental que realice una persona con el fin de producir 

bienes y servicios para atender a las necesidades humanas; es decir, que el trabajo es una 

actividad obligatoria para los seres humanos ya que por medio de él encuentra los medios 

necesarios para subsistir. En economía, el trabajo no es más que un factor de la producción y 

una fuente de progreso y riqueza; en cambio para la sociología es una actividad necesaria que 

busca conservar la armonía y logra la consolidación y el desarrollo de cualquier sociedad.  

 

También es necesario decir que el trabajo es diferente al empleo; el empleo se relaciona 

con el salario, es decir, el empleo es una actividad física o mental realizada por una persona 

pero que es remunerada, mientras que el trabajo es cualquier actividad física o mental que no 

es remunerada. Con el empleo se puede medir, v.g., la tasa de desocupación que tendría la 

población económicamente activa pero que se encuentra desempleada. 

 

Con base en lo anterior, el código laboral, al definir en su artículo 5 el trabajo, lo 

condiciona a que debe ser ejecutado mediante un contrato laboral. Así, ¨el trabajo que regula 

este código es toda actividad humana libre, ya sea material e intelectual, permanente o 



 

transitoria, que una persona natural ejecuta conciente al servicio de otra, y cualquiera que sea 

su finalidad, siempre que se efectúe en ejecución de un contrato de trabajo¨ (Código 

Sustantivo del Trabajo, Legis, 2015 P. 10). 

 

De la definición anterior, se puede colegir que para la legislación laboral colombiana el 

trabajo que se realiza para otro debe tener de por medio un contrato, sea este verbal o escrito. 

Si se considerara trabajo toda actividad humana, entonces el que trabaja la tierra de otro sin su 

consentimiento podría por ley exigir el pago de acreencias laborales. Al considerarla como 

una actividad humana solamente regula el trabajo realizado por el hombre de forma legal, 

desarrollando una reglamentación encaminada a un desarrollo social y humano de la 

legislación laboral colombiana.  

 

De igual manera la legislación laboral se encamina a regular las controversias que surjan 

de un trabajo, realizado como una actividad libre, excluyendo de esta manera el trabajo que no 

provenga de la autonomía de quien lo realiza. Sin embargo y compartiendo el pensamiento 

que expresó Campos Rivera en su libro Derecho laboral (2008), parece que el hombre que 

solo dispone de su fuerza de trabajo como fuente de ingresos no es libre. (p. 7). Este es el caso 

de aquellas personas que ganan un salario mínimo y que están sometidas a la necesidad de 

sobrevivir de su trabajo personal, es decir, que no pueden elegir una ocupación u otra; dichas 

personas solo ven el trabajo como una forma de subsistir. 

 

Ahora bien, desde el preámbulo de nuestra Constitución Política Colombiana (2015) se 

quiso ¨… asegurar  a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo… dentro de un marco 

jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 

justo¨ (Legis, p. 7). También se establece en la Constitución del 91, artículo 1 (2015), “que 

Colombia es un estado social de derecho… fundada en el respeto a la dignidad humana, el 

trabajo y la solidaridad de las personas que la integran¨ (p. 3).  

 

Así mismo, en el artículo 25 de la misma carta superior estableció que ¨el trabajo es un 

derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección 

del estado. (…) ¨ (Legis. 2015, p. 13). En este orden, en el artículo 53 del estatuto superior se 



 

estableció como principio fundamental de todos los trabajadores el recibir una remuneración 

que supliera el mínimo vital y móvil. 

 

Lo anterior deja ver no solo el interés del constituyente de 1991 de darle al estado la 

obligación de proteger al trabajador, sino de ligar el trabajo a la dignidad de las personas, y de 

esta manera proteger a los más débiles de la relación laboral, ya que no es posible concebir al 

hombre sin asociarlo con alguna actividad de producción, porque es gracias al trabajo, que la 

sociedad de hoy puede disfrutar del progreso que se ha acumulado al pasar los años como 

veremos a continuación. 

 

 

Periodos de la historia de conformidad con los medios de producción 

 

El estudio de la historia es muy importante ya que al conocerla podemos entender 

porqué ocurren los acontecimientos actuales en la humanidad, y a esto no son ajenos los 

aspectos históricos del trabajo. En este estudio me acogeré a la división explicada por Campos 

Rivera en el libro Derecho laboral, la que consiste en ¨determinar los periodos de la historia 

de conformidad con los medios de producción predominantes en cada uno de ellos¨ (2008, p. 

14). De esta manera la división podría hacerse en los siguientes periodos. 

 

El comunismo primitivo 

Este periodo de la historia, una etapa de desarrollo de las políticas socioeconómicas, es 

quizá la etapa más larga de la evolución social. Está caracterizada por el bajo nivel de 

desarrollo de la fuerza productiva, por el hecho de que hubiera una propiedad colectiva de los 

bienes de producción, como eran la tierra y las herramientas para trabajarla; de ahí que la 

distribución se diera por igual. Esta fue la concepción que le dio el marxismo a los primeros 

modos de producción en la historia del trabajo. 

 

En este estado de la historia el hombre vivía en hordas o grupos, y su subsistencia 

dependía de la caza, la pesca, la recolección de frutos. Su trabajo era básicamente luchar 

contra la naturaleza para ganar la batalla de la subsistencia, Debido a esta razón, dichas 



 

primeras sociedades fueron nómadas, ya que debían moverse continuamente en busca de los 

alimentos y resguardos que les permitieran sobrevivir. 

 

En este tipo de sociedades se dieron las primeras formas de división del trabajo 

producidas por el incremento de las fuerzas productivas. Esta división se realizó teniendo en 

cuenta la edad y el sexo de las personas; los hombres se dedicaron a la caza y la pesca, 

mientras que las mujeres estuvieron a cargo de la crianza de los niños y de las labores 

domésticas, mientras los niños ocuparon labores poco pesadas que contribuyeran con su 

desarrollo físico. 

 

Poco a poco estos pueblos formaron divisiones sociales del trabajo y aparecieron tribus 

dedicadas exclusivamente a la agricultura y otras que se dedicaron a la pesca y la crianza de 

animales domésticos, impulsando con esto dos cosas: el sedentarismo y la necesidad de un 

intercambio económico que llamaron trueque, naciendo así el comercio, y creando con esto la 

conciencia de la propiedad privada y en cuyo contexto se introduce eventualmente la 

esclavitud.  

 

El esclavismo 

En el momento en el que el hombre realizó la división de trabajo y comenzó a generarse 

el concepto de lo que es propiedad privada, se desintegró la comunidad primitiva en la que 

todos luchaban juntos por un interés común, en la que primaba el interés hacia una mejor 

calidad de vida. La propiedad privada genera de ese modo el surgimiento de las clases sociales 

en las que se hizo importante la apropiación de objetos, de bienes y también de otras personas.  

 

La esclavitud fue en el tiempo antiguo una institución jurídica por medio de la cual el esclavo 

era sometido a la voluntad de su propietario. Los esclavos eran conseguidos como mercancías 

que se vendían en los mercados, como se vendían los animales y toda clase de productos. Esta 

práctica en tiempos primitivos fue el resultado de las guerras que se libraban entre los pueblos; 

guerras en las que necesariamente debía haber vencedores y vencidos. En un principio, a estos 

últimos los mataban, pero con el tiempo comenzaron a ver en ellos su valor como mano de 



 

obra gratuita. Pensadores como Aristóteles consideraban necesaria la esclavitud para que los 

hombres libres pudieran pensar y gobernar justamente los pueblos.  

 

En su libro Política, dice Aristóteles: “La utilidad de los animales domesticados y la de 

los esclavos son poco más o menos del mismo género. Unos y otros nos ayudan con el auxilio 

de sus fuerzas corporales a satisfacer las necesidades de nuestra existencia. La naturaleza 

misma lo quiere así, puesto que hace los cuerpos de los hombres libres diferentes de los de los 

esclavos, dando a éstos el vigor necesario para las obras penosas de la sociedad, y haciendo, 

por lo contrario, a los primeros incapaces de doblar su erguido cuerpo para dedicarse a 

trabajos duros, y destinándolos solamente a las funciones de la vida civil, repartida para ellos 

entre las ocupaciones de la guerra y las de la paz” (p. 7). 

(https://www.marxists.org/espanol/tematica/cienpol/aristoteles/pol.pdf, Política, 

Aristóteles, P. 7) 

 

Pero no solamente se presentaba la esclavitud en el sometimiento de los conquistados. 

La esclavitud fue también la forma en la que algunas personas pagaban sus deudas. Este era el 

caso de aquellas personas que carecían de bienes o dinero para pagar las deudas que contraían 

y entonces se entregaban en persona al acreedor para pagar la deuda con su trabajo, 

ingresando así al patrimonio de su acreedor. ¨La explotación del hombre por el hombre se 

puso de presente. En tales circunstancias, el dueño estaba investido de facultades absolutas 

sobre él. Podía obligarlo a trabajar para su provecho, podía venderlo y aun eliminarlo, cuando 

su sostenimiento resultaba demasiado costoso o su trabajo improductivo¨ (Campos Rivera, 

2008, p. 16). 

 

Como consecuencia de lo anterior, la clase dominante logró institucionalizar la 

esclavitud con normas de derecho, formando un conjunto de disposiciones jurídicas para 

regular la materia, es decir, legalizar la práctica inhumana de la esclavitud como una 

institución jurídica necesaria para impulsar un sistema de producción en el que la materia 

prima fuera la tierra y la mano de obra. 

 

https://www.marxists.org/espanol/tematica/cienpol/aristoteles/pol.pdf


 

Sin embargo, se levantaron movimientos en contra de la esclavitud que sumado al fin 

del expansionismo militar, fueron acabando con la esclavitud. Pero dada la necesidad de 

conservar la mano de obra económica y la posición social, se creó el modo de producción 

feudal.  

 

El feudalismo 

 

Este fue el sistema de producción que predominó en Europa durante la Edad Media. Los 

poderosos desarrollaron una nueva forma para someter a los miembros de la sociedad de 

condición más vulnerable; la esclavitud era una práctica reconocida ya como inhumana, pero 

los hombres que estaban en la posición más alta de la pirámide social, seguían considerando el 

trabajo físico como algo denigrante para ser realizado por ellos. 

 

Entonces, y ya con los avances en los modos de gobiernos, se forman los latifundios, 

una especie de pirámide social, que en la cabeza tiene al rey o emperador, seguido de los 

vasallos, los cuales eran otros señores feudales de menor rango, pero con extensiones de tierra 

importantes las cuales, eran adjudicadas por el rey, para que las hicieran productivas y las 

cuidaran de posibles invasiones de otros pueblos. El rey entregaba a los vasallos las tierras con 

dos fines. Uno era el de recoger los tributos que estos le entregaban por las ganancias que 

adquirían al explotar estos terrenos. El otro era para que estos pudieran vigilar todas las 

extensiones de tierra que poseía el reino, y que el rey por sí solo no podía vigilar. 

 

Tales adjudicatarios necesitaban mano de obra que pudiese cultivar la tierra que se les 

había entregado y también soldados que empuñaran armas a la hora de ir a la guerra. 

Apareciendo así el colonato,  que vendría a ser la transición entre el periodo esclavista y el 

periodo feudalista. El colonato era la explotación del trabajo ajeno, el colono, como se le 

llamaba al hombre que no era esclavo, pero que tampoco era libre y que debía trabajar la tierra 

de un señor feudal y pagarle una contraprestación por la parcelas que se le permitían trabajar y 

un porcentaje de las cosechas recogidas. 

 



 

El feudalismo fue un conjunto de instituciones que buscaban regular las relaciones entre 

los vasallos que recibían un feudo por parte de un señor, en una especie de ceremonia en la 

que surgían obligaciones recíprocas. De parte del vasallo, el respaldo en las guerras y el pago 

de tributos, y por parte de su señor, protección. Mientras tanto en el  entorno del feudo surgía 

una relación entre los vasallos y la servidumbre. Estos últimos eran los campesinos, la parte 

más humilde y desprotegida de la sociedad de aquel entonces. 

 

El siervo no era un esclavo, pero era sometido a condiciones de miseria. Su paga era 

parte de las cosechas o algunas veces dinero; era sometido a jornadas de trabajo extenuantes, 

estaba mal alimentado y peor vestido. Era tal su dependencia a su señor que debía estar con él 

hasta la muerte y este vínculo era transferible a sus descendientes.  

 

Simultáneo a esto, pero con asiento en las ciudades, el feudalismo tuvo un desarrollo 

diferente. Allí se formaron corporaciones o gremios, en las cuales se reunían hombres con una 

misma profesión, oficio o especialidad. Estas entidades estaban compuestas por la unión de 

pequeños talleres o unidades de producción que eran propiedad exclusiva de un maestro, a 

cuyo lado trabajaban compañeros y aprendices.  

 

El maestro además de ser el dueño del taller, tenía conocimientos profundos y  

especializados en una determinada profesión. Este era seguido del oficial o compañero quien 

ocupaba un puesto intermedio en el taller, y era un serio aspirante al título de maestro, ya que 

había acumulado una buena cantidad de conocimientos que lo podían acreditar en el 

respectivo oficio. La última escala en el taller la tenía el aprendíz. Este era el inicio para llegar 

a ser un maestro en una determinada profesión. No se le pedía ningún conocimiento previo, 

pero sí debía  atravesar todo el camino del aprendizaje y si demostraba verdadero interés en 

aprender el oficio, llegaría a tener el título de maestro y un taller propio. 

 

Nadie podía tener más de dos talleres. Tampoco se podía pertenecer a más de dos 

agremiaciones. Era un tipo de economía muy cerrada que buscaba defender el mercado de lo 

que producían, sin permitir la competencia entre los dueños de talleres.  

 



 

 

El capitalismo 

 

Este medio de producción nace en algunas ciudades italianas, como nos cuenta Campos 

Rivera en su libro Derecho laboral (2008): ¨Florencia y Venecia, concretamente, nos ofrecen 

ese antecedente remoto¨ (p. 21). El desarrollo del comercio por el Mar Mediterráneo, da 

aparición a esta nueva etapa de la economía. Los comerciantes se trasladaban de una ciudad a 

otra efectuando transacciones comerciales, esto es, comprando y vendiendo productos. 

 

Con la aparición de la navegación, el denominado capitalismo primitivo pudo 

expandirse y conquistar otros y más amplios mercados. Otro factor importante fue la 

constitución de compañías de capital. Con estas se le dio un nuevo impulso al comercio y al 

capitalismo. Está citadas compañías cuyo fin eran los préstamos a interés y la organización de 

campañas navieras, le fueron dando forma a lo que se conoce hoy como capitalismo. Junto a 

esto, en países como Inglaterra, comienza a formarse una clase de capitalismo industrial, cuya 

actividad bandera era la explotación de yacimientos mineros, dando lugar a la conocida 

revolución industrial. 

 

 La revolución industrial marca un punto trascendental en la historia del trabajo. Con los 

avances introducidos por ella en la tecnología y la explotación de minerales como el carbón, y 

el uso de la máquina de vapor, permitió un nuevo avance en la economía que dependía 

principalmente de la agricultura. Hasta entonces, para obtener beneficios era necesario el uso 

de la mano de obra y de la tracción animal, lo que hacía que la producción fuera lenta. El 

novedoso empleo de máquinas mejoró el rendimiento, y en consecuencia aceleró el 

crecimiento económico. 

 

La revolución industrial facultó que, de una economía basada en la agricultura 

principalmente, se pasara a una economía de carácter urbano, un comercio industrializado y 

mecanizado. Con estos avances necesariamente vino también un cambio social. Un 

movimiento tan renovador y revolucionario como este (mecanización de labores en las 

pequeñas industrias, por ejemplo, el ingreso de los telares, la explotación del carbón, del acero 



 

y del hierro), hizo que empezaran a aparecer profesionales en dichas labores. Entre otros, 

comenzaron a formarse entonces especialistas en la industria del hilado y en la explotación de 

los yacimientos minerales.  

 

Todas estas tecnologías incrementaron la producción de mercancías, creando la 

necesidad de venderlas a otros pueblos. Para tal fin se comienzan a construir carreteras, 

puentes y canales para la navegación. Este desarrollo comienza a desplazar el uso de la mano 

de obra humana como elemento principal de la producción, incrementándose con esto la 

desocupación de muchas personas dedicadas a realizar labores manuales. 

 

Lo anterior dio origen a un modelo capitalista basado en el liberalismo de estado, que no 

fue otra que una libertad absoluta en la que el hombre creyó haber encontrado su felicidad. En 

realidad esta libertad trajo consigo consecuencias desastrosas; este liberalismo económico que 

le dio una supuesta igualdad a todas las personas, constituyó pronto un reemplazo de la 

monarquía (que la revolución francesa había acabado), por la naciente burguesía, que 

eventualmente se convirtieron en los dueños del capital.  

 

Las grandes industrias que manejaban el capital y la tecnología —en un estado en el que 

el gobierno solo se ocupaba de hacer respetar la libertad individual y la libre competencia—, 

generó una libertad de contratación, es decir, los contratos no tenían ningún tipo de regulación 

con jornadas de trabajo y salarios que obedecían al arbitrio particular. Esto llevó a todos los 

abusos posibles y explotación de los trabajadores, incluyendo jornadas de doce, catorce y 

dieciséis horas diarias, condiciones antihigiénicas y mala alimentación de los trabajadores. 

 

El aumento del desempleo tuvo el efecto de que los trabajadores estuvieran dispuestos a 

someterse a cualquier condición laboral, por precaria que esta fuera, con tal de poder 

sobrevivir ellos y sus familias. Entre tanto, los dueños del capital, ante la ausencia de políticas 

para regular esta explotación laboral, vieron en los niños y mujeres una fuente económica más 

rentable, prescindiendo en muchos casos del trabajo de los varones. 

 



 

Esto produjo el fracaso del estado liberal, generando una política intervencionista por 

parte del estado, que según Guerrero Figueroa (2009) es ¨una tendencia, sin caer en el 

socialismo revolucionario, que repudia al liberalismo individualista. Se propone alcanzar 

reformas legales a fin de acabar con las injusticias sociales, atendiendo las aspiraciones de los 

trabajadores¨ (Teoría general del derecho laboral, Leyer, p. 108). 

 

La anterior definición, es el producto de las múltiples injusticias sociales que sufrieron 

los asalariados, y que obligó al estado a renunciar a su postura de indiferencia. En los años 

siguientes se crearon regulaciones en lo concerniente al trabajo, una postura de estado 

intervencionista en materia económica y social, que tiene gran aceptación aún hoy en día. 

  

El socialismo 

 

En los países de línea socialista la idea es que el gobierno tenga las funciones de 

organizar, orientar, planear y realizar el bienestar de la comunidad. En estos países no existe la 

división entre el sector público y el sector privado, todo con la idea de que el estado y la 

sociedad se desarrollen en forma más ordenada y armónica, teniendo en cuenta que en este 

tipo de sociedades la planeación económica está encaminada a satisfacer las necesidades 

primarias y fundamentales del conjunto de la población. 

 

Una característica que supone una diferencia entre el socialismo y el capitalismo, y que 

pone al primero en mejor posición en cuanto al beneficio de los trabajadores, es que la 

producción de mercancías se hace teniendo en cuenta la capacidad económica de los 

trabajadores. El capitalismo, en cambio, produce según los caprichos de los poderosos. Otra 

gran diferencia es que en el capitalismo la organización económica y social esta instituida 

sobre la base de la propiedad privada, entretanto que en el socialismo el estado pasa a ser el 

dueño de los medios de producción, formándose así una propiedad social, en la que dicho 

estado, con los medios e instrumentos de producción en sus manos, dará una satisfacción a las 

necesidades básicas de la comunidad. 

 



 

El trabajo en los países socialistas se diferencia del de los países capitalistas, toda vez, 

que en los países capitalistas existe una división entre los trabajadores de las empresas del 

estado y los que laboran para el sector privado. Cada uno tiene una regulación jurídica 

diferente y una es más beneficiosa que la otra. Bajo el modelo socialista, donde el estado es 

dueño de los medios de producción, no existe una diferencia y todos los trabajadores están 

sujetos a la misma legislación. 

 

Uno de los problemas que el socialismo soluciona es el desempleo, ya que la 

organización del estado se basa en el trabajo, y este ocupa el primer puesto de los valores 

sociales, a diferencia del capitalismo que se preocupa más por la acumulación de riqueza. En 

la economía basaba en el modelo de producción socialista, el trabajo debe tener como 

finalidad fundamental asegurarle a los trabajadores un progresivo mejoramiento económico y 

social. 

 

Dicho mejoramiento, lo que pretende es garantizarles a todos los miembros de la 

sociedad, el acceso a la salud, la alimentación, la vivienda, el vestido, el transporte, etc. Es 

decir lo que busca el socialismo es que el estado supla con el salario que devengan los 

trabajadores, una remuneración mínima vital y móvil. Sumado a esto, busca mejorar para ellos 

también las jornadas laborales, ampliar las vacaciones anuales remuneradas y también crear 

estímulos a los trabajadores con el fin de mejorar la vida de todos los miembros de la 

sociedad.  

 

Derecho laboral 

 

Luego de haber escrito acerca de la historia del trabajo en el mundo y con el fin de ir 

conduciendo el tema hasta llegar a la remuneración mínima vital y móvil y su conexión con el 

SMLMV, exploraré un poco la historia del derecho laboral colombiano.  

 

Raíces históricas del derecho laboral colombiano 

 



 

El estudio del derecho laboral colombiano debe abarcar como mínimo tres periodos: el 

precolombino, el español y el nacional. 

 

En el periodo precolombino se comprende el espacio de tiempo entre la aparición del 

hombre en América y la conquista española. En estos pueblos de América se ha conocido que 

el trabajo jugaba un papel muy importante. Los estudios históricos sobre civilizaciones como 

la azteca, por ejemplo, y las estructuras que aún siguen en pie, muestra que estos pueblos 

hicieron grandes descubrimientos en la agricultura, la ganadería, la arquitectura, la minería, 

etc.  

 

Como se dijo antes, el periodo precolombino duró hasta la llegada de los españoles a 

estas tierras, lo que se conoció como el descubrimiento del Nuevo Mundo, seguido al 

descubrimiento. Tras una guerra cruenta entre los indígenas y los europeos, el uso de las 

armas de fuego jugó un papel decisivo para someter a  estos pueblos originales. En 1520, en 

un período de menos de treinta años desde la llegada de Colón, se logró el sometimiento de la 

mayoría de las poblaciones indígenas. Tras este periodo de conquista vino la colonia, que fue 

la organización política y administrativa que los españoles establecieron en las tierras 

americanas. 

 

La larga y compleja gesta por la libertad de los esclavos y de los indígenas y por la 

autonomía de los países americanos, culminó con las luchas por la independencia, que la 

mayor parte de los países del continente alcanzó en la primera parte del siglo XIX. Con esto se 

inicia el periodo nacional, en el que se dictaron, entre muchas otras, leyes como la abolición 

de la esclavitud y algunas escasas leyes protectoras del trabajo. Ya a comienzos del siglo XX 

comenzó a legislarse entre nosotros en materia laboral, lo cual no ha cesado hasta nuestros 

días. 

  

 

 

 

 



 

 

 

Salarios 

 

El salario de los trabajadores es de preocupación mundial y la finalidad de diversas leyes y 

ordenamientos es siempre la de poder garantizar a quienes lo devengan que este sea el 

equivalente a una remuneración mínima vital. Esto se ve plasmado como una de las 

obligaciones solemnes que la OIT introdujo en su constitución al decir, ¨adoptar, en materia 

de salarios y ganancias y de horas y otras condiciones de trabajo, medidas destinadas a 

garantizar a todos una justa distribución de los frutos del progreso y un salario mínimo vital 

para todos los que tengan empleo y necesiten esta clase de protección¨ 

(http://www.ilo.org/public/spanish/bureau/leg/download/constitution.pdf, 2010, p. 23). 

 

En este orden de ideas, salario es toda remuneración o pago que se da a un trabajador 

por un tiempo de trabajo prestado, o por una tarea realizada. Se dice que salario deriva 

del latín salarium, que significa 'pago de sal' o 'por sal'. El término proviene del 

antiguo imperio romano, donde muchas veces se hacían pagos a los soldados con sal, la cual 

valía su peso en oro, dado que la sal en la antigüedad era una de las pocas maneras que se 

tenía de conservar la carne, es decir, poniéndola en salazón. Esta definición deja ver que el 

salario, no importa cuál sea, debe reflejar, para quien lo devenga, un bienestar que le permita 

tener una buena calidad de vida. 

 

En Colombia la definición de salario nos la ofrece nuestro código laboral en el artículo 

127, estableciéndolo como uno de los elementos integrantes del contrato, ¨<Artículo 

modificado por el artículo 14 del Ley 50 de 1990. El nuevo texto es el siguiente:>  Constituye 

salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador 

en dinero o en especie como contraprestación directa del servicio, sea cualquiera la forma o 

denominación que se adopte, como primas, sobresueldos, bonificaciones habituales, valor del 

trabajo suplementario o de las horas extras, valor del trabajo en días de descanso obligatorio, 

porcentajes sobre ventas y comisiones¨ (2016). 

 

http://www.ilo.org/public/spanish/bureau/leg/download/constitution.pdf
https://es.wikipedia.org/wiki/Lat%C3%ADn
https://es.wikipedia.org/wiki/Sal_(condimento)
https://es.wikipedia.org/wiki/Imperio_romano
https://es.wikipedia.org/wiki/Soldado
https://es.wikipedia.org/wiki/Oro


 

Con lo anterior vemos que todo lo que se le pague al trabajador, siempre que corresponda a 

una retribución hecha por el empleador al trabajador por la prestación de sus servicios, se 

denomina salario. 

 

Ahora, con el fin de proteger la dignidad de los trabajadores se establece una garantía 

salarial con la que el trabajador logre por lo menos cubrir sus necesidades básicas. A esto se le 

llama salario mínimo, que no es otra cosa que el tope que fija el gobierno para que por debajo 

de este no se pueda pactar salario. La definición de salario mínimo la encontramos en el 

código sustantivo del trabajo (2016) que dice, ¨Salario mínimo es el que todo trabajador tiene 

derecho a percibir para subvenir a sus necesidades normales y a las de su familia, en el orden 

material, moral y cultural¨.  

 

La discusión sobre el aumento del salario mínimo en el mundo ha sido constante. 

Algunos consideran que el salario mínimo debe ser alto y que con esto se garantiza no solo 

una calidad de vida a quien lo devenga, sino también que mejora la productividad de las 

labores que se realizan, haciendo con esto que se incrementen las ganancias de los 

empleadores. Otros consideran, por su parte, que políticas que aumenten los salarios afectarían 

el capital de los empleadores y por lo tanto aumentaría el desempleo. 

 

Teorías de los salarios  

 

Existen teorías en el mundo que han sido creadas por economistas y por grandes 

empresarios para solucionar el problema de los salarios. Estas son algunas de ellas: 

 

La Teoría de los ingresos fue creada por el economista clásico Adam Smith en su obra 

La riqueza de las naciones. El autor considera que la demanda de mano de obra aumenta en la 

medida en que los empleadores obtienen mayores ingresos.  

 

¨[…] para Smith, sin embargo, el factor determinante de la elevación de los salarios no 

lo constituye la cuantía de la riqueza nacional, sino el continuo aumento de esa riqueza. Para 

él por tanto, los salarios no son necesariamente más altos en los países más ricos, sino en 



 

aquellos que progresan más¨ (Campos Rivera, 2008). El racional de este argumento es que en 

un país donde la producción, y por tanto la ganancia de los dueños del capital, es alta, los 

salarios tienden a ser más altos. 

 

La Teoría de la subsistencia, conocida también como la teoría del salario natural, fue 

expuesta por David Ricardo en sus Principios de economía política y tributación. En esta 

obra, el autor considera la mano de obra como una mercancía que se halla expuesta a 

aumentar o disminuir según la demanda. En esta teoría existe un precio natural y un precio de 

mercado. El primero es el que permite a los trabajadores subsistir y perpetuar su raza; el 

segundo, tiene que ver con la ley de la oferta y la demanda, es decir, el valor del pago de los 

salarios depende de la abundancia o escasez de mano de obra. 

 

De acuerdo con esta teoría, los trabajadores solo deben devengar lo estrictamente 

necesario para subsistir y perpetuar su raza; esto porque si la población no ganara lo necesario 

para subsistir se vería diezmada por el hambre. En este caso, la demanda de mano de obra 

aumentaría y los salarios tendrían necesariamente que subir y esto no sería bueno para los 

empresarios. Pero si, por el contrario, los trabajadores ganaran más de lo necesario para 

sobrevivir, habría un aumento en los miembros de las familias y esto haría que aumentara la 

mano de obra y con ello disminuirían los salarios. 

 

Uno de las razones por las que esta teoría fracasó es porque curiosamente las personas 

que ganan más dinero son las que menos hijos tienen, debido en parte a factores culturales y 

sociales y a que las personas más pudientes tienen más acceso y son más receptivas a planes 

para el control de la natalidad. 

 

La Teoría del fondo de salarios, obra del economista clásico John Stuart Mill y 

explicada en su libro Principios de economía política, sostenía que los salarios dependían 

principalmente de la oferta y demanda de trabajo, esto es, que el trabajo se asemejaba a 

cualquier mercancía. La oferta la hacía el número de trabajadores dispuestos a trabajar y la 

demanda era formulada por los dueños del capital. 

 



 

  Stuart Mill, como se dijo pertenecía a la escuela de la economía clásica, la cual 

entendía que el capital era el que se disponía para pagar salarios, o en otras palabras, con lo 

que se disponía para comprar mano de obra. Por eso, si el empresario poseía capital, habría 

buena demanda de mano de obra, y de ese modo se podían contratar más empleados. El fondo 

de salarios era entonces básicamente el ahorro con el que contaban los empresarios y que en 

sus empresas podían invertir para la contratación de personal. 

 

En conclusión en esta teoría lo que se busca es que el trabajador labore con esmero para 

hacer crecer el capital del empresario y que el nivel de población se mantenga estable, 

abstenerse de procrear con esto necesariamente los salarios deben subir. 

 

La Teoría marxista. En su obra El capital, Carlos Marx hizo una diferencia entre los 

conceptos de valor del trabajo y fuerza de trabajo. Lo que el empleador le paga al trabajador 

no es su trabajo, sino su fuerza de trabajo, ya que al no poseer medios de producción el obrero 

no puede vender su trabajo terminado como cualquier mercancía. En consecuencia, vende su 

fuerza de trabajo a cambio de una remuneración.  

 

Otro aspecto destacable de la teoría de Marx fue la jornada de trabajo, la cual dividió en 

dos partes: una primera llamada por él, tiempo de trabajo necesario, en el que la actividad 

realizada por el trabajador solo representa para él y para su familia la obtención de los bienes 

y servicios indispensables para la satisfacción de sus necesidades elementales. 

 

La segunda parte de esta jornada es en la que el obrero crea un valor adicional y es con 

lo que el capitalista crea sus utilidades, porque es la parte de la jornada que no le está 

retribuida al trabajador. A esta parte de la jornada de trabajo la llamó tiempo excedente de 

trabajo. Este valor, que no se le paga al trabajador y que forma las utilidades del empresario, 

se denomina plusvalía. 

 

La plusvalía, para definirla mediante un ejemplo, sería un trabajador que gana en la 

actualidad un salario mínimo, digamos 22.981 pesos por una jornada de ocho horas en las que 

produciría para una empresa algún tipo de mercancía. Pero resulta que para lo que el 



 

trabajador está contratado, lo hace en cinco horas, quedándole tres horas de trabajo pendiente 

en las que lógicamente produce más formándole más ganancias a su empleador y por las 

cuales no obtendrá ninguna remuneración. 

 

La Teoría de los salarios altos, expuesta por el empresario Henry Ford en 1915. En esta 

teoría se creía que con salarios más altos el consumo sería mayor. 

 

Esta teoría es una especie de círculo, en el que si los salarios que devengan los 

trabajadores son altos generarían para quienes los devengan una mayor capacidad  de 

consumo, lo cual generaría una mayor demanda en la producción. Con una mayor producción 

se esperaría una disminución en los costos de estos productos, lo que a su vez generaría más 

ventas. Ese aumento en las ventas equivaldría a la obtención de más utilidades para los 

empresarios, con lo cual se podrían expandir y generar más empleos.  

 

Definición de salario mínimo legal mensual vigente en Colombia 

 

Esta remuneración es el tope mínimo que estipuló el gobierno en Colombia para que por 

debajo de este no se pudiera pactar entre trabajador y empleador ningún salario. Es 

identificado con las siglas SMLMV y lo define el código sustantivo del trabajo en el artículo 

145 así: ¨Salario mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a percibir para subvenir a sus 

necesidades normales y a las de su familia, en el orden material, moral y cultural¨ (2016). De 

lo anterior se debe destacar que el salario mínimo debe suplir las necesidades básicas no solo 

del trabajador sino las de su familia. 

 

El SMLMV se debe incrementar al iniciar cada año. Para ello se reúne la comisión 

permanente de políticas salariales y laborales, la cual está integrada por representantes del 

gobierno, representantes de los empleadores y de los trabajadores, creada por el artículo 56 de 

la constitución política y regulada por la ley 278 de 1996. Esta Comisión debe lograr, que a 

más tardar el 30 de diciembre, se haya llegado a un acuerdo en el incremento del salario 

mínimo. De no ser así, se hará por medio de un decreto que expedirá el gobierno como 

sucedió en el año 2016. 



 

 

La finalidad que se busca con este salario es que quienes lo devengan puedan tener una 

vida acorde con lo estipulado en el artículo 53 de la constitución política llamado 

remuneración mínima vital y móvil, y que será definido a continuación. 

 

 Remuneración mínima vital y móvil 

  

Muchas veces confundida con la definición de SMLMV, es el ideal que pretenden 

alcanzar todos los salarios, y con el cual puedan los trabajadores tener una vida acorde con la 

dignidad humana. Elevado a derecho fundamental por el artículo 53 de la carta superior y 

pieza fundamental a la hora d fijar el SMLMV, es aquella remuneración con la que los 

trabajadores y sus familias puedan vivir una vida sin restricciones, ni carencias básicas. 

 

La remuneración mínima vital y móvil es un concepto amplio en el que todos los 

trabajadores, sin importar sus ingresos, participan, pero que adquiere una importancia mayor 

(guardando las proporciones de cada caso), cuando se habla de SMLMV. Esto porque los 

trabajadores que reciben un pago mínimo son la parte más vulnerable de la sociedad. En 

palabras de la corte constitucional la remuneración mínima vital y móvil es ¨el mínimo vital 

garantizado como derecho inalienable de todo trabajador, está constituido por los 

requerimientos básicos indispensables para asegurar la digna subsistencia de la persona y de 

su familia, no solamente en lo relativo a alimentación y vestuario sino en lo referente a salud, 

educación, vivienda, seguridad social y medio ambiente, en cuanto factores insustituibles para 

la preservación de una calidad de vida que, no obstante su modestia, corresponda a las 

exigencias más elementales del ser humano¨ (sentencia t 011 de 1998, MP José Gregorio 

Hernández Galindo). 

 

La anterior definición es reiterada por la corte constitucional en muchas instancias de su 

jurisprudencia hasta estos días. Comparada con la realidad que se ve en Colombia de quienes 

entregan su fuerza de trabajo a cambio de una remuneración mínima, vemos que existen 

enormes discrepancias.  

 



 

 

 

Bases legales  

 

 

Constitución Política de 1991 

 

ARTICULO   1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, 

participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general. 

ARTICULO 2o. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 

afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y 

la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y 

para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 

ARTICULO 5o. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los 

derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la 

sociedad. 

 

ARTICULO   25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus 

modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas. 

 

ARTICULO   53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente 

tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 



 

Igualdad de oportunidades para los trabajadores; remuneración mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el empleo; irrenunciabilidad a 

los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para transigir y conciliar 

sobre derechos inciertos y discutibles; situación más favorable al trabajador en caso de duda 

en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de derecho; primacía de la realidad 

sobre formalidades establecidas por los sujetos de las relaciones laborales; garantía a la 

seguridad social, la capacitación, el adiestramiento y el descanso necesario; protección 

especial a la mujer, a la maternidad y al trabajador menor de edad. 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 

legales. 

Los convenios internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la 

legislación interna. 

La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden menoscabar la 

libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabajadores. 

ARTICULO 56. Se garantiza el derecho de huelga, salvo en los servicios públicos 

esenciales definidos por el legislador. 

La ley reglamentará este derecho. 

Una comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los 

empleadores y de los trabajadores, fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá a la 

solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertará las políticas salariales y laborales. 

La ley reglamentará su composición y funcionamiento. 

 

 

Decreto Ley 2363 de 1950 modificado por la ley 50 de 1990 

Por la cual se expide el código sustantivo del trabajo 

 



 

ARTICULO 145. DEFINICION. Salario mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a 

percibir para subvenir a sus necesidades normales y a las de su familia, en el orden material, 

moral y cultural. 

ARTICULO 146. Factores para fijarlo. 

1. Para fijar el salario mínimo deben tomarse en cuenta el costo de la vida, las 

modalidades del trabajo, la capacidad económica de las empresas y empleadores y las 

condiciones de cada región y actividad. 

2. Para los trabajadores del campo el salario mínimo debe fijarse tomando en cuenta las 

facilidades que el empleador proporciona a sus trabajadores, en lo que se refiere a habitación, 

cultivos, combustibles y circunstancias análogas que disminuyen el costo de la vida. 

3. Las circunstancias de que algunos de los empleadores puedan estar obligados a 

suministrar a sus trabajadores alimentación y alojamiento, también debe tomarse en cuenta 

para la fijación del salario mínimo. 

ARTICULO 147. PROCEDIMIENTO DE FIJACION. Modificado por el art. 19 de la 

Ley 50 de 1950. El nuevo texto es el siguiente: 

1. El salario mínimo puede fijarse en pacto o convención colectiva o en fallo arbitral. 

2. Subrogado por el artículo 8 de la Ley 278 de 1996. El nuevo texto es el siguiente: 

"ARTÍCULO 8. Artículo CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE Las decisiones de la 

Comisión serán adoptadas por consenso. El voto de cada sector representativo será el de la 

mayoría de sus miembros. " 

"PARAGRAFO. Para la fijación del salario mínimo, la Comisión deberá decidir a más 

tardar el quince (15) de diciembre. Si no es posible concertar, la parte o partes que no están de 

acuerdo deben, obligatoriamente, explicar por escrito las razones de la salvedad dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes. Las partes tienen la obligación de estudiar esas 

salvedades y fijar su posición frente a ellas en el término de las siguientes cuarenta y ocho 



 

(48) horas. De nuevo, la Comisión deberá reunirse para buscar el consenso según los 

elementos de juicio que se hubieren allegado antes del treinta (30) de diciembre. 

Cuando definitivamente no se logre el consenso en la fijación del salario mínimo, para 

el año inmediatamente siguiente, a más tardar el treinta (30) de diciembre de cada año, el 

Gobierno lo determinará teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del 

siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el 

comité tripartito de productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 

además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del producto interno 

bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor (IPC)." 

Texto modificado por la Ley 50 de 1990: 

2. El Consejo Nacional Laboral, por consenso fijará salarios mínimos de carácter 

general o para cualquier región o actividad profesional, industrial, comercial, ganadera, 

agrícola o forestal de una región determinada. En caso de que no haya consenso en el Consejo 

Nacional Laboral, el Gobierno, por medio de decretos que regirán por el término que en ellos 

se indique, puede fijar dichos salarios. 

3. Para quienes laboren jornadas inferiores a las máximas legales y devenguen el salario 

mínimo legal o convencional, éste regirá en proporción al número de horas efectivamente 

trabajadas, con excepción de la jornada especial de treinta seis horas previstas en el artículo 

siguiente. 

  

 

Ley 278 de 1996 

Por el cual se crea la comisión permanente de concertación de políticas salariales y laborales 

creada por el artículo 56 de la constitución política. 

 

ARTICULO 2º. La comisión permanente de concertación de políticas salariales y laborales 

tendrá las siguientes funciones: 



 

a)  Fomentar las buenas relaciones laborales con el fin de lograr la justicia dentro de un 

espíritu de coordinación económica y equilibrio social; 

b)  Contribuir a la solución de los conflictos colectivos de trabajo, contemplados en el 

título II de la parte segunda del Código Sustantivo de Trabajo; 

c)  Fijar de manera concertada la política salarial, teniendo en cuenta los principios 

constitucionales que rigen la materia; 

 d)  Fijar de manera concertada el salario mínimo de carácter general, teniendo en cuenta 

que se debe garantizar una calidad de vida digna para el trabajador y su familia; 

e)  Fijar de manera concertada la política laboral mediante planes estratégicos sobre 

estos asuntos: bienestar de los trabajadores; adopción de nuevas formas de capacitación 

laboral; creación de empleo; mejoramiento de la producción y la productividad; remuneración 

mínima vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad del trabajo; redistribución equitativa 

del ingreso; reconversión industrial y recalificación laboral; participación de los trabajadores 

en la gestión de las empresas; universalización de la seguridad social; garantía de los derechos 

de la mujer, del menor trabajador y de otros trabajadores vulnerables y garantía de los 

derechos sindicales. (…) 

ARTICULO 8º. Las decisiones de la comisión serán adoptadas por consenso. El voto de 

cada sector representativo será el de la mayoría de sus miembros. 

 PARÁGRAFO. Para la fijación del salario mínimo, la comisión deberá decidir a más 

tardar el quince (15) de diciembre. Si no es posible concertar, la parte o partes que no estén de 

acuerdo deben, obligatoriamente, explicar por escrito las razones de la salvedad dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes. Las partes tienen la obligación de estudiar esas 

salvedades y fijar su posición frente a ellas en el término de las siguientes cuarenta y ocho 

(48) horas. De nuevo, la comisión deberá reunirse para buscar el consenso según los 

elementos de juicio que se hubieren allegado antes del treinta (30) de diciembre. 



 

 Cuando definitivamente no se logre el consenso en la fijación del salario mínimo, para 

el año inmediatamente siguiente, a más tardar el treinta (30) de diciembre de cada año, el 

gobierno lo determinará teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del 

siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el 

comité tripartito de productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 

además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del producto interno 

bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor (IPC). 

   

 

Decreto 2552 de 30 de diciembre de 2015 

Por el cual se fija el incremento del salario mínimo legal mensual vigente en Colombia. 

 

ARTICULO 1. Salario mínimo legal mensual vigente para el año 2016. 

 

 

 

 

Sentencia c 011 de 1998 

Corte constitucional 

 

Esta sentencia del magistrado José Gregorio Hernández Galindo es quizá una de las primeras 

sentencias de la corte constitucional en la que se explicó el principio fundamental de la 

remuneración mínima vital y móvil diciendo, ¨En efecto, para la Corte el mínimo vital 

garantizado como derecho inalienable de todo trabajador, está constituido por los 

requerimientos básicos indispensables para asegurar la digna subsistencia de la persona y de 

su familia, no solamente en lo relativo a alimentación y vestuario sino en lo referente a salud,  

educación, vivienda, seguridad social y medio ambiente, en cuanto factores insustituibles para 

la preservación de una calidad de vida que, no obstante su modestia, corresponda a las 

exigencias más elementales del ser humano.¨ 

 



 

 

 

 

 

Sentencia T 157 de 2014 

Corte constitucional 

 

Revisión de tutela en la que se declara la improcedencia de la acción de tutela para exigir el 

pago de acreencias laborales; en la tutela los actores eran vigilantes de la secretaria de 

educación y exigían el pago de horas extras y horas nocturnas por medio de una tutela, 

fundamentándola en la afectación del principio constitucional de la remuneración  mínima 

vital y móvil, permitiendo con esto que en esta sentencia la corte una definición de este 

principio constitucional el cual siendo invocado permite que prospere la tutela para el pago de 

acreencias laborales. 

 

 

Sentencia T 211 de 2011 

Corte constitucional 

 

En esta revisión constitucional al actora quien ha devengado salarios altos y trabajado en 

cargos importantes, considera vulnerado su derecho a una remuneración mínima vital y móvil, 

toda vez, q al liquidarle se pensión el I.I.S. le da un valor inferior en relación al I.B.L. que ella 

considera, lo que da lugar a un análisis de la corte frente al principio constitucional de la 

remuneración mínima vital y móvil, dando tres puntos importantes para extraer, el primero 

que la todo los salarios y los ingresos pensionales deben estar en acuerdo a la remuneración 

mínima vital y móvil, el segundo que este principio constitucional tiene el fin de garantizar la 

dignidad humana y el tercero que cuando los ingresos son altos las variables del caudal 

pecuniario las cargas se presumen soportables y se debe demostrar que no se pueden soportar.  

 

Sentencia t 053 de 2014 

     Corte constitucional 



 

 

En esta revisión de tutela constitucional la corte reitera que dicha acción constitucional puede 

ser usada para el cobro de acreencias laborales cuando se demuestre que el incumplimiento de 

dicha obligaciones vulnera o amenaza los derechos fundamentales de los tutelantes al mínimo 

vital y móvil, la seguridad social o la vida digna. Y en cuanto a la remuneración mínima vital 

y móvil reitera lo dicho en la sentencia T 148 de 2002 en la cual se dan unos criterios para 

establecer cuando se ha vulnerado el mínimo vital y móvil de un trabajador  A saber: (i) 

existencia de un incumplimiento salarial; (ii) el incumplimiento afecta el mínimo vital del 

trabajador; (iii) se presume la  afectación al mínimo vital, si el incumplimiento es prolongado 

o indefinido; (iv) se entiende por incumplimiento prolongado o indefinido, aquel que se 

extiende por más de dos meses, con excepción de aquella remuneración equivalente a un 

salario mínimo; y (v) los argumentos fundamentados en problemas de índole económico, 

presupuestal o financieros no justifican el incumplimiento salarial.  

 

También dice la corte en esta sentencia que el derecho fundamental al mínimo vital y 

móvil guarda una estrecha relación con la dignidad humana, el cual se concreta en la 

posibilidad de contar con una subsistencia digna pues “constituye la porción de los ingresos 

del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus necesidades 

básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los servicios públicos 

domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya titularidad es 

indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del 

ordenamiento jurídico constitucional” y encuentra su materialización en las diferentes 

acreencias laborales y prestacionales, que se deriven de la relación laboral. 

  

 

Sistema teórico 

 

 

Variables 

 

Variable Definición 



 

 

REMUNERACIÓN 

MÍNIMA VITAL Y 

MÓVIL  

 

Es un principio constitucional consagrado en el artículo 53 de la carta 

superior, definido mediante la jurisprudencia como el derecho que 

tienen todos los trabajadores de ganar un salario que pueda suplir 

todas las necesidades básicas para obtener una vida digna. Tales 

necesidades básicas son: la alimentación adecuada, la educación, el 

vestuario, la vivienda, la salud, la recreación y la seguridad social y 

medio ambiente.    

 

SALARIO MÍNIMO 

LEGAL MENSUAL 

VIGENTE 

 

Es el equivalente a la remuneración mínima que puede devengar un 

trabajador. Su incremento puede ser fijado por acuerdo entre los 

empresarios y las centrales obreras, o bien fijado por medio de un 

decreto del gobierno. 

Esta remuneración marca el tope mínimo para el pago de salarios, lo 

cual indica que por debajo de este no se puede pactar ningún tipo de 

remuneración.    

Fuente: Juan Carlos Reyes Gómez.  Mayo, 2016.  

 

 

 

 

Operacionalización de variables 

 

VARIABLE: MVM 

Dimensiones Indicadores 

Dignidad humana  - Alimentación adecuada  

- Salud  

- Vivienda digna  

- Seguridad social y medio ambiente  

- Vestuario  

- Educación  



 

- Recreación  

Fuente: Juan Carlos Reyes Gómez.  Mayo, 2016.  

  

VARIABLE: SMLMV 

Dimensiones Indicadores 

PARÁMETROS 

PARA LA 

FIJACIÓN DEL 

INCREMENTO AL 

SMLMV  

- meta de la inflación fijada para el siguiente año por el Banco 

de la República 

- meta de la productividad acordada por el comité tripartito 

- contribución de los salarios al ingreso nacional 

- incremento del producto interno bruto PIB  

- índice de precios al consumidor IPC  

Fuente: Juan Carlos Reyes Gómez.  Mayo, 2016.  

 



 

(APARTIR DE ESTA PAGINA COMIENZA LA ÚLTIMA PARTE DE LA 

INVESTIGACION) 

 

DISEÑO METODOLÓGICO 

 

Tipo y método de investigación 

 

 El tipo de investigación que se va a llevar a cabo es un estudio jurídico descriptivo. La 

investigación es un análisis de la Constitución, la ley, la jurisprudencia y la doctrina sobre la 

remuneración mínima vital y móvil y su conexión con el SMLMV. Este estudio será llevado a 

cabo desde un enfoque cualitativo utilizando una metodología hermenéutica.   

 

Según la revista Diálogos de saberes (enero- junio, 2012), ¨la Investigación Jurídica en 

sentido estricto, se ocupa del estudio y el conocimiento del derecho, entendido como un 

sistema de normas, valores y principios, jurisprudencia, doctrina e instituciones jurídico-

políticas, que regulan las relaciones de los hombres en la sociedad. Sus fuentes de información 

y conocimiento, fundamentalmente son: a. las normas jurídicas. b. la jurisprudencia. c. la 

doctrina jurídica. d. la investigación jurídica¨ (p. 13). 

 

Como investigación de tipo jurídico, este trabajo busca entender cómo funciona en la 

sociedad la aplicación del derecho fundamental de la remuneración mínima vital y móvil en 

los incrementos salariales del mínimo legal mensual vigente en Colombia. Para este objetivo 

se estudiará la jurisprudencia de la corte constitucional, las leyes que hacen referencia a los 

incrementos salariales mínimos y en la cuales siempre es un punto importante para su fijación 

el principio fundamental de la remuneración mínima vital y móvil. Así mismo se discutirá lo 

dicho por algunos doctrinantes y, por supuesto, se hará un estudio de la Constitución Política 

Colombiana en los artículos que hacen referencia al principio fundamental de la remuneración 

mínima vital y móvil. 

 

Esta investigación es también de tipo descriptivo porque busca especificar las 

propiedades y características del principio fundamental de la remuneración mínima vital y 



 

móvil que plantea el artículo 53 de la Constitución Política de Colombia, así como su 

aplicación al proceso que se realiza cada año en Colombia para incrementar el SMLMV. 

 

El presente trabajo tiene un enfoque cualitativo con una metodología hermenéutica 

jurídica, porque lo que se busca es la interpretación de la constitución, la ley, la jurisprudencia 

y la doctrina, con el fin de entender a fondo la aplicación que se le da al principio 

constitucional de la remuneración mínima vital y móvil en el incremento al SMLMV en 

Colombia. 

 

 

Población y muestra 

 

 El principio constitucional plasmado en el artículo 53 de la constitución política que se 

refiere a que todas las personas deben tener una remuneración mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, que debe ser suficiente para garantizar al 

trabajador y a su familia una existencia digna (T- 157 de 214), es decir, que todos los 

trabajadores deben tener un salario que les permita asegurar una vida en condiciones dignas y 

no se queda este concepto en suplir las necesidades básicas de los trabajadores y sus familias. 

 

El análisis que a continuación se realizara identificara el concepto y alcance que por vía 

de jurisprudencia ha desarrollado la corte constitucional sobre la remuneración mínima vital y 

móvil y así conocer la línea jurisprudencial de precedentes sobre el tema, para este fin se 

seguirá el esquema planteado por el profesor Diego Eduardo López Medina en su libro el 

derecho de los jueces ¨frente a este vació, sin embargo existen algunos pequeños atajos de 

investigación que han probado ser útiles y que, a falta de un mejor método casi siempre 

permiten reducir la complejidad del material a analizar mediante la identificación de las 

sentencias hito en cada línea¨ (P168). Esta metodología comprende tres pasos 

 

El primer paso se denomina punto arquimédico de apoyo esto es simplemente una 

sentencia cuyo propósito fundamental es el de ayudar en la investigación a identificar la 

sentencia hito de la línea, esta sentencia se caracteriza por ser (1) lo más reciente posible y (2) 



 

sus hechos relevantes tengan el mismo patrón factico o al menos el más cercano posible con 

relación al caso sometido a investigación, en este primer paso de la investigación ubicamos la 

sentencia T  - 147 de 2016 y la sentencia T- 157 de 2014 estas sentencia se encuentra en el 

mismo escenario constitucional planteado en el caso bajo estudio, es decir, ¨la conexión que 

existe entre el mínimo vital y móvil y el salario mínimo legal, toda vez que se refieren al 

alcance y concepto del mínimo vital y móvil de los trabajadores y se logra identificar la 

diferencia entre salario mínimo legal y remuneración mínima vital y móvil. 

 

En un segundo paso de esta metodología esta la denominada ingeniería de reversa, la 

cual consiste en el estudio de la estructura de citas del punto arquimédico con esto lo que se 

busca es identificar la sentencia hito que es aquella que se encuentra frecuentemente en el 

repertorio de las sentencias de la corte, en este paso además se logra hallar el valor 

precedencial y se forma el nicho citacional, acá ubicaremos las sentencias T – 426 de 1992 

esta sentencia creo el derecho fundamental del mínimo vital como un derecho innominado a la 

subsistencia y la sentencia SU – 995 de 1999 también sentencia hito siguió el planteamiento 

de la T – 426 de 1992 pero ya colocando el derecho al mínimo vital como derecho 

fundamental que se desprende directamente de la dignidad humana línea que se ha mantenido 

hasta la fecha. 

 

El tercer paso de esta metodología consiste en el nicho citacional en el cual ubicamos las 

sentencias en el cual ubicamos las sentencias T – 533 de 1992; T- 005 de 1995; T -521 de 

1995; C - 521 de 1995; SU -111 de 1997; T – 011 de 1998; T- 384 de 1998; T – 1002 de 1999, 

estas sentencias siguen la línea jurisprudencial de la sentencia T - 426 de 1992. 

La sentencia SU -995 de 1999 es seguida por las sentencias T – 148 de 2002; T – 391 de 

2004; T – 249 de 2005; T – 157 de 2014; T – 557 de 2015; T – 020 de 2016; T – 147 de 2016.   

 

 

 

 

 

 



 

Análisis de información 

 

Guía de análisis jurisprudencial 

 

Juez Constitucional Sentencia T-426 – 92 

M.P. 
Dr. EDUARDO 

CIFUENTES MUÑOZ 
Caso 

Hernando De Jesús Blanco contra el director de la caja nacional de 
previsión social. 

Problema jurídico 

¿Debe el Estado prestar protección y asistencia cuando por las 
condiciones económicas de la familia y los escasos recursos, asumir esta 
obligación atente contra la integridad básica familiar, poniendo en riesgo 
la institución de la familia? 

Sujeto de especial 

Protección 

     

NO 
Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión  X 

Hechos relevantes en 

el caso 

El accionante mediante una 

acción de tutela interpuesta el 17 

de diciembre de 1991 contra la 

dirección de la caja nacional de 

previsión social, aduciendo una 

violación de su derecho a la 

subsistencia, solicitando el pago 

de las mesadas pensionales que 

le correspondían como conyugué 

sobreviviente, sin que haya 

obtenido respuesta. 

El juez de tutela considero que 

no había violación al derecho de 

subsistencia por considerar que 

al accionante no se le negó la 

asistencia médica, sino que este 

se negó por falta de recursos, 

tampoco le concedió la 

vulneración al artículo 46 de la 

constitución porque una hija se 

encargaba de brindar la 

asistencia y protección al 

accionante. No hubo 

impugnación. 

Pruebas  

 
 

 

 

 
 

 

 
documentos que 

obran en el 

expediente 

Pretensión 

 

 
 

Decisión 

PRIMERO.-

 CONFIRMAR la 

sentencia de tutela del 

18 de febrero de 1992 

proferida por el 

JUZGADO 

PRIMERO CIVIL 

Ordenes 

explícitas 

     

 
 

 

        

 
 

 



 

MUNICIPAL de 

Santafé de Bogotá. 

  

SEGUNDO.-

 MODIFICAR la 

mencionada 

providencia en el 

sentido de 

CONCEDER la tutela 

por la violación del 

derecho fundamental a 

la seguridad social, en 

particular, el derecho 

al pago oportuno y al 

reajuste periódico de 

la pensión legal 

reconocida al 

señor HERNANDO 

DE JESUS BLANCO 

ANGARITA. 

  

TERCERO.-

 ADICIONAR el fallo 

de tutela revisado en 

el sentido 

de CONDENAR en 

abstracto a la Nación, 

Caja Nacional de 

Previsión Social, 

(establecimiento 

público del orden 

nacional adscrito al 

Ministerio de Trabajo 

y Seguridad Social), al 

pago de la 

indemnización 

correspondiente en 

favor del 

señor HERNANDO 

DE JESUS BLANCO 

ANGARITA, la cual 

deberá liquidarse de 

conformidad con lo 

 

 
 

 

 

 
NINGUNA 



 

establecido en el 

artículo 25 del 

Decreto 2591 de 1991 

y según lo dispuesto 

en los numerales 35 y 

36 de los fundamentos 

jurídicos. 

  

CUARTO.- 

ADICIONAR el fallo 

de tutela revisado en 

el sentido 

de ADVERTIR a los 

servidores públicos de 

la Caja Nacional de 

Previsión Social - 

Subdirección de 

Prestaciones 

Económicas - Sección 

Pensiones del 

Magisterio para que 

no vuelvan a incurrir 

en la violación de los 

derechos 

fundamentales aquí 

protegidos. 

  

QUINTO.- 

NOTIFICAR al 

Director General de la 

Caja Nacional de 

Previsión Social la 

presente decisión, así 

como al Juzgado 

Primero Civil 

Municipal de Santafé 

de Bogotá para los 

efectos del artículo 36 

del Decreto 2591 de 

1991. 

 



 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 
 

N/A 

 

N/A 
 

N/A 

 

 

 

 

 

 

 

Normatividad 

aplicable 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 

Artículo 29, 53 y 86 de la 

Constitución Política 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

Ratio decidendi 

En el caso sub-examine la omisión del Estado en 

resolver prontamente la solicitud del petente, a 

pesar de sus repetidos y frustrados intentos de 

obtener una respuesta, fue de tal magnitud que 

puso fuera de las posibilidades del interesado el 

ejercicio de su derecho, afectando con ello 

también el interés jurídicamente protegido que 

perseguía le fuera reconocido, consistente en su 

derecho fundamental a la seguridad social. Las 

razones expuestas por la entidad oficial como las 

deficiencias de personal, volumen de 

expedientes, orden de las solicitudes, 

reestructuración de los sistemas de trabajo, entre 

otros, no representan un interés público general 

que pudiera esgrimirse para justificar la 

desatención del deber de respuesta oportuna. Ni 

las máximas "prius in tempus prius in ius" o 

"error comunis facit ius" pueden justificar el 

condicionamiento para resolver una solicitud a la 

resolución de peticiones presentadas por otras 

personas con anterioridad e igualmente todavía 

no resueltas.  

En consecuencia, debe concluirse que el núcleo 

esencial del derecho de petición ha sido afectado 

inconstitucionalmente por parte de la 

administración al no haber resuelto en forma 

oportuna la solicitud de sustitución pensional 

presentada por el accionante. 

 

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN  

 

La sentencia en análisis si bien es cierto centra su decisión en la vulneración del núcleo esencial 

del derecho fundamental de petición, también realiza el primer análisis sobre el mínimo vital y 

móvil de que habla el artículo 53 de la constitución política., como derecho a la subsistencia 

admitiendo que si bien no está consagrado en la constitución como tal puede deducirse de los 

derechos a la vida, a la salud, al trabajo y la seguridad social. Este análisis de la corte fue posible 

ya que el juez de primera instancia circunscribió el derecho a la subsistencia a la necesidad del 



 

 

 

 

tutelante de una intervención quirúrgica la cual no le fue negada por parte de la caja de previsión 

social, lo cual va en contra de lo que es el estado social de derecho el cual en palabras de la corte 

constitucional debe ¨esforzarse en la construcción de las condiciones indispensables para 

asegurar a todos los habitantes del país una vida digna dentro de las posibilidades económicas 

que estén a su alcance ¨ el fin es el de poder actuar efectivamente en mantener y mejorar el nivel 

de vida de las personas, lo que incluye alimentación la vivienda , la seguridad social y los escasos 

medios dinerarios para desenvolverse en la sociedad, con lo que se configura el mínimo vital y 

móvil, que lo que busca no solo es neutralizar las situaciones violatorias de la dignidad humana o 

la de exigir asistencia y protección a los más débiles, sino, sobre todo, garantizar la igualdad de 

oportunidades y la nivelación social en una sociedad históricamente injusta y desigual.  

 

Esta sentencia es hito en la jurisprudencia de la corte constitucional que sobre el tema de la 

remuneración mínima vital y móvil se ha tocado, en ella se comienza a describir todo lo que debe 

abarcar en un estado social de derecho el mínimo vital y móvil, en esta sentencia el concepto de 

mínimo vital y móvil está ligado a la demora en la asignación de una pensión sustitutiva a un 

conyugue sobreviviente, y a las condiciones precarias por la que tienen que pasar algunos 

ancianos, no se habla del valor de la pensión solo de la necesidad de obtener lo medios para 

subsistir.     

Juez Constitucional Sentencia T-533 - 92 

M.P. 
Dr. EDUARDO 

CIFUENTES MUÑOZ 
Caso Ricardo Rivera contra el Estado Colombiano 

Problema jurídico 

¿Debe el estado asumir los costos necesarios para garantizar la dignidad 
humana de una persona, si esta demuestra fehacientemente su condición 
de debilidad manifiesta y la imposibilidad material de su familia para 
darle asistencia, en particular cuando la completa ausencia de apoyo lo 
priva de su derecho al mínimo vital? 

Sujeto de especial 

Protección 
     
SI 

Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia 
Revisión 

X 

Hechos relevantes 

en el caso 

El señor Ricardo Rivera interpone 

una acción de tutela, invocando el 

artículo 46 de la constitución 

política, fue el juzgado 36 de 

instrucción criminal de Ibagué 

quien conoció la tutela, en 

diligencia posterior se pudo 

constatar que el actor era de la 

tercera edad que se encontraba 

separado de su familia y como 

consecuencia de un problema 

ocular no puede trabajar. Pidió 

ayuda económica a sus hijos pero 

ellos no se la pudieron brindar. 

Pruebas  

 

 

 
 

 

 

 
 

documentos que 

obran en el 
expediente 



 

En consecuencia solicito al juez 

de tutela que le ordenara al Estado 

Colombiano suministrarle ayuda 

económica para su operación. 

Sin embargo el juez de instancia 

considero la tutela improcedente 

considerando que la vía adecuada 

era la acción penal de inasistencia 

alimentaria. 

Pretensión 

 

 
 

Decisión 

PRIMERO.- 

REVOCAR la sentencia 

del 5 de mayo de 1992, 

proferida por el Juzgado 

36 de Instrucción 

Criminal de Ibagué, que 

denegó la tutela 

solicitada por el señor 

RICARDO RIVERA. 

 

SEGUNDO.- 

ORDENAR al Juez 36 

de Instrucción Criminal 

de Ibagué, que, de 

conformidad con lo 

dispuesto en el 

fundamento jurídico 

número 7 de esta 

sentencia, determine si 

RICARDO RIVERA 

tiene el carácter de 

indigente absoluto y 

resulta procedente en su 

caso que reciba por 

parte de la autoridad 

pública respectiva la 

protección especial 

contemplada en el 

inciso 3o. del artículo 

13 de la Constitución 

Política.  

 

TERCERO.- LIBRESE 

comunicación al 

Juzgado 36 de 

Instrucción Criminal de 

Ibagué, con miras a que 

Ordenes 

explícitas 

     

 
 

 

       
NING

UNA 



 

se surta la notificación 

de esta providencia, 

según lo establecido en 

el artículo 36 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 

 

N/A 
 

N/A 

 
N/A 

Normatividad 

aplicable 

artículo 29, 53 y 86 de la 

Constitución Política 
 

Ratio decidendi 

Los antecedentes permiten deducir que el 

señor RICARDO RIVERA es una persona 

de la tercera edad (63 años), que carece de 

medios económicos, cuya familia se 

encuentra materialmente disuelta y sus 

miembros (esposa e hijos) son de difícil 

localización. Afirma el petente en su 

solicitud que la posibilidad de trabajar se 

supedita a una operación en los ojos para 

recuperar la visión, por lo que solicita al 

Estado suministrarle ayuda económica para 

su realización.  

 

La vigencia de los derechos fundamentales 

de una persona, en este contexto el derecho a 

la salud en conexidad con el derecho 

fundamental al trabajo, no puede quedar al 

albur de las acciones penales o civiles en 

contra de las personas legalmente obligadas 

a prestar su asistencia en estos casos.  El 

juez debe proceder a verificar la existencia 

de los supuestos de hecho que generan a 

favor del indigente un derecho público 

subjetivo a una determinada prestación 

estatal (CP arts. 1, 2, 13 y 46).  

 

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN     

 

La pobreza exige una intervención estatal directa e inmediata cuyo fundamento no es otro que 

la naturaleza social del estado y la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la constitución, esto se rescata de uno de los apartes de la sentencia en análisis, y nos indica 



 

 

 

 

 

que ya desde el año 1992 la corte interpretaba que en un estado social de derecho la obligación 

del estado era combatir la pobreza. 

 

El estado social de derecho en sentido estricto no actúa obedeciendo los dictados de la 

beneficencia y de la caridad sino como respuesta a los más elementales derechos de los 

ciudadanos. Un estado como agente de justicia social. La constitución política de 1991 cuando 

por medio del constituyente instauro en Colombia un estado social de derecho elimino la figura 

de la asistencia pública como una obra de caridad y lo reemplazo por el derecho irrenunciable 

de la seguridad social.  

 

Con todo lo anterior damos cuenta del interés que al interpretar la corte constitucional la 

constitución tenia de hacer prevalecer el principio constitucional del mínimo vital y móvil; la 

sentencia analizada nos muestra como la familia como institución básica de la sociedad el 

estado en su forma de social y la sociedad civil en particular, bajo el principio de la solidaridad, 

deben unirse para sacar adelante aquellas personas que por su condición de debilidad manifiesta 

no puede valerse por sí mismos y obtener su mínimo vital para tener una vida digna. No habla 

la sentencia cuanto debe ser el ingreso mínimo vital que sea acorde con la dignidad humana, 

pero dice que le mínimo vital debe cubrir los derechos de la salud la seguridad social integral y 

la protección y asistencia a la tercera edad. 

Juez Constitucional Sentencia T-005 - 95  

M.P. 
Dr. EDUARDO 

CIFUENTES MUÑOZ 
Caso 

María Delia Villalba de Abello contra la sociedad Cafetería 

Almendra Tropical Limitada  

Problema jurídico 

¿Puede el juez de tutela, como mecanismo transitorio para evitar un 

perjuicio irremediable y mientras se pronuncia la jurisdicción competente, 

ordenar a una empresa privada el pago de un derecho pensional 

reconocido, cuando la empresa desconoce dicha carga por considerar que 

es el Estado quien debe soportarla, no obstante que ella, la asumió durante 

cierto tiempo hasta que unilateralmente consideró que legalmente no 

estaba obligada a soportarla? 

Sujeto de especial 

Protección 
SI      Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión   X 

Hechos relevantes 

en el caso 

La peticionaria tiene 84 años de 

edad y goza de un derecho de 

sustitución pensional de su 

marido. 

El señor era pensionado directo 

de la sociedad comercial 

Cafetería Almendra Tropical 

Limitada, esta empresa prestó a la 

accionante asistencia médica 

Pruebas  

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 



 

durante 10 años, hasta marzo de 

1993. 

La señora sufre de un tumor en la 

cabeza y necesita atención médica 

razón por la cual interpone acción 

de tutela. 

El empleador considera que es el 

ISS quien debe brindar atención 

médica a la demandante ya que su 

esposo cotizaba a dicha entidad. 

La sala laboral del tribunal 

superior del distrito judicial de 

barranquilla denegó la acción 

instaurada, considerando que es 

en la jurisdicción laboral donde la 

actora debe hacer valer los 

derechos que reclama. 

La impugnación la demandante al 

baso en que la empresa no le 

consta que a ella la atienda el ISS, 

que el hecho de que la empresa no 

preste el servicio de asistencia 

médica a sus trabajadores activos 

no es excusa para no prestárselo a 

los pensionados, y que en la 

jurisdicción laboral no obtendría 

una respuesta inmediata ni eficaz. 

En al impugnación la corte 

suprema de justicia confirma la 

decisión del tribunal. 

En la intervención del defensor 

del pueblo se reconoce que el 

derecho tutelado por la accionante 

debía ser concedido  

 

 
 

 

 

 
 

documentos que obran en 

el expediente 

Pretensión 

 

 

Ordenara el pago del 

servicio médico, 

bien sea por el 

empleador o bien sea 

por el ISS 
Decisión 

PRIMERO.-  

Revocar la 

sentencia de la 

Corte Suprema de 

Justicia del 6 de 

Julio de 1994, por 

las razones 

expuestas en la 

presente 

providencia y, en 

consecuencia, 

tutelar el derecho al 

Ordenes 

explícitas 

     

 

 
 

       

NING

UNA 



 

mínimo vital de la 

peticionaria y 

ordenar que el 

empleador continúe 

efectuando el pago 

del servicio médico 

general hasta tanto 

el juez competente 

resuelva el 

problema laboral de 

fondo.  

 

SEGUNDO.- 

Enviar copia de la 

Sentencia a la 

Corte Suprema de 

Justicia para lo de 

su competencia. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 
 

N/A 

 
N/A 

 

N/A 

Normatividad 

aplicable 

artículo 29, 53 y 86 de la 

Constitución Política 

 

Ratio decidendi 

En este orden de ideas, las vicisitudes 

que surjan de la aplicación de las 

normas que regulan las relaciones entre 

el seguro social y la empresa, para 

efectos de la determinación de la 

obligación concreta del pago del 

servicio médico, quedan supeditadas a 

la prestación efectiva. Dicho en otras 

palabras, el interés legal relativo a la 

delimitación de las cargas entre el 

empleador y el seguro social, debe ceder 

frente al interés constitucional que 

consiste en la protección del derecho 

fundamental a la seguridad social de 

una persona que demanda este servicio 

en los términos de un mínimo vital.      

 

3. En el caso sub judice, la empresa 



 

venía pagando los gastos médicos a su 

peticionaria, por lo menos durante los 

dos últimos años. El hecho de que esta 

persona estuviese recibiendo de manera 

regular y permanente el pago del 

servicio médico - sobre el cual tiene un 

derecho fundamental - crea a su turno 

una certeza sobre la efectividad de su 

pretensión, que no puede ser 

desvirtuada por el acaecimiento de 

contingencias relacionadas con la 

determinación de la entidad que en 

últimas tiene la obligación de pagar. 

La empresa debe continuar pagando el 

monto de los servicios médicos como 

una consecuencia de los deberes 

sociales que la constitución le exige 

frente a sus trabajadores. No en vano la 

Carta le impone a la empresa - célula 

económica que reúne al capital y al 

trabajo -, una precisa e importante 

función social que cumplir (CP art. 58). 

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

La corte siguiendo el precedente judicial de la sentencia T- 426 de 1992, en la cual la 

corporación expreso: "El derecho a la seguridad social no está consagrado expresamente en 

la Constitución como un derecho fundamental. Sin embargo, este derecho establecido de 

forma genérica en el artículo 48 de la Constitución, y de manera específica respecto de las 

personas de la tercera edad (CP art. 46 inc. 2), adquiere el carácter de fundamental cuando, 

según las circunstancias del caso, su no reconocimiento tiene la potencialidad de poner en 

peligro otros derechos y principios fundamentales como la vida (CP art. 11), la dignidad 

humana (CP art.1), la integridad física y moral (CP art. 12) o el libre desarrollo de la 

personalidad (CP art. 16) de las personas de la tercera edad (CP art. 46)".           

La corte resuelve en esta sentencia que el derecho a la seguridad social de la peticionaria es un 

derecho fundamental debido a las circunstancias de edad y salud que presenta, la suspensión del 

servicio médico de la señora podría traerle consecuencias negativas, la efectividad de su 

derecho al servicio médico se encuentra en conexión con el derecho al mínimo vital 

indispensable para la subsistencia en condiciones dignas. 

Del análisis de esta jurisprudencia se puede resaltar que al hablar de mínimo vital en este caso 

la corte constitucional no lo circunscribe a un valor pecuniario, sino que lo equipara con el 

derecho a la subsistencia en condiciones dignas, que para el caso concreto es la desafiliación a 

la asistencia médica. Para hablar de las condiciones de subsistencia cita el artículo 25 de la 

declaración universal de derechos humanos cuyo texto ilustra que ¨toda persona tiene derecho a 

un nivel de vida adecuado que le asegure a él y a su familia, la salud y el bienestar, y especial la 

alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios¨ 

(…) 



 

 

 

Juez Constitucional Sentencia 

       C 521 - 95  

 

 

 

M.P. 
Dr .ANTONIO 

BARRERA CARBONEL 
Caso 

JORGE LUIS PABÓN APICELLA DEMANDA DE 

INEXEQUIBILIDAD DE ALGUNOS APARTES DE LOS 

ARTÍCULOS 15 Y 19 DE LA LEY 50 DE 1990 

Problema jurídico 
¿va en contra del artículo 53 de la constitución nacional el aparte ¨de que no constituyen 

salario¨ prescrito en el artículo 15 y 16 de la ley 50 de 1990? 

Sujeto de especial 

Protección 
NO  Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión  

Hechos relevantes 

en el caso 

El demandante estima que los 

apartes ¨de que no constituyen 

salario¨ de los artículos 15 y 16 de 

la ley 50 de 1990 son violatorios 

del artículo 53 de la constitución. 

Para le no es admisible que se por 

la voluntad del patrono o de un 

acuerdo entre este y el empleador 

que se pueda llegar a regular que 

ciertos beneficios o auxilios no 

constituyen salario. 

El demandante acude a una 

sentencia de la corte suprema de 

justicia para apoyar sus 

afirmaciones; sentencia de la corte 

suprema de justicia 12 de febrero 

de 1993 ¨ni siquiera al legislador 

le está permitido contrariar la 

naturaleza de las cosas, y por lo 

mismo no podría disponer que un 

pago que retribuye la actividad del 

trabajador ya no sea salario¨  

El artículo 15 de la ley 50 de 1990 

dice ¨los pagos que son salario 

pueden no obstante excluirse de la 

base de cómputos para la 

liquidación de otros beneficios 

laborales¨  

En su postura se contraria el 

artículo 53 dela constitución. El 

hecho de quitar mediante un 

acuerdo la condición de salario 

sería tanto como desconocer el 

Pruebas  

 

 
 

 

 
 

 

 

documentos que 
obran en el 

expediente 



 

carácter de interés general 

constitucional, dándole primacía 

al interés de los empleadores en lo 

que se refiere a salario. 

Pretensión 

que se declare la 

inexequibilidad de los 

artículo 15 y 19 de la 

ley 50 de 1990 Decisión 

Declarar exequibles 

los apartes de los 

artículos 15 y 16 de 

la ley 50 de 1990.  
 

Ordenes 

explícitas 

     

 

 

 
       

NING

UNA 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 
 

 

N/A 

 
N/A 

 

N/A 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Normatividad 

aplicable 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

 
artículo 53 de la Constitución 

Política 

 
 

 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

Ratio decidendi 

La corte considera que los artículos 

demandados no vulneran el principio de la 

remuneración mínima vital y móvil, toda vez, 

que si bien es cierto que nadie, ni siquiera el 
legislador le es permitido contrariar la 

naturaleza de las cosas y por lo mismo no 

podría disponer que un pago que retribuye a la 
actividad del trabajador ya no sea salario.  

Sin embargo lo que si se permite es negociar 

todos esos factores que no obstante su 
naturaleza salarial, para que no incidan en la 

liquidación o pago de otras prestaciones o 

indemnizaciones. 

En palabras de la corte ¨igualmente, dicha 

competencia se extiende a la 

determinación expresa, respetando los 

referidos criterios y principios, o 

deferida a la voluntad de las partes, de 

los pagos o remuneraciones que no 

constituyen salario para los efectos de la 

liquidación de prestaciones sociales. 

Esto último es particularmente 

admisible, dado que la existencia del 

contrato y de los acuerdos y convenios 

de trabajo como reguladores de las 

relaciones de trabajo es reconocida por 

la propia Constitución (art. 53), en 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

cuanto no menoscaben la libertad, la 

dignidad humana ni los derechos de los 

trabajadores.  

La regulación de las relaciones de trabajo 

por los aludidos instrumentos, supone el 

reconocimiento constitucional de un amplio 

espacio para que se acuerden entre los 

trabajadores y los empleadores  las 

condiciones de la prestación del servicio, en 

forma libre y espontánea, obedeciendo al 

principio de la autonomía de la voluntad, el 

cual tienen plena operancia en las 

relaciones laborales y resulta compatible 

con las normas constitucionales que regulan 

el trabajo, en cuanto su aplicación no 

implique la vulneración de los derechos 

esenciales o mínimos de los trabajadores, 

regulados por éstas y la ley.¨ 
 

 

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

 

La corte decide la exequibilidad en la demanda de los apartes contenidos en los artículos 15 y 

16 de la ley 50 de 1990, ¨que no constituyan salario¨,  entendiendo que lo que significa no es 

una exclusión de factores salariales a la hora de liquidar prestaciones o indemnizaciones, lo cual 

sería un claro detrimento en el patrimonio del trabajador, sino que autoriza a las partes que en 

virtud del contrato sinalagmático celebrado entre empleador y empleado puedan estos 

prescindir de ciertos beneficios o auxilios para no constituirlos como salario, esto con el fin de 

entregar, se podría decir unos beneficios al trabajador mientras este sea un activo de la empresa 

sin que a futuro se perjudique al empleador. 

Ahora, lo anterior nace de lo estipulado en la ponencia del primer debate ante el senado de la 

ley 50 de 1990 en la cual a manera textual dijo ¨para fortalecer el convenio colectivo es 

importante otorgar una mayor libertad de estipulación. En muchas ocasiones la empresa quiere 

conceder ciertos beneficios socialmente válidos y útiles para el trabajador, pero se abstiene de 

hacerlo en razón de unos costos inciertos, ocultos y sorpresivos, que nadie ha previsto, pero que 

se producen por virtud de las interpretaciones extensivas que se hacen en torno a la norma¨ 

En conclusión la corte constitucional ve la exequibilidad de la norma teniendo en cuenta no los 

beneficios del trabajador en cuanto a ganancia salariales, (claro está sin menoscabar las 

garantías mínimas retributivas) sino las pérdidas que se le puedan presentar al empleador, tal y 

como lo estipularon en la ponencia del proyecto de ley de la citada norma. 



 

Juez Constitucional Sentencia SU 111- 97 

M.P. 
EDUARDO CIFUENTES 

MUÑOZ  
Caso 

Celmira Waldo Valoyes contra la Caja Nacional de Previsión 
Social-Seccional Chocó 

Problema jurídico 

Se trata de establecer si la Caja Nacional de Previsión -Seccional Chocó-, 

al expedir el acto administrativo por medio del cual suspendió los 

servicios médicos a la actora, incumplió la orden dictada en la sentencia 

del Tribunal Contencioso Administrativo del Chocó, en 1992, y 

adicionalmente desconoció los derechos a la salud y a la vida de la actora, 

una mujer de 64 años de edad y enferma de artritis degenerativa. 

Sujeto de especial 

Protección 
SI      Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 

 

 

 

 

Hechos relevantes 

en el caso 

1. La demandante, de 64 años de 

edad y quien sufre de artritis 

reumatoidea, considera que el 

acto administrativo expedido por 

la Seccional Chocó de la Caja 

Nacional de Previsión - por medio 

del cual se le suspendieron los 

servicios médicos asistenciales 

que se le venían prestando - 

constituye un incumplimiento de 

la sentencia dictada en 1992 por 

el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Chocó, en la 

cual se ordenó a la Caja "el 

reconocimiento y pago de las 

prestaciones económicas y 

asistenciales de la señora Celmira 

Waldo de Valoyes". Expone que 

con el referido fallo se obligó a la 

Caja a prestarle asistencia médica 

"sin limitación alguna y por todo 

el tiempo que fuere necesario", tal 

como ella lo había solicitado en el 

escrito de demanda. Manifiesta, 

además, que con el referido acto 

administrativo se vulneró sus 

derechos a la salud y a la vida.  

 

2. En su fallo de tutela de primera 

instancia, el Tribunal Contencioso 

Administrativo del Chocó estimó 

que la Caja desconoció el 

mandato proferido por el mismo 

Tribunal en el año de 1992. 

Igualmente, consideró que con la 

 

 

 

Pruebas  

 

 

 

 
 

 

Documentos que 
obran en el 

expediente 



 

suspensión de la asistencia 

médica a la actora la Caja 

Nacional de Previsión -Seccional 

Chocó- vulneró su derecho a la 

vida, en razón del carácter 

degenerativo de la enfermedad 

que padece. Agrega que las 

prestaciones asistenciales son de 

obligatorio cumplimiento y deben 

prestarse sin limitación alguna y 

por el tiempo que fuere necesario. 

 

3. La Caja Nacional de Previsión 

-Seccional Chocó- impugnó la 

decisión del Tribunal. Afirma que 

la Caja sí cumplió con la orden 

proferida en la sentencia del 

Tribunal Contencioso 

Administrativo del Chocó, en 

1992, como se evidencia en el 

hecho de que, hasta octubre de 

1994, la entidad le brindó 

asistencia médica a la señora 

Waldo de Valoyes. Añade que, de 

acuerdo con la legislación vigente 

en el momento de la 

desvinculación laboral de la 

actora, la asistencia exigida por 

ella debía brindarse solamente por 

algunos meses. La entidad no está 

obligada a continuar con la 

prestación de este servicio, en 

razón de que la actora ni está 

afiliada a la Caja, ni es empleada 

al servicio del Estado, ni fue 

pensionada por invalidez. 

Igualmente, enfatiza que desde 

marzo de 1996 la Caja es una 

entidad promotora de salud, 

calidad jurídica que implica que 

ella no pueda asumir las labores 

de una institución de asistencia 

pública y que sus servicios 

solamente puedan ser brindados a 

las personas que se encuentren 

afiliadas dentro del régimen 



 

contributivo.   

 

4. El Consejo de Estado revocó el 

fallo impugnado a partir de la 

consideración de que la actora 

podía haber utilizado otros 

mecanismos de defensa judicial 

contra el acto administrativo 

expedido por la Caja Nacional de 

Previsión -Seccional Chocó. 

Asimismo, funda su decisión en 

la aseveración de que para que 

una persona pueda exigir la 

prestación de servicios médicos 

de parte de una empresa 

promotora de salud debe estar 

afiliada a ella.  

 

5. El Defensor del Pueblo estima 

que los otros medios de defensa 

judicial a los que alude el Consejo 

de Estado no serían efectivos para 

el caso de la actora, en vista de la 

gravedad de su enfermedad. 

Considera que solamente a través 

de la acción de tutela es posible 

lograr una protección inmediata 

de los derechos fundamentales de 

la demandante.  

 

Pretensión 

Pretende que la Caja 

Nacional de 

Previsión, pese a no 

ser beneficiaria en la 

actualidad, le siga 

prestando el servicio 

de atención a la 

salud que le venía 

dispensando. 
Decisión 

Primero: CONFIRMAR,  

por las razones expuestas 

en esta providencia, el 

fallo proferido por la 

Sección Primera de la 

Sala de lo Contencioso 

Administrativo del 

Consejo de Estado, el día 

nueve de agosto de 1996, 

y, en consecuencia, 

denegar por 

improcedente la tutela 

solicitada por la 

ciudadana Celmira 

Waldo de Valoyes. 

 

Ordenes 

explícitas 

     

 

 
 

       

NING

UNA 



 

Segundo: Líbrense por 

Secretaría las 

comunicaciones a que se 

refiere el artículo 36 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 

 

N/A 
 

N/A 

 
N/A 

Normatividad 

aplicable 
 

Ratio decidendi 

La actora dentro del presente proceso acudió a 

la acción de tutela en procura de que se 

protegieran sus derechos a la salud y a la vida 

y de que, en consecuencia, se declarara la 

nulidad del acto administrativo de la Caja 

Nacional de Previsión -Seccional Chocó- por 

medio del cual se decidió suspender la 

atención médica que se le venía prestando. La 

demandante no obstante haber dejado de 

incoar la acción de nulidad y restablecimiento 

del derecho ante la jurisdicción contencioso 

administrativa, pretende hacer valer su 

pretensión a través de la tutela. Sin embargo, 

como ya se señaló, la acción de tutela tiene un 

carácter subsidiario y no fue instaurada para 

remediar los errores en que incurren los 

ciudadanos en lo relacionado con la defensa 

de sus derechos. Si se llegara a admitir la 

posición contraria, pasaría la tutela a sustituir 

todos los demás medios judiciales y la 

jurisdicción constitucional entraría a asumir 

responsabilidades que no le corresponden, 

todo ello en detrimento de los demás órganos 

judiciales.  

 

Por otro lado, tampoco puede la Corte 

proceder a ordenar una prestación 

determinada a favor de la demandante. La 

Caja Nacional de Previsión -Seccional Chocó- 

decidió suspender definitivamente la 

asistencia médica que le prestaba a la actora, 



 

 

bajo la consideración de que ella no tenía 

derecho a recibirla. La señora Waldo no 

interpuso los recursos judiciales que le 

correspondían y ello significa que, por lo 

menos por esta razón, ha quedado al margen 

de los servicios de la Caja. Dado que la actora 

no se ajusta a los requisitos exigidos para 

poder obtener los servicios médico-

asistenciales a que aspira, mal puede la Corte 

disponer que le sean prestados, pasando por 

encima de lo dispuesto por la ley y los 

reglamentos, puesto que, como ya se señaló, 

es a la ley y a la administración a las que 

corresponde decidir sobre la asignación de 

recursos para la prestación de servicios 

asistenciales y sobre los mecanismos para 

poder acceder a ellos. La Corte, de otro lado, 

no ordena, al margen de la ley, prestación 

alguna a favor de la actora puesto que no se 

ha demostrado una afectación del derecho al 

mínimo vital. Lo anterior, desde luego, no es 

óbice para que la demandante sea vinculada al 

sistema general de seguridad social en salud - 

régimen subsidiado, si se dan las condiciones 

establecidas en la ley y en el procedimiento 

respectivo.  

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

 

La sentencia nos ilustra acerca de la subsidiariedad de la acción de tutela, es decir, que si existe otro 

medio de densa judicial para defender el derecho de hacerse uso de él, que en el caso de la accionante 

era la acción de nulidad y restablecimiento del derecho del cual la actora no hizo uso. 

Ahora, nos indica la sentencia también que la acción de tutela no fue diseñada para que las personas la 
usaran para hacer valer derechos que debían hacerse por otros procedimientos judiciales y que dejaron 

pasar, como es el caso de la demandante de la tutela que se analiza, quien en su oportunidad debió hacer 

uso de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. 
La salud es un derecho prestacional y no es en principio exigible por vía de tutela a menos que este en 

conexión con un derecho fundamental como la vida, o el mínimo vital, lo que para el caso concreto la 

actora no logra establecer, sin embargo, el hecho de no poder exigir a Cajanal entidad promotora del 
régimen de salud contributivo, la atención en salud que necesita, esto, no la deja sin atención medica ya 

que debe ser vinculada al régimen subsidiado. 

Entonces, decimos que la dignidad humana y el derecho fundamental de la vida irradian los otros 

derechos fundamentales y los derechos constitucionales como lo son los económicos sociales y 
culturales que en suma son lo que conforman el principio fundamental del mínimo vital y móvil, pero 

que la constitución ha dejado en manos del legislador para que este desarrolle políticas y garantice el 

goce de estos a todos los individuos en la sociedad.  



 

 

Juez Constitucional Sentencia T-011-98 

M.P. 
Dr. JOSÉ GREGORIO 

HÉRNADEZ GALINDO 
Caso 

 

Pedro Caballero contra la Gobernación de Santander 

Problema jurídico 

Se pregunta la Corte si es procedente la acción de tutela fundamentada en la 

conculcación del mínimo vital, para el cobro de acreencias laborales 

cuando se está frente al silencio administrativo negativo, o si `por el 

contrario este último constituye un medio de defensa judicial de protección. 

Sujeto de especial 

Protección 

     

NO 
Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 

 

 

 

 

 

 

Hechos relevantes 

en el caso 

El actor señaló que, interpuso 

acción de tutela contra la 

gobernación de Santander para la 

cual laboraba como docente, 

porque no le fue dada respuesta a 

la petición que elevo ante ellos el 

día 8 de abril de 1994, para un 

cancelación de cesantías, las 

cuales serían destinadas para el 

pago de una deuda contraída con 

el banco central hipotecario para 

adquisición de vivienda, vivienda 

que por aquella época se 

encontraba amenazada con una 

iniciación de proceso ejecutivo 

por atraso en las cuotas de pago, 

un año después de presentada la 

solicitud, el día 12 de junio de 

1995, le contesto la 

administración que su liquidación 

era por un valor de $4.862.774,77 

pero que los pagos de la misma se 

harían en  estricto orden y fecha 

de presentación en la medida que 

existieran recursos presupuestales 

y de tesorería, producto de esto el 

accionante tuvo que solicitar 

préstamos con el fin de 

salvaguardar su vivienda, sin 

embargo el tribunal de 

Bucaramanga que fallo en 

primera instancia considero que 

no se le vulnero la igualdad, y que 

tampoco se demostró que el no 

pago de las cesantías ocasionara 

una alteración familiar, por otra 

 

 

 

 

 

Pruebas  

 

 
 

 

 
 

 

Documentos que 

obran en el 
expediente 



 

parte la corte suprema de justicia 

al resolver la impugnación 

considero que ante la no respuesta 

de la petición se configura el 

silencio administrativo negativo 

el cual según el C.C.A tiene otro 

medio de defensa judicial por lo 

cual es improcedente la acción de 

tutela. 

Pretensión 

 

 
 

Decisión 

REVOCAR los fallos 

de instancia, que 

negaron la protección 

constitucional.  

En su lugar 

CONCEDER el 

amparo invocado. En 

consecuencia 

ORDENASE al 

gobernador del 

departamento de 

Santander que, si ya no 

lo hubiere hecho, 

proceda, dentro de las 

48 horas siguientes a la 

notificación del 

presente fallo, al pago 

de las cesantías 

parciales reclamadas 

por el actor y a él ya 

reconocidas, junto con 

la indexación 

correspondiente. 

Si, por la imprevisión 

administrativa, no 

hubiere partida 

presupuestal 

disponible, las 48 

horas se conceden para 

que se inicien los 

trámites 

correspondientes con 

miras a efectuar la 

condiciones 

presupuestales que 

permitan el pago. 

DESE cumplimiento a 

Ordenes 

explícitas 

     

 
 

 

       
NINGU

NA 



 

lo previsto en el 

artículo 36 del decreto 

2591 de 1991. 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 
 

 

N/A 

 
N/A 

 

N/A 

Normatividad 

aplicable 

artículo 29, 53 y 86 de la 
Constitución Política 

 

Ratio decidendi 

El tribunal de Bucaramanga negó en su fallo 

de primera instancia el derecho a la igualdad 

del actor, pues faltaba en el expediente 

prueba acerca del orden de presentación de 

las peticiones de cesantías parciales, tampoco 

encontró demostrado que el no pago de las 

cesantías hubiera ocasionando una alteración 

familia. Se agregó que no existía conexión 

con el derecho a una vivienda digna, ni se 

encontraba afectado el mínimo vital, por su 

parte la corte suprema de justicia al resolver 

la impugnación presentada contra el fallo 

indicado, considero que después de haberse 

vencido el termino para responder a la 

solicitud por parte de la gobernación aun le 

quedaba la posibilidad de acudir a la 

jurisdicción contencioso administrativa. Es 

decir, según el tribunal de segundo grado, la 

acción de tutela era improcedente por cuanto 

el demandante tenía a su alcance otro medio 

de defensa judicial. 

La corte en la revisión de tutela considero 2 

aspectos, el primero es un análisis sobre el 

derecho de petición para aclarar que la tutela 

no era para encontrar la respuesta a su 

petición, es más el mismo ya había sido 

contestado, por eso no había razón para 

negar su tutela aduciendo que podía acudir al 

silencio administrativo negativo como 

mecanismo de defensa judicial, por eso el 

punto de controversia no está frente a la 

respuesta, sino lo relativo al pago, razón por 



 

la cual paso a considerar el segundo aspecto 

el mínimo vital como viabilidad 

extraordinaria de la acción de tutela en 

asuntos laborales, en primer lugar aclara la 

corte que la controversia en asuntos laborales 

como es el pago de prestaciones sociales, se 

debe resolver por un proceso ordinario y no 

por vía de tutela, pero en casos 

extraordinarios cuando el juez encuentre 

violados derechos fundamentales como el del 

mínimo vital del accionante y su familia y en 

el caso en cuestión la inoperancia y 

negligencia del ente llamado a cubrir el 

escaso monto de la prestación, repercutió sin 

duda en el mínimo vital de la unidad 

familiar, y los demás medios de defensa no 

resultan idóneos para proteger con eficacia 

los derechos invocados, ya que se podía 

provocar la pérdida de la vivienda familiar 

del solicitante. 

Sostiene la Corte el mínimo vital garantizado 

como derecho inalienable de todo trabajador, 

está constituido por los requerimientos 

básicos indispensables para asegurar la digna 

subsistencia de la persona y de su familia, no 

solamente en lo relativo a alimentación y 

vestuario sino en lo referente a salud, 

educación, vivienda, seguridad social y 

medio ambiente, en cuanto factores 

insustituibles para la preservación de una 

calidad de vida que, no obstante su modestia, 

corresponda a las exigencias más elementales 

del ser humano          

  

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

En el presente caso podría argumentarse que si bien el derecho de defensa idóneo para la 

controversias que surgen entre empleadores y trabajadores tales como son el pago de las 

prestaciones laborales se deben llevar por medio de los procedimientos laborales, pero cuando 

estas controversias afecten principios fundamentales, como son el principio de la remuneración 

mínima vital y móvil de que habla el artículo 53 de la constitución política y los medios de 

defensa ordinarios no sean ni suficientes ni  tampoco sean idóneos se puede acudir ante el juez de 

tutela para que este proteja y haga cumplir los derechos fundamentales conculcados, también se 

deja claro en esta sentencia que el mínimo vital y móvil, no solo debe suplir alimentación, sino 

que debe suplir vivienda digna, salud y seguridad social, recreación, vestuario , educación, con lo 

que una persona pueda suplir su vida digna. 



 

 

 

Juez Constitucional  Sentencia Su 995/ 99 

M.P. 
CARLOS GAVIRIA 

DÍAZ 
Caso 

IVAN ENRRIQUE BRITO RONCALLO Y OTROS CONTRA LA 

ALCALDIA MUNICIPAL  DE EL PLATO MAGDALENA 

Problema jurídico 

¿Saber si el incumplimiento del pago de las sumas correspondientes a 

salarios constituye una violación de derechos fundamentales que ameriten la 

intervención del juez de tutela? 

Sujeto de especial 

Protección 

     

NO 
Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 

Hechos relevantes 

en el caso 

Acciones de tutela interpuestas 

por docentes vinculados a la 

secretaria de educación del 

departamento, en las que exigen 

los pagos de los salarios 

adeudados, considerando que la 

falta de pago de los salarios viola 

el artículo 25 de la C.N, el 

derecho de los niños, los que se 

ven afectados en subsistencia y 

bienestar. 

El a-quo diferentes salas del 

tribunal contencioso 

administrativo del Magdalena, 

encuentra fundado el reclamo y 

ordena a municipio el pago de los 

salarios. 

Distinto en segunda instancia en 

donde las distintas salas de 

decisión del consejo de estado 

decidieron resolver las 

impugnaciones presentadas por el 

representante legal y revocar los 

fallos concedidos en primera 

instancia. 

Es importante tener presente los 

argumentos para revocar este 

fallo, primero consideraron que el 

derecho al trabajo es una garantía 

de rengo real y que debe ser 

reclamado por la jurisdicción 

laboral ordinaria y no por la vía 

de tutela, y consideraron que no 

había afectación a menores de 

edad, ni familiares que se vean 

Pruebas  

 



 

afectados por el no pago, toda vez 

que no obraba prueba de su 

existencia en el expediente. 

Pretensión 

 

 

Se espera que el juez 

de tutela ampare los 

derechos 

fundamentales 

quebrantados 

ordenando el pago 

de la totalidad de las 

sumas adeudada. 

Decisión 

 

Primero: REVOCAR 

el fallo de primera 

instancia proferido por 

el Juzgado Único 

Penal Municipal del 

Plato, dentro del 

proceso de tutela T-

218550, promovido 

por la señora Adileris 

María Navarro de 

Angel. 

  

Segundo: REVOCAR 

los fallos de segunda 

instancia proferidos 

por las diferentes salas 

de decisión del 

Consejo de Estado, 

dentro de los procesos 

de tutela radicadas 

bajo los siguientes 

números y 

correspondientes a los 

accionantes que se 

indican a 

continuación: 

  

T-229080   Iván 

Enrique Brito 

Roncallo 

T-233549   Alcira 

Ruenes Molina 

T-233551   Esmeralda 

Molina Tapia 

T-233586   Diana 

Mireya Fonseca 

Chamorro 

T-233681   Nalfer 

Arrieta Ramos 

Ordenes 

explícitas 

 



 

T-233709   Julio 

Miranda Vargas 

T-237721   Alida 

Eugenia Rada Soto 

  

Tercero: CONCEDER 

la tutela del derecho al 

trabajo en condiciones 

dignas y justas a la 

señora Adileris María 

Navarro de Ángel 

ordenando al Alcalde 

del Plato Magdalena 

proceder a realizar las 

operaciones 

presupuestales para 

garantizar el pago de 

los salarios debidos. 

Dichas gestiones no 

podrán exceder el 

término perentorio de 

tres meses. 

  

Cuarto: CONFIRMAR 

las decisiones de 

primera instancia, en 

las que se tuteló el 

derecho al trabajo en 

condiciones dignas y 

justas, dictadas por 

diferentes salas del 

Tribunal Contencioso 

Administrativo del 

Magdalena, dentro de 

los citados procesos, 

con las anotaciones 

expuestas en la parte 

motiva de esta 

sentencia. 

  

Quinto: PREVENIR a 

la autoridad 

demandada para que 



 

se apreste a cumplir lo 

señalado en este fallo, 

so pena de incurrir en 

desacato, y para que 

en lo sucesivo no 

repita la omisión que 

dio origen a la 

presente acción. 

  

Sexto: COMUNICAR 

esta providencia al 

Juzgado Promiscuo 

Municipal de 

Buenavista para los 

fines previstos en el 

artículo 36 del Decreto 

2591 de 1991. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

 

Normatividad 

aplicable 
 

 

Ratio decidendi 

 

el pago de la remuneración salarial es una 

garantía que no se agota con la simple 

enunciación de un deber surgido de la relación 

laboral, sino que es un derecho fundamental y 

es fundamental porque está  directamente 

relacionado con la satisfacción del derecho 

fundamental de la subsistencia, pero este 

derecho fundamental no se agota en la mera 

subsistencia biológica del individuo, pues debe 

permitir el ejercicio y la realización de valores 

y propósitos de vida individual, además su 

falta compromete el logro de las aspiraciones 

legítimas de su grupo familiar, ahora bien, 

bajo lo entendido sería ilógico según la corte 

limitar el acceso a la protección del salario por 

vía de tutela a la cuantía que define el 

legislador como salario mínimo, que como 



 

 

 

dijo la corte no es lo mismo que mínimo vital 

y móvil, entonces el acceso a la administración 

de justicia para poder por vía de tutela 

reclamar el cumplimiento en el pago de 

salarios, podrá hacerse cuando se vea afectada 

la remuneración mínima vital y móvil.    

 

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

 

Con la unificación de jurisprudencia que la sentencia en análisis realizo, se dejan en claro tres 

cosas, la primera que la acción de tutela en materia laboral no se puede utilizar para liquidar o 

reliquidar obligaciones que adeude un empleador a un empleado, la acción de tutela solo procede 

como mecanismo para evitar que el trabajador sufra una situación de crisis económica y 

psicológica, con lo cual se deja intacta la competencia de la jurisdicción laboral ordinaria, cuando 

no se trate de situaciones injustificadas, inminentes o graves; la segundo que aclara la sentencia es 

lo importante que es el salario para un trabajador, por esa razón aclara que las reclamaciones en las 

que un empleador acuda al juez de amparo, no se limitan al termino cuantitativo que el legislador 

denomino salario mínimo, dejando ver con esto que el salario mínimo legal vigente no es lo mismo 

que la remuneración mínima vital y móvil y que el juez al decidir sobre la viabilidad de una tutela 

sobre hechos como los que se discuten debe valorar si al trabajador se le viola el derecho a la 

subsistencia y al mínimo vital;    por último aclara que la falta de presupuesto del administración o 

de un particular como motivo para no pagar oportunamente los salarios no constituye razón 

suficiente para justificar el desconocimiento de derechos fundamentales como la vida en 

condiciones dignas y el bienestar del trabajador y su familia. 

Juez Constitucional  Sentencia T 249 – 05 

M.P. 
Clara Inés Vargas 

Hernández 
Caso Mariela Rojas contra el Hospital San Juan de Dios de Cali  

Problema jurídico ¿Procede la acción de tutela para el cobro de mesadas pensionales? 

Sujeto de especial 

Protección 
 Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 

 

 

 

 

 

 

Hechos relevantes 

en el caso 

La accionante es beneficiaria de 

una pensión de sobreviviente al 

reconocérsele la calidad de 

cónyuge del señor José Vicente 

Vieda Segura la cual le era 

cancelada por el hospital San Juan 

de Dios de Cali. 

 

La accionante sostiene que es una 

mujer que vive sola y su único 

sustento lo devenga de dicha 

pensión. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Pruebas  

 
 

 

 
 

 

 

 
 

Documentos que obran 

en el expediente 



 

La acción de tutela la interpone 

aduciendo que a la empresa le 

debía 5 meses, hecho que le 

afectaba gravemente su situación 

económica y producto de esto un 

deterioro en su calidad de vida. 

 

A lo anterior la entidad 

demandada manifestó que debido 

a la difícil situación económica 

que afronta el Hospital le es 

imposible efectuar el pago. 

 

El juzgado segundo municipal de 

Cali – Valle, negó el amparo 

solicitado ya que según él no 

estaba demostrada la afectación al 

mínimo vital y por cuanto no 

existen razones suficientes para 

ombligar a la entidad a pagar 

preferencialmente lo solicitado. 

Pretensión 

 

 
La accionante solicita 

que se le pague el 

equivalente a 5 
mesadas pensionales 

más los interés de 

mora causados a la 
fecha.  

Decisión 

Primero. Revocar la 

sentencia proferida por 

el juzgado segundo 

civil municipal de Cali 

– Valle –  

 

Segundo.   Tutelar el 

derecho fundamental al 

mínimo vital, para lo 

cual se ordena al 

hospital san juan de 

dios de Cali – Valle -, 

que dentro del término 

de cuarenta y ocho (48) 

horas, contadas a partir 

de la notificación de 

esta providencia, 

cancele las mesadas 

adeudadas a la 

peticionaria y las que 

posteriormente se 

causen.  

 

Si no contare con los 

recursos suficientes 

Ordenes 

explícitas 

     

 

 

 

       

Cancelar las 

mesadas 
adeudadas 

en un 

término de 

48 horas y si 

no contare 

con los 

recursos 

dispondrá de 

48 horas 

para que 

gestione la 
obtención de 

las partidas 

económicas 

y efectué el 

pago en un 

plazo no 

superior a 3 

meses 



 

para ello, dispondrá del 

término anteriormente 

señalado para iniciar las 

gestiones tendientes a la 

obtención de las 

partidas económicas 

que le permitan cumplir 

en su totalidad con el 

pago de las 

obligaciones pendientes 

con la tutelante, para lo 

cual dispondrá de un 

plazo máximo de tres 

(3) meses. 

 

Tercero.- prevenir al 

municipio accionado 

para que en lo sucesivo 

no repita la omisión 

que dio origen a la 

presente acción. 

 

Cuarto.- por secretaría 

general, líbrese la 

comunicación de que 

trata el artículo 36 del 

decreto 2591 de 1991. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 

 
N/A 

 

N/A 

 
N/A 

Normatividad 

aplicable 
Articulo 53 Constitución Política  

Ratio decidendi 

Esta corporación en reiterada jurisprudencia 

ha considerado la procedencia excepcional 

de la acción de tutela para la reclamación 

efectiva de acreencias laborales, cuando 

quiera que el no pago de las mismas pone en 

peligro o atenta en contra de los derechos 

fundamentales a la vida digna, al mínimo 

vital y la subsistencia, particularmente 

cuando los salarios impagados se constituyen 



 

 

 

por lo general, en la única fuente de recursos 

económicos para sufragar las necesidades 

básicas personales y familiares. 

Cuando no se cancelan los salarios del 

trabajador de manera oportuna y completa se 

afectan su mínimo vital y el de su familia y 

por consiguiente se causa un perjuicio 

irremediable que debe evitarse o subsanarse 

mediante la acción de tutela. 

Igualmente esta corporación ha establecido 

que los requisitos que deben comprobarse 

para acreditar la vulneración del mínimo 

vital, se resumen en que (i) el salario o 

mesada sea el ingreso sea el ingreso 

exclusivo del trabajador o pensionado o 

existiendo ingresos adicionales sean 

suficientes para la cobertura de sus 

necesidades básicas y que (ii) la falta de pago 

de la prestación genere para el afectado una 

situación crítica tanto a nivel económico 

como psicológico, derivada del hecho 

injustificado, inminente y grave. 

  

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

En esta sentencia se reitera la jurisprudencia de la corte en cuanto al concepto que ella ha desarrollado 

sobre el principio fundamental del mínimo vital diciendo que constituye la porción de los ingresos del 
trabajador destinados a la financiación de sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, 

el vestido el acceso a los servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas 

cuya titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor fundante del 
ordenamiento jurídico constitucional. 

De esta manera se demuestra que hasta el año 2005 el concepto de derecho fundamental del mínimo vital 

se ha mantenido, manteniendo este la línea jurisprudencial desarrollada en las sentencias t – 426 de 1992, t 

– 011 de 1998 y su – 995 de 1999. 
 

Juez Constitucional  Sentencia T – 157 – 2014 

M.P. 
María Victoria Calle 

Correa 
Caso 

Saúl Antonio Rodríguez Calvo y otros contra el Departamento del 

Atlántico y la Secretaría de Educación Departamental del 

Atlántico  

Problema jurídico 

¿Es la acción de tutela el mecanismo adecuado para exigir el pago de las 

horas extras y los recargos por exceso de horas extras diurnas y nocturnas 

ordinarias y en dominicales o festivos, además de los días compensatorios 

por haber laborado en esos mismos días sin el disfrute del descanso de ley? 

Sujeto de especial 

Protección 
No Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 



 

 

 

 

 

 

 

Hechos relevantes 

en el caso 

El día 12 de septiembre de 2012 

los señores Saúl Antonio 

Rodríguez Calvo y otros, 

actuando por intermedio de 

apoderado judicial,  instauraron 

acción de tutela contra el 

Departamento del Atlántico y la 

Secretaría de Educación 

Departamental del Atlántico, por 

considerar que sus derechos 

fundamentales a la dignidad, a la 

igualdad, al trabajo, a la vida, al 

mínimo vital y móvil, al pago 

oportuno del salario y al debido 

proceso, fueron vulnerados 

debido a la no cancelación 

oportuna de las horas extras y los 

recargos por exceso de horas 

extras diurnas y nocturnas 

ordinarias y en dominicales o 

festivos, además de los días 

compensatorios por haber 

laborado en esos mismos días sin 

el disfrute del descanso de ley. En 

consecuencia, peticionan que se 

ordene al Departamento del 

Atlántico reconocer, liquidar y 

pagar dichos rubros a favor de los 

tutelantes, con recursos del 

Sistema General de 

Participaciones, con su respectiva 

indexación, además de los 

intereses a que haya lugar, y 

liquidándolos desde la misma 

fecha en que retroactivamente se 

reconoció la homologación y 

nivelación salarial y/o desde el 

momento en que se certificó la 

educación en el Departamento del 

Atlántico en el año mil 

novecientos noventa y siete 

(1997) hasta el presente.   

 

Tanto el Secretario de Educación 

Departamental como la apoderada 

judicial de la Gobernación del 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Pruebas  

 

 
 

 

 

 
 

 

 
Documentos que obran 

en el expediente 



 

Atlántico, solicitan declarar la 

improcedencia de la acción de 

tutela por existir otro mecanismo 

de defensa judicial y no demostrar 

perjuicio irremediable alguno o, 

en su defecto, desestimar la 

petición de los accionantes debido 

a que no existe vulneración a 

derecho fundamental alguno toda 

vez que vienen devengando sus 

salarios y prestaciones sin ningún 

tipo de perturbación. 

 

Los accionantes acuden a la 

acción de tutela para reclamar el 

reconocimiento, liquidación y 

pago de las mencionadas 

acreencias laborales, que 

consideran les adeuda la 

Administración Departamental 

del Atlántico; omisión del ente 

territorial accionado que, en su 

concepto, les ha desconocido los 

derechos fundamentales a la 

dignidad, a la igualdad, al trabajo, 

a la vida, al mínimo vital y móvil, 

al pago oportuno del salario y al 

debido proceso.  

 

El juzgado once laboral del 

Circuito de Barranquilla declaro 

procedente la acción de tutela y 

ordeno al Departamento del 

Atlántico y/o secretaria de 

educación Departamental del 

Atlántico, reconocer, liquidar y 

pagar. 

Pretensión 

el reconocimiento, 

liquidación y pago 

de las mencionadas 

acreencias laborales, 

que consideran les 

adeuda la 

Administración 

Departamental del 

Atlántico 

Decisión 

Primero.- REVOCAR 

la sentencia dictada por 

el Juzgado Once 

Laboral del Circuito de 

Barranquilla, Atlántico, 

el veintiuno (21) de 

septiembre de dos mil 

doce (2012), mediante 

la cual se tutelaron los 

Ordenes 

explícitas 

 



 

derechos fundamentales 

al pago oportuno de 

salarios, mínimo vital, 

igualdad, debido 

proceso y vida digna de 

los señores Saúl 

Antonio Rodríguez 

Calvo y otros, en su 

lugar, DENEGAR la 

solicitud presentada por 

los actores por ser 

improcedente.  

 

Segundo.-Por Secretaría 

General de la Corte, 

LÍBRENSE las 

comunicaciones 

previstas en el artículo 

36 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 

 
 

N/A 

 
N/A 

 

N/A 

Normatividad 

aplicable 

Art. 25, 53 y 86  Constitución 

Política, 
Art. 6 y 8 de Decreto 2195 de 1991  

Ratio decidendi 

El juez constitucional puede aceptar la 

procedencia de acción de tutela para el cobro 

de acreencias laborales, siempre y cuando 

quede demostrado que con ella se pretende 

evitar un perjuicio irremediable por 

afectación al mínimo vital que, tratándose de 

asuntos salariales, puede afectar la 

subsistencia no solo del trabajador sino de su 

núcleo familiar dependiente.   

Ante lo anterior, para que proceda la acción 

de tutela debe estar probada la vulneración 

del derecho fundamental al mínimo vital o, 

por lo menos, deben existir elementos a partir 

de los cuales se pueda presumir su 

afectación, y es precisamente esto lo que no 

encuentra esta Sala, pues de acuerdo a las 



 

 

 

 

 

pruebas allegadas al proceso, no es posible 

concluir que se esté ante una situación que 

permita excepcionar el principio de la 

subsidiariedad.  

 

Efectivamente, no existen elementos a partir 

de los cuales se pueda concluir o presumir 

que el mínimo vital de los actores está siendo 

amenazado o vulnerado por la falta de pago 

de las horas extras y los recargos por exceso 

de horas extras diurnas y nocturnas 

ordinarias y en dominicales o festivos, 

asimismo de los días compensatorios por 

haber laborado en esos mismos días sin el 

disfrute del descanso de ley. Además, se 

están reclamando deudas pendientes y, tal 

como lo ha precisado esta Corporación, en 

estos casos la tutela se torna improcedente 

debido a que no se está ante un perjuicio 

irremediable.  

 

  

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

En esta sentencia se declara la improcedencia de la acción tutela como mecanismo de defensa judicial 

para un grupo de trabajadores que pretendían con ella el reconocimiento liquidación y pago de acreencias 

laborales adeudadas por la Administración Departamental del Atlántico. 

Sin embargo y a pesar de declarar improcedente la acción de tutela interpuesta por los actores, al corte cito 
una serie de sentencias como son la sentencia T – 426 de 1992, la T- 011 de 1998 y la SU – 995 de 1999 y 

lo hizo para reiterar el precedente sobre el cual baso su ratio decidendi la cual fue en palabras concretas 

que la acción de tutela no procede para el cobro de acreencias laborales mientras no se vea afectado el 
mínimo vital y móvil de un trabajador. 

Quiere decir lo anterior que la corte constitucional no se ha alejado del precedente que sobre el principio 

fundamental de remuneración mínima vital y móvil ha desarrollado desde 1992, también con esta 

sentencia se aclara que no basta con decir que hay afectación del mínimo vital para que proceda la acción 
de tutela sino que deben existir unos presupuestos como son que los medios ordinarios de defensa judicial 

no son suficientemente idóneos o que sean idóneos pero de no concederse la tutela se creara un perjuicio 

irremediable o cuando el accionante es sujeto de protección especial.    

Juez Constitucional  Sentencia T- 147 - 2016 

M.P. 
Gloria Stella Ortiz 

Delgado  
Caso 

Acciones de tutela interpuestas en forma independiente por 
Nohora Cárdenas Cortés y otros contra la Unidad Administrativa 

Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 

Protección Social. 



 

 

Problema jurídico 

¿La inclusión en la nómina de la entidad, a pesar de que se aplican 

descuentos a los pagos mensuales, hace que se configure la carencia actual 

de objeto por hecho superado? 

 

¿La temeridad en la acción de tutela se configura cuando se presentan dos 

acciones con identidad de hechos y pretensiones pero se hace en diferentes 

momentos?  

 

¿Procede una acción de tutela para revisar la legalidad de un acto 

administrativo de revocatoria directa que revocó la reliquidación de una 

pensión gracia y decretó descuentos sobre la mesada original? 

 

 

Sujeto de especial 

Protección 
 Tutela 1ra o Única instancia Tutela 2da instancia Revisión X 

 

 

 

 

 

 

Hechos relevantes 

en el caso 

En la presente sentencia, la Sala 

de Revisión analizará los casos de 

dieciocho docentes del 

departamento de Cundinamarca a 

quienes CAJANAL les reconoció 

el beneficio de la pensión gracia 

en diferentes momentos, pagos 

que fueron asumidos por la 

UGGP a partir del 8 de 

noviembre de 2011, cuando la 

entidad fue reliquidada. Dicha 

entidad reconoció la reliquidación 

de estas pensiones, entre los años 

de 2013 y 2015. Sin embargo, 

entre los meses de mayo y julio 

de 2015, cuando la UGPP advirtió 

que existían varias irregularidades 

en los certificados que estos 

maestros presentaron como 

soporte a estas solicitudes, los 

pagos de la mesadas pensionales 

fueron suspendidos de manera 

inmediata. Así, la entidad 

accionada señaló que se 

tramitaron 3029 solicitudes de 

reconocimiento o de reliquidación 

de la pensión gracia con 

certificaciones presuntamente 

falsas expedidas por la Secretaría 

de Educación de Cundinamarca. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Pruebas  

 

 
 

 

 
 

 

 

 
Documentos que obran 

en el expediente 



 

                                                        

 

 

A su vez, indicó que de estos 

casos ha revisado 1045 peticiones 

que, como las acciones analizadas 

en esta sentencia, fueron 

tramitadas a través de apoderado 

judicial y se encontró que el 

porcentaje de falsedad de los 

documentos asciende al 99%1.  

 

Para los peticionarios, esta 

decisión vulneró sus derechos 

fundamentales al mínimo vital, a 

la seguridad social y al debido 

proceso administrativo. Así, 

algunos solicitaron que se 

reanudara el pago total de la 

pensión re liquidada mientras que 

otros señalaron que les asistía el 

derecho a recibir la pensión gracia 

por el valor anterior al reajuste de 

la UGPP.  

 

3. Los diferentes jueces 

constitucionales tomaron tres 

tipos de decisiones: (i) un grupo 

de jueces amparó los derechos al 

debido proceso administrativo, a 

la seguridad social y al mínimo 

vital y ordenaron que se 

reanudaran los pagos de la 

pensión gracia por el valor 

asignado antes de la reliquidación 

impugnada; (ii) otro grupo de 

jueces negó las tutelas 

argumentando que, como quiera 

que los docentes cuentan con 

otras fuentes de ingreso, no se 

comprobó vulneración al mínimo 

vital o un perjuicio irremediable 

que hiciera la tutela procedente 

como mecanismo transitorio; y 

(iii) el último grupo de despachos 

judiciales declararon la 

improcedencia de la acción por 



 

considerar que se está frente a 

hechos superados por carencia 

actual de objeto toda vez que los 

accionantes fueron incluidos 

nuevamente en la nómina de pago 

de la UGPP o debido a* que el 

amparo es temerario.  

 

Por otra lado, durante el trámite 

de revisión de las acciones de 

tutela, la Sala constató, y en las 

declaraciones de parte decretadas 

así lo corroboraron los 

accionantes, que ya todos los 

peticionarios habían sido 

nuevamente incluidos en la 

nómina de la entidad. Sin 

embargo, también observó que a 

todos los docentes se les está 

aplicando un descuento sobre su 

mesada de pensión gracia 

original, esto es la que equivale al 

valor no reliquidado. De esta 

manera, en el trámite de revisión 

y durante la declaración de parte 

decretada y practicada por la 

magistrada sustanciadora los 

docentes alegaron que sus 

derechos fundamentales se veían 

vulnerados por los descuentos que 

la UGPP está aplicando a sus 

mesadas pensionales. En ese 

sentido, el problema ya no se 

deriva de la suspensión aplicada 

por la UGPP sino de los 

descuentos sobre la pensión 

gracia por lo que los problemas 

jurídicos planteados girarán en 

torno a esta circunstancia y no 

sobre las peticiones de tutela 

iniciales.  

 



 

Pretensión 

Se reanude el pago 

de las mesadas 

pensionales que se 

suspendieron  

Decisión 

Primero.- declarar la 

carencia actual de objeto 
por hecho superado en el 

proceso iniciado por la 

señora Nohora aura 

cárdena cortes, 
identificado con el 

número de referencia t-

5.209.992, por las razones 
expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 

 

Segundo.- revocar la 
decisión proferida por la 

sala laboral del tribunal 

superior de Bogotá que en 
providencia del 24 de 

agosto de 2015 amparó 

los derechos 
fundamentales de la 

señora rosa Elena López 

de borbón en el proceso 

identificado con el 
número de referencia t-

5.210.009. En su lugar, 

declarar improcedente la 
acción de tutela por las 

razones expuestas en la 

parte motiva de esta 
sentencia.  

 

Tercero.- revocar la 

decisión proferida por la 
sala laboral del tribunal 

superior de Bogotá que en 

providencia del 10 de 
agosto de 2015 declaró 

improcedente la acción de 

tutela interpuesta por la 

señora María Edith Peña 
Porras en el proceso 

identificado con el 

número de referencia t-
5.210.013 por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 
En consecuencia, ordenar 

a la unidad administrativa 

especial de gestión 

pensional y 

Ordenes 

explícitas 

 



 

contribuciones 

parafiscales de la 
protección social que 

suspenda de manera 

inmediata los descuentos 

que viene aplicando a la 
pensión gracia y que 

resultan superiores a 

aquellos que se efectúan 
para el pago de seguridad 

social. Igualmente, 

ordenar a la entidad que 

en un plazo máximo de 
quince (15) días hábiles 

contados a partir de la 

notificación de la presente 
sentencia expida un nuevo 

acto administrativos cuya 

motivación, después de 
recaudar todos los 

elementos materiales y 

probatorios que a su juicio 

sean necesarios, le 
permita fijar un descuento 

proporcional que no 

imponga una carga severa 
sobre el mínimo vital de 

la señora peña porras. De 

la misma manera, por 
secretaría general, 

compúlsese copias a la 

unidad del cuaderno de 

pruebas del expediente de 
la referencia para que sea 

analizado integralmente 

dentro del nuevo proceso 
administrativo.    

 

Cuarto.- revocar la 

decisión proferida por la 
sala laboral del tribunal 

superior de Bogotá que en 

providencia del 25 de 
agosto de 2015 amparó 

los derechos 

fundamentales de la 
señora María Susana 

Achury Peñuela en el 

proceso identificado con 

el número de referencia t-



 

5.210.031. en su lugar 

declarar improcedente la 
acción de tutela por las 

razones expuestas en la 

parte motiva de esta 

sentencia 
 

quinto.- confirmar la 

decisión proferida por el 
juzgado octavo civil del 

circuito de Bogotá que en 

providencia del 14 de 

agosto de 2015 declaró 
improcedente la acción de 

tutela interpuesta por la 

señora Irma Mercedes 
Bello  Parra  en el proceso 

identificado con el 

número de referencia t-
5.210.101 por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia.  

 
Sexto.- declarar la 

carencia actual de objeto 

por hecho superado en el 
proceso iniciado por el 

señor Héctor Gómez 

Rodríguez, identificado 
con el número de 

referencia t-5.210.121, 

por las razones expuestas 

en la parte motiva de esta 
sentencia. 

 

Séptimo.- confirmar la 
decisión proferida por el 

juzgado 27 laboral del 

circuito de bogotá que en 

providencia del 12 de 
julio de 2015 declaró la 

carencia actual de objeto 

por hecho superado en la 
tutela interpuesta por la 

señor Jairo Enrique 

Contreras Mendoza en el 
proceso identificado con 

el número de referencia t-

5.210.169 por las razones 

expuestas en la parte 



 

motiva de esta sentencia.  

 
Octavo.- confirmar 

parcialmente la decisión 

proferida en por el 

juzgado 28 laboral del 
circuito de bogotá que en 

providencia del 15 de 

septiembre de 2015 
amparó los derechos 

fundamentales de la 

señora Luz Amparo 

Agudelo Gutiérrez en el 
proceso identificado con 

el número de referencia t-

5.212.637 por las razones 
expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 

En consecuencia, ordenar 
a la unidad administrativa 

especial de gestión 

pensional y 

contribuciones 
parafiscales de la 

protección social que 

suspenda de manera 
inmediata los descuentos 

que viene aplicando a la 

pensión gracia y que 
resultan superiores a 

aquellos que se efectúan 

para el pago de seguridad 

social. Igualmente, 
ordenar a la entidad que 

en un plazo máximo de 

quince (15) días hábiles 
contados a partir de la 

notificación de la presente 

sentencia expida un nuevo 

acto administrativos cuya 
motivación, después de 

recaudar todos los 

elementos materiales y 
probatorios que a su juicio 

sean necesarios, le 

permita fijar un descuento 
proporcional que no 

imponga una carga severa 

sobre el mínimo vital de 

la señora Agudelo 



 

Gutiérrez. De la misma 

manera, por secretaría 
general, compúlsese 

copias a la unidad del 

cuaderno de pruebas del 

expediente de la 
referencia para que sea 

analizado integralmente 

dentro del nuevo proceso 
administrativo.    

 

Noveno.- declarar la 

carencia actual de objeto 
por hecho superado en el 

proceso iniciado por la 

señora Ana Sofía 
Valbuena Cabanzo, 

identificado con el 

número de referencia t-
5.212.640, por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 

 
décimo.- confirmar la 

decisión proferida por la 

sala de familia del 
tribunal superior de 

bogotá que en providencia 

del 18 de septiembre de 
2015 declaró 

improcedente la tutela 

presentado por la señora 

Blanca Ligia González de 
rodríguez en el proceso 

identificado con el 

número de referencia t-
5.215.512 por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia.  

 
Decimoprimero.- declarar 

la carencia actual de 

objeto por hecho superado 
en el proceso iniciado por 

la señora Gloria Cañón 

Torres, identificado con el 
número de referencia t-

5.218.248, por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 



 

 

Decimosegundo.- revocar 
la decisión proferida en 

por el juzgado tercero 

promiscuo municipal de 

chía que en providencia 
del 5 de agosto de 2015 

amparó los derechos 

fundamentales de la 
señora Eulalia Moreno De 

González en el proceso 

identificado con el 

número de referencia t-
5.218.357. En su lugar 

declarar improcedente la 

acción de tutela por las 
razones expuestas en la 

parte motiva de esta 

sentencia.  
 

Decimotercero.- revocar 

la decisión proferida en 

por el juzgado promiscuo 
de familia de Gacheta que 

en providencia de 13 de 

agosto de 2015 amparó 
los derechos de la señora 

Rosa Mery Velandia De 

Urrego en el proceso 
identificado con el 

número de referencia t-

5.218.385. En su lugar 

declarar improcedente la 
acción de tutela por las 

razones expuestas en la 

parte motiva de esta 
sentencia.  

 

Decimocuarto.- declarar 

la carencia actual de 
objeto por hecho superado 

en el proceso iniciado por 

la señora Blanca Lucía 
Acosta Urego, 

identificado con el 

número de referencia t-
5.218.386 por las razones 

expuestas en la parte 

motiva de esta sentencia. 

 



 

Decimoquinto.- revocar la 

decisión proferida por la 
sala laboral del tribunal 

superior de bogotá que en 

providencia del 8 de 

septiembre de 2015 
amparó los derechos 

fundamentales de la 

señora Ana Cecilia Torres 
Betancourt en el proceso 

identificado con el 

número de referencia t-

5.232.964. En su lugar 
declarar improcedente la 

acción de tutela por las 

razones expuestas en la 
parte motiva de esta 

sentencia.   

 
decimosexto.- confirmar 

la decisión proferida por 

el juzgado 31 civil del 

circuito de bogotá que en 
providencia del 16 de 

septiembre de 2015 

declaró improcedente la 
tutela presentado por la 

señora Sonia Teresa 

Mayorga De Rojas en el 
proceso identificado con 

el número de referencia t-

5.232.992 por las razones 

expuestas en la parte 
motiva de esta sentencia.  

 

decimoséptimo.- 
confirmar la decisión 

proferida por la sala de 

casación laboral de la 

corte suprema de justicia 
que en providencia del 23 

de septiembre de 2015 

declaró improcedente la 
tutela presentado por la 

señora Teresa Escobar 

Cortés en el proceso 
identificado con el 

número de referencia t-

5.233.121 por las razones 

expuestas en la parte 



 

motiva de esta sentencia. 

 
Decimoctavo.- confirmar 

la decisión proferida por 

la sala de casación laboral 

de la corte suprema de 
justicia que en 

providencia del 23 de 

septiembre de 2015 negó 
por temeridad el amparo 

de tutela presentado por la 

señora Esther Julia 

Lombana Delgado en el 
proceso identificado con 

el número de la referencia 

t-5.233.145 por las 
razones expuestas en la 

parte motiva de esta 

sentencia.  
 

Apoyo y vigilancia en cumplimiento de la 

Sentencia 

 

Impulso de investigaciones fiscales 

 

Impulso investigaciones disciplinarias 

 

Impulso investigaciones penales 

N/A 
 

 

N/A 
 

N/A 

 
N/A 

Normatividad 

aplicable 

Art. 25, 53 y 86 de la Constitución 
Política 

Decreto 2591  de 1991 

Código de procedimiento 
administrativo y de lo contencioso 

administrativo art. 93 

 

Ratio decidendi 

La corte constitucional dividió en grupos el 
estudio de las tutelas en revisión y la considero 

improcedentes bajo los siguientes argumentos, 

luego de separar a los 18 decentes en dos grupos: 
El primero tiene como común denominador 

algunos de los siguientes elementos: (i) existe 

una solicitud escrita y expresa de desistimiento 

de la tutela por parte del accionante; (ii) son 
casos donde la UGPP actualmente solo está 

aplicando los descuentos correspondientes al 

pago de la seguridad social, tal y como consta en 
los certificados de pago que aportó como 

respuesta al auto de pruebas decretado por el 

despacho de la magistrada ponente; (iii) existe 
una actuación temeraria por parte del 

peticionario; o (iv) la UGPP incluyó nuevamente 

a los accionantes en la nómina de pago pero está 

aplicando un descuento del 50% sobre las 
mesadas pensionales en virtud del principio del 

pago de lo no debido a partir de la expedición de 

un acto de revocatoria directa debidamente 



 

 

 

 

notificado.  
 

Por otra parte, un segundo grupo de casos puede 

ser identificado porque comparten todos los 

siguientes elementos: (i) son procesos donde se 
expidió un acto de revocatoria directa que fue 

debidamente notificado a las partes; (ii) la UGPP 

incorporó nuevamente a los peticionarios en la 
nómina de pago pero aplicó un descuento del 

50% a la mesada pensional; y (iii) se trata de 

peticiones de tutela elevadas por personas en 

condición de debilidad manifiesta.  
 

 

  

CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 

La presente sentencia gira en torno a la pensión gracia de unos maestros del departamento de 

Cundinamarca en ella nos hace la corte un recuento acerca del precedente judicial que sobre el alcance y 
contenido del mínimo vital y móvil a diseñado la corporación indicando que en los inicios el sentido que 

le dio la corte al concepto del mínimo vital fue el de derecho innominado al admitir en la sentencia T- 426 

de 1992 que la constitución no contempla un derecho a la subsistencia y que este se deducía del derecho a 
la vida, a la salud, al trabajo, y a la seguridad social. 

Posteriormente ya en la sentencia SU 995 de 1999 la corte constitucional fue enfática en señalar que el 

mínimo vital si es un derecho fundamental autónomo ligado estrechamente a la dignidad humana y en esta 

sentencia señalo con claridad que el análisis frente al mínimo vital no se puede reducir a un examen 
meramente cuantitativo sino que, por el contrario, se debe introducir calificaciones materiales y 

cualitativas que dependan de cada caso en concreto. En otras palabras cada persona tiene un mínimo vital 

diferente, que depende en últimas del estatus socioeconómico que ha alcanzado a lo largo de su vida. 
 

Por ultimo en la sentencia T 536 de 2010 se resalta que el mínimo vital se refuerza para los casos de 

incumplimiento o descuentos de salarios o pensiones cuando los titulares de las prestaciones son sujeto de 
especial protección constitucional.  

 

Como conclusión, se puede advertir que el derecho al mínimo vital tiene un carácter móvil y 

multidimensional que no depende exclusivamente del análisis cuantitativo de ingresos y egresos 

de la persona. En otras palabras, como herramienta de movilidad social, el mínimo vital debe ser 

entendido de manera dual, ya que además de ser una garantía frente a la preservación de la vida 

digna, se convierte en una medida de la justa aspiración que tienen todos los ciudadanos de vivir 

en mejores condiciones y de manera más cómoda. 



 

Guía de análisis Normativo  

 

Luego de haber analizado las sentencias que forman la línea de precedente jurisprudencial que 

la corte ha trazado sobre el mínimo vital y móvil es necesario analizar las normas legales que 

regulan tanto la expedición del salario mínimo mensual legal vigente, como la injerencia que 

tiene el principio constitucional de la remuneración mínima vital y móvil sobre su aprobación 

cada año. 

 Para tal fin se analizaran los artículos 1, 25, 53, 56, de la Constitución Política de 1991; los 

artículos 145, 146, 147 del decreto 2363 de 1950; los artículos 2 y 8 de la ley 278 de 1996. 

  

DILIGENCIA: Juan Carlos Reyes Gómez                 

 

Constitución Política de 

1991 
 

ANÁLISIS 

Artículo.  1  

Colombia es un Estado 

social de derecho, 
organizado en forma de 

República unitaria, 

descentralizada, con 

autonomía de sus entidades 
territoriales, democrática, 

participativa y pluralista, 

fundada en el respeto de la 
dignidad humana, en el 

trabajo y la solidaridad de las 

personas que la integran y en 
la prevalencia del interés 

general. 

Según esta norma Colombia es un estado social de derecho fundado en 

el respeto a la dignidad humana y si en un estado social de derecho 
como lo diría la Corte Constitucional en su sentencia T – 533 de 1992  

la persona humana y su dignidad constituyen el máximo valor de la 

normatividad constitucional, cuyo reconocimiento conlleva 

importantes consecuencias para el sistema de relaciones económica y 
sociales, entonces si decimos que la remuneración mínima vital y 

móvil está ligada a la dignidad humana, deben por consiguiente todos 

los salarios incluido el SMLMV,  por obligación del estado y por 
mandato constitucional cubrir los rubros que representen una vida 

digna para el trabajador y su familia. 

  

Artículo.  25  

El trabajo es un derecho y 

una obligación social y goza, 
en todas sus modalidades, de 

la especial protección del 

Estado. Toda persona tiene 
derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas. 

En cuanto a este artículo constitucional se puede decir que de alguna 

manera el Estado por medio de diferentes vías judiciales protege al 
trabajador de los abusos de los empleadores, sin embargo en cuanto a 

las condiciones justas habría que tener en cuenta algunos trabajos 

como los de los mineros o quienes trabajan por medio de cooperativas 
que se quedan con parte del salario, o el hecho de que la ley 100 de 

1993 diga que el horario diurno va hasta las 10 pm, lo anterior y 

muchas otras cosas no están de acuerdo con este artículo  
Artículo.  53  

El Congreso expedirá el 

estatuto del trabajo. La ley 

correspondiente tendrá en 

cuenta por lo menos los 

siguientes principios mínimos 

A pesar de haber pasado 25 años desde que el constituyente mando a el 
congreso elaborar un estatuto laboral el congreso no lo ha realizado 

esto solo refleja la falta de interés que tiene el legislador y el Estado 

por mejorar las condiciones de vida de los trabajadores. 



 

fundamentales: 

Igualdad de oportunidades para 

los trabajadores; remuneración 

mínima vital y móvil, 

proporcional a la cantidad y 

calidad de trabajo; estabilidad 

en el empleo; irrenunciabilidad 

a los beneficios mínimos 

establecidos en normas 

laborales; facultades para 
transigir y conciliar sobre 

derechos inciertos y discutibles; 

situación más favorable al 

trabajador en caso de duda en la 

aplicación e interpretación de 

las fuentes formales de derecho; 

primacía de la realidad sobre 

formalidades establecidas por 

los sujetos de las relaciones 

laborales; garantía a la 

seguridad social, la 
capacitación, el adiestramiento 

y el descanso necesario; 

protección especial a la mujer, a 

la maternidad y al trabajador 

menor de edad. 

El estado garantiza el derecho 

al pago oportuno y al reajuste 

periódico de las pensiones 

legales. 

Los convenios internacionales 

del trabajo debidamente 

ratificados, hacen parte de la 

legislación interna. 

La ley, los contratos, los 

acuerdos y convenios de 

trabajo, no pueden menoscabar 

la libertad, la dignidad humana 

ni los derechos de los 

trabajadores. 

 
En este articulo 53 vemos que uno de los temas que debe contener el 

estatuto laboral nuevo es la obligación de pagar a los trabajadores una 

remuneración mínima vital y móvil y lo importante de este mandato 

está en el hecho de que debe ser vital, es decir que cumpla con las 
garantías que una vida en dignidad exige. 

 

Si tenemos en cuenta que el salario mínimo fue estipulado en 1945 con 
la ley 6 de ese año y el principio constitucional de una remuneración 

mínima vital y móvil se implanto por el constituyente en 1991 hace 

pensar que el salario mínimo legal no es acorde con el estado social de 

derecho.  

Artículo.  56   

Se garantiza el derecho de 

huelga, salvo en los servicios 

públicos esenciales definidos 

por el legislador. 

La ley reglamentará este 

derecho. 

Una comisión permanente 

Este artículo es importante porque el ordeno al congreso la creación de 

la comisión de políticas salariales, la cual fue creada con la ley 278 de 

1996. 

 
En esta comisión se debate lo relacionado con el aumento que cada año 

se fija para una alta población de trabajadores del país y cabe destaca 

que la orden de la constitución en cuanto a la creación de dicha 
comisión fue acatada por el congreso 5 años después. 



 

integrada por el Gobierno, 
por representantes de los 

empleadores y de los 

trabajadores, fomentará las 

buenas relaciones laborales, 
contribuirá a la solución de 

los conflictos colectivos de 

trabajo y concertará las 
políticas salariales y 

laborales. La ley 

reglamentará su composición 

y funcionamiento. 
 
 

 

Ley 2363 de 1950 
 

ANÁLISIS 

Artículo.  145   

Salario mínimo es el que 
todo trabajador tiene derecho 

a percibir para subvenir a sus 

necesidades normales y a las 
de su familia, en el orden 

material, moral y cultural. 

En este artículo se destaca que el salario mínimo para quien lo gana debe 

subvenir, es decir pagar tanto para el trabajador como para su familia las 

necesidades materiales normales, las cuales deben ser una casa, educación 

seguridad social, vestido, alimentación recreación, etc. Tal cual dice la corte 
que debe ser la remuneración mínima vital. 

 

Ahora cuando habla de necesidades normales en cuanto a lo moral y lo 

cultural, está haciendo referencia no solo a cosas tangibles sino a tener 

ambientes propicios para el esparcimiento de la familia y la educación de los 

hijos, entiendo esto, como el acceso a museos, casas de cultura, parques 

ecológicos, etc.  Que a pesar de tener un valor pecuniario este lo pueda 

sufragar cualquier trabajador inclusive los que ganan el mínimo.   

Artículo.  146  

1. Para fijar el salario mínimo 

deben tomarse en cuenta el costo 

de la vida, las modalidades del 

trabajo, la capacidad económica de 

las empresas y {empleadores} y las 

condiciones de cada región y 

actividad. 

2. Para los trabajadores del campo 

el salario mínimo debe fijarse 

tomando en cuenta las facilidades 

que el empleador proporciona a sus 

trabajadores, en lo que se refiere a 

habitación, cultivos, combustibles y 

circunstancias análogas que 

disminuyen el costo de la vida. 

3. Las circunstancias de que 

algunos de los {empleadores} 

Este artículo del código sustantivo del trabajo nos plante los factores 

para fijar el salario mínimo legal en Colombia, factores como el costo 

de la vida, toda vez que no sería lógico que el salario mínimo fuera 

inferior a lo que se gasta un colombiano para vivir, otro punto es la 
capacidad económica de las empresas y las condiciones de cada región 

y actividad. 

 
Diferencia los trabajadores del campo con los de la ciudad, la razón de 

esto es por cuando con la ley 6 de 1945 que fija el salario mínimo se 

aplicaba esta distinción, al cual no debe tener aplicación en esta época 
en aras del principio a la igualdad. 

 

Por ultimo incluye lo que denomina pagos en especie.  



 

puedan estar obligados a 

suministrar a sus trabajadores 

alimentación y alojamiento, 

también debe tomarse en cuenta 

para la fijación del salario mínimo. 

 

Artículo.  147  

Procedimiento para la 

fijación del salario 

mínimo  

 

 

El procedimiento para la fijación del salario mínimo es el contenido en 

la ley 278 de 1996 la cual analizaremos a continuación. 
 

Este artículo nos da las fechas en las cuales se debe concertar y decidir 

por parte de la comisión permanente en cuanto se fijara el salario 
mínimo y que de no ser así se estipulara por medio de un decreto 

expedido por el gobierno.  
  

 

 

 

 

 

Ley 278 de 1996 
 

ANÁLISIS 

Artículo.  2 y 8  Con esta ley se crea la comisión permanente de concertación de 

políticas salariales y laborales creada por el artículo 56 de la 

constitución política y en el artículo 2 literal e) ordena que para fijar el 
salario mínimo debe tenerse en cuenta la remuneración mínima vital y 

móvil la cual debe ser proporcional a la cantidad y calidad del trabajo. 

  
Pero en su artículo 8 en el segundo parágrafo donde habla que si no se 

logra un acuerdo entre los empleadores y empleados el gobierno lo 

fijara por un decreto no menciona la obligación de que el salario 
mínimo debe ser una remuneración mínima vital y móvil. 

 

Otro punto a destacar esta en el literal d) del artículo 2 donde dice que 

el si es de manera concertada se debe tener en cuenta al fijar el mínimo 
que se debe tener en cuenta el garantizar a los trabajadores una calidad 

de vida digna. 

 
La ley solo incluye la remuneración mínima vital y móvil cuando el 

incremento se logre de manera concertada.  
 

 

 

 

 

 

 
 

 



 

Análisis inferencial 

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha creado un concepto sobre la remuneración 

mínima vital y móvil; concepto que planteo primero como un derecho a la subsistencia 

considerándolo como un derecho innominado y que ha servido para invocando este principio 

puedan acceder a la acción de tutela todos aquellos que sientan vulnerado su goce a una vida 

digna. 

 

La remuneración mínima vital y móvil, es según la jurisprudencia el principio 

constitucional más importante para los trabajadores y quienes de ellos dependen, lo equipara 

la Corte Constitucional con la dignidad humana, razón está, por la cual la forma actual que ha 

tomado el concepto y la aplicación del mentado principio, es de carácter multifuncional y 

cualitativo; es multifuncional porque se debe aplicar a todos los salarios sin importar el monto 

ni la forma como se ha estipulado su pago y es cualitativo porque la valoración de este se debe 

tomar no desde los ingresos de quien invoca el derecho, sino, desde la afectación real de la 

vida del trabajador, del pensionado, de la  mujer embarazada, del niño, del anciano, etc. 

 

Lo anterior mencionado es la razón por la cual lo diferencia del mínimo legal, dicho por 

la Corte Constitucional en su sentencia T – 147 de 2016 ¨Esto implica que el mínimo vital no 

está constituido, necesariamente, por el salario mínimo mensual legalmente establecido y se 

requiere una labor valorativa del juez constitucional en la cual entre a tomar en consideración 

las condiciones personales y familiares del peticionario, así como sus necesidades básicas y el 

monto mensual al que ellas ascienden.¨  

 

Ahora analizado desde la Constitución Política de 1991 es una orden dada por el 

constituyente para mejorar la condición de vida de los trabajadores de la escala más baja de la 

pirámide y que no ha sido acatada por el congreso, incluyéndolo en leyes como la 278 de 1996 

pero sin darle el peso, ni la importancia que se le debería dar. 

 

Ahora según el análisis de las normas el salario mínimo dice, debe subvenir a las 

necesidades normales de las personas en cuanto a lo material, moral y económico, dice la ley 



 

278 de 1996 la cual nos dice los parámetros para la fijación del salario mínimo, que cuando 

este sea acordado entre empleados y empleadores deberá respetar la remuneración mínima 

vital y móvil, pero cuando habla de los parámetros que debe tener en cuenta el gobierno al 

fijar dicho salario por decreto no lo menciona, ni tampoco en el código.  

 

     

ESTUDIO DE LA CONSTITUCION, LA LEY Y LA JURISPRUDENCIA COLOMBIANA 

RELACIONADO CON LA REMUNERACION MINIMA VITAL Y MOVIL, PARA 

DETERMINAR SU CONEXIÓN CON EL SMLMV EN COLOMBIA 

 

 

Evolución histórica de los conceptos emitidos por la constitución, la ley, la jurisprudencia de 

la Corte Constitucional y la OIT sobre la remuneración mínima vital y móvil y el SMLMV en 

Colombia. 

 

¨El derecho de origen jurisprudencial tiene una característica sobresaliente: su desarrollo se 

logra de manera lenta y progresiva por cuanto es necesario, para lograr la identificación de la 

subregla vigente en un momento dado (o lo que es lo mismo, para identificar el lugar del 

¨balance constitucional¨ dentro de dos extremos posibles) hacer un análisis temporal `y 

estructural de varias sentencias que se relacionan entre sí¨. (Derecho de los jueces, López 

Medina, D, p. 139) 

 

Conforme a lo anterior y después de haber seleccionado y analizado sentencias de la 

corte constitucional que abarcan el periodo 1992 hasta el 2016 se pude decir con toda 

seguridad que dicha corporación ha mantenido una misma línea jurisprudencial y entorno a 

esta ha construido un concepto acerca de la remuneración mínima vital y móvil, en el cual la 

concibe con un carácter móvil y multidimensional que atiende a valoraciones cualitativas. 

Esto último es la actual definición que la Corte ha pronunciado sobre la remuneración mínima 

vital y móvil desde que inicio a hablar de ella en el año de 1992 como veremos en las 

siguientes páginas. 

 



 

Antes de comenzar con la reconstrucción de la evolución histórica por vía de jurisprudencia 

que la Corte Constitucional ha hecho del concepto de la remuneración mínima vital y móvil, 

es necesario decir que la remuneración mínima vital y móvil es uno de los principio mínimos 

fundamentales que se encuentran contemplados en el artículo 53 de la carta política de 1991, 

esta disposición se encuentra junto a un elenco de principios constitucionales del trabajo, los 

cuales tienen un criterio orientador con valor constitucional, es decir, que estos se encuentran 

en lo más alto de la jerarquía de fuentes de derecho. 

 

Dice el artículo 53 de la Constitución Política ¨el congreso expedirá el estatuto de 

trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuanta por lo menos los siguientes principios 

mínimos fundamentales¨ entre ellos el de la ¨(…) remuneración mínima vital y móvil¨ cómo 

se puede apreciar la Constitución Política ordena al congreso la expedición de una ley del 

trabajo en la que se apliquen los principios constitucionales contenidos en el mencionado 

artículo 53 superior y a esto con acierto dice el profesor Jaramillo Jassir en cuanto a que es ¨el 

primer problema que surge en la lectura del artículo es la posible interpretación según la cual 

esos principios estarían destinados al estatuto del trabajo que debe proferir el parlamento con 

posterioridad a la constitución de 1991¨. (Principios constitucionales y legales del derecho del 

trabajo en Colombia, P. 2). 

 

Vale la pena recordar en este punto que la misión de este trabajo investigativo no tiene 

por objetivo abarcar la totalidad de los principios mínimos fundamentales que se consagran en 

el artículo 53 de la Carta Magna, sino solamente se limitara en el análisis de la remuneración 

mínima vital y móvil con la finalidad de hallar una conexión entre esta y el salario mínimo 

legal mensual vigente en Colombia; como ya se ha dicho en páginas anteriores el principio 

constitucional de la remuneración mínima vital y móvil tiene su desarrollo conceptual y 

aplicativo por vía jurisprudencial de la Corte Constitucional, diferente al salario mínimo legal 

el cual tiene su desarrollo en la ley. 

 

Ahora bien, lo primero que debemos decir sobre el principio fundamental de la 

remuneración mínima vital y móvil, es que está prescrito en la constitución política de 

Colombia de 1991 en el artículo 53; allí en este artículo es donde el  constituyente consagro y 



 

le dio vida a un principio mínimo fundamental que debía tenerse en cuenta cuando el 

legislador expidiera un nuevo estatuto laboral, sin embargo a la fecha no ha sido posible el 

desarrollo legal del artículo 53, a pesar de algunos intentos de proyectos de ley como veremos 

más adelante. 

 

En esta misma Carta Política también se estableció la especial protección del estado al 

trabajador en el artículo 25 al decir ¨ El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, 

en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a 

un trabajo en condiciones dignas y justas.¨ esta, se puede decir que es la mejor manera de 

exigir una retribución vital, toda vez que si hablamos de condiciones dignas y justas de trabajo 

hablamos de vivir conforme a la dignidad humana, la cual está fuertemente ligada al concepto 

que analizamos. 

 

 También incluyo el derecho a la igualdad en el artículo 13 con especial protección de 

aquellas personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta necesiten de ella, al decir 

¨El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos 

o maltratos que contra ellas se cometan.¨, lo que se traduce en el anhelo de un estado social 

derecho, que debe proporcionar a todos sus habitantes, sin importar sus condiciones materiales 

o espirituales de una calidad de vida; de una dignidad humana. 

 

De acuerdo con lo anterior se puede inferir que el constituyente quería que el nuevo 

estado colombiano, llamado ahora social de derecho, que nacía en una nueva Constitución la 

de 199, cuidara de aquellos que no tuvieran los medios para defenderse de los abusos de los 

poderosos o para subsistir y para eso se crea un derecho al mínimo vital; la confusión surgió 

entonces en relación a dos puntos,  el primero como hacer para exigir un derecho que no era 

de aplicación inmediata, sin recurrir a un litigio largo y desgastante que pusiera en peligro la 

dignidad humana de los trabajadores y de sus familias, toda vez que este principio se 

encuentra por fuera del título de los derechos fundamentales y el segundo punto, como aplicar 

un derecho que en una primera lectura se entiende pausado en el tiempo hasta que se cree un 

estatuto laboral nuevo, como efectivamente lo anuncia en su primer inciso el mentado artículo.  



 

 

A los anteriores cuestionamientos comenzó a dar respuesta la corte constitucional y esté sería 

el segundo pasó  que se daría en Colombia para hacer efectivo el derecho fundamental al 

mínimo vital y móvil; es acá donde comienza la evolución histórica que dicho principio 

fundamental ha tenido en este país, pero antes de empezar con esta interesante historia vale la 

pena recordar, aún más es necesario tener en cuenta, el artículo 94 del Estatuto Superior que 

nos dice ¨la enunciación de los derechos y garantías contenidos en la constitución y en los 

convenios internacionales vigentes, no debe entenderse como negación de otros que, siendo 

inherentes a la persona humana, no figuren expresamente en ella.¨  

 

Estos son los llamados derechos innominados que son aquellos que no se encuentran 

definidos en nuestra Carta Magna o simplemente no se encuentran en ella, pero que se 

encuentran implícitos en el ámbito de protección de distintas disposiciones jurídicas y entre 

estos el derecho a un mínimo de garantías que permitan tener una vida digna la que en últimas 

se logra con una remuneración vital y móvil. 

 

A esto ha dicho la corte que en la aprobación de los títulos y capítulos de la constitución, 

estos no cumplieron con la aprobación de la comisión codificadora así que solo para guiar al 

interprete y no deben ser tomados de forma taxativa, como lo dice la corte en la sentencia T – 

002 de 1992 ¨ Del análisis de las actas de la Asamblea Nacional Constituyente, publicadas en 

la Gaceta Constitucional, se concluye, en relación con el artículo 39 del Reglamento, que la 

Comisión Codificadora entregó los textos por asuntos y materias -títulos y capítulos-, pero que 

tal tarea no fue aprobada en conjunto, en los términos consagrados en el artículo 44, cuando 

dice: "Aprobado el texto final de las reformas y su codificación, la Presidencia citará a una 

sesión especial en la cual dicho texto se proclamará.¨ (Corte Constitucional), la misma 

sentencia dice ¨ Fue pues voluntad del Constituyente de 1991 conferir un efecto indicativo a la 

ubicación y titulación de las normas constitucionales y en consecuencia, ello es una 

información subsidiaria dirigida al intérprete.¨ en conclusión no existe en el Estatuto Superior 

una lista taxativa de derechos fundamentales. 

 



 

Ahora bien después de estas aclaraciones podemos comenzar con nuestro análisis 

jurisprudencial de las sentencias proferidas por la Corte Constitucional.  

 

Evolución jurisprudencial del mínimo vital – alcance y contenido- 

 

La evolución de este Concepto ha sido interesante y da comienzo con la sentencia T – 426 de 

1992 donde se le da un sentido inicial a la remuneración mínima vital y móvil como un 

derecho a la subsistencia y como un derecho innominado, que dependía de otros derechos 

como el derecho a la vida, al trabajo, la salud para ser efectivo. Durante este recorrido la 

jurisprudencia ha convertido la remuneración mínima vital y móvil en un derecho 

fundamental ¨y su radio de acción abarca tres sectores, principalmente: (1) niños, ancianos y 

personas desvalidas; (2) mujeres embarazadas; (3) trabajadores y pensionados¨ (salario 

mínimo vital y móvil en la jurisprudencia constitucional colombiana, Manrique Villanueva, P, 

p 11), pero todos ellos dependiendo de un salario para llevar a cabo su vida conforme a la 

dignidad. 

 

Ahora bien, este interesante recorrido jurisprudencial que como se dijo da inicio en 1992 

con la sentencia T- 426 MP Eduardo Cifuentes Muñoz, sentencia que además es fundadora de 

línea, apoyada en un vacío jurisprudencial existente en aquel entonces pero que logro 

consagrar una visión reformista en la sociedad colombiana; visión de la que se desprendería 

una carrera en la que la Corte Constitucional fijaría el cómo y en qué casos y a que sujetos se 

les aplicaría el derecho al mínimo vital y móvil. 

 

 En esta sentencia de revisión de tutela la corte conoce el caso de un hombre que 

pertenece a un grupo de especial protección por parte del estado, como son las personas de la 

tercera edad; este hombre quien interpone acción de tutela contra la caja nacional de previsión 

social, aduciendo una violación de su derecho fundamental de subsistencia, ‘ya que siendo 

conyugue supérstite y habiendo solicitado la pensión y transcurridos un año no le había sido 

asignada y que además era una persona que se encontraba enferma y que se había convertido 

en una carga económica insostenible para su hija como el mismo lo narro, se auto determino 

como ¨un anciano y sin recursos¨. 



 

 

Sin embargo el juzgado primero civil municipal de Santafé de Bogotá quien conoció la acción 

no lo vio así y  negó la tutela en lo referente a la violación de su derecho de subsistencia, 

considerando que al solicitante no se le negó la asistencia médica, sino que este fue quien no 

se sometió a ella por falta de dinero (dinero que utilizo para cancelar deudas), además 

considero que la obligación de asistencia y protección de las personas de la tercera edad no 

corresponde exclusivamente al estado, sino que a ello también debe concurrir la sociedad y la 

familia. 

 

El juzgado hizo esta última consideración, ya que el accionante manifestó como ya se 

dijo, viviendo bajo la protección de su hija, pero no considero que esta carga asumida por su 

hija, desplazaba otras necesidades vitales para ella por su falta de recursos, en otras palabras el 

mantener a su padre enfermo era una carga económica que ella no podía solventar y que 

atentaba contra su dignidad humana. 

 

Luego de la negativa de la tutela y siguiendo el curso natural del proceso esta es enviada 

a la corte constitucional para una eventual revisión; ya en sala de revisión la corte 

constitucional confirmo el fallo de tutela pero modificándolo. Y en esta modificación 

concedió la tutela por violación al derecho fundamental a la seguridad social y en particular al 

pago oportuno y reajuste periódico de la pensión legal del accionante. Pero lo interesante de 

este recuento y sobre todo del fallo en el que se modifica la sentencia del a quo, es que la el 

Alto Tribunal en la sentencia T – 426 de 1992, para llegar a la conclusión crea la posibilidad 

de exigir un derecho a la subsistencia diciendo ¨ Aunque la Constitución no consagra un 

derecho a la subsistencia éste puede deducirse de los derechos a la vida, a la salud, al trabajo y 

a la asistencia o a la seguridad social. La persona requiere de un mínimo de elementos 

materiales para subsistir.¨ (corte constitucional). 

  

Es con esto último que comienza a desarrollarse por medio de la jurisprudencia un 

derecho fundamental al mínimo vital y móvil, pero como un derecho innominado y 

dependiente para ser exigido de la vulneración de otros derechos vitales. Con este 

reconocimiento del mínimo vital y móvil como un derecho fundamental la Corte buscó 



 

garantizar las condiciones económicas y espirituales necesarias para la dignificación de la 

persona humana y el libre desarrollo de su personalidad, esto también hace relación al estado 

social de derecho al cual se le exige esforzarse en la construcción de las condiciones 

necesarias para que los miembros del país puedan tener una vida digna dentro de sus 

posibilidades económicas, en palabras del MP Eduardo Cifuentes Muñoz expresadas en la 

sentencia T – 426 de 1992 ¨el derecho al mínimo vital es consecuencia directa de los 

principios de la dignidad humana y el estado social de derecho que define la organización 

política, social y económica justa acogida como meta  por el pueblo de Colombia en su 

Constitución¨( Corte Constitucional). 

 

Con la sentencia T- 533 de 1992 la corte constitucional siguió ratificando la idea sobre 

que existen personas que por sus condiciones de vulnerabilidad en la sociedad, devengan 

especial protección del Estado, este es el caso del señor Ricardo Rivera un anciano con una 

enfermedad ocular, sin medios para subsistir y a pesar de tener hijos ellos no tienen la 

posibilidad de ver por él, colocándolo así, en un estado de indigencia; él interpone una acción 

de tutela verbal sin decir en contra de quien la interponía y en la que solo pedía se le ordenara 

al estado darle los recursos económicos para una operación de los ojos ya que según el actor 

recuperando la vista podría conseguir trabajo y así subsistir. 

 

Sin embargo el juez de primera instancia que conoció la tutela considero que este no era 

el medio para exigir las pretensiones económicas que en su acción hacía mención y que estas 

debían ser por medio de una demanda penal de alimentos, toda vez que teniendo hijos estos 

tenían responsabilidad con su progenitor.  

 

La sentencia llego a sala de revisión de la corte constitucional y este tribunal siguiendo 

la línea de precedente que fue trazada por la sentencia T – 426  de 1992 insistió en que el 

nuevo Estado social de derecho tiene por obligación dar protección a quienes la necesiten 

como es el caso de las personas que se encuentran en la indigencia, porque como ella misma 

dice ¨existen miembros de la comunidad desfavorecidos en la repartición de recursos 

económicos, marginados de la participación política y condenados, por su situación 



 

menesterosa a una vida de penurias y necesidades que ofenden la dignidad de la persona 

humana¨ (Corte Constitucional, T – 533 de 1992).  

 

 En esta sentencia recuerda la corte constitucional lo dicho en la sentencia T – 426 de 

1992 que si bien es cierto la familia es la que de forma prioritaria debe brindar ayuda a sus 

familiares cuando estos se encuentre en situaciones de debilidad manifiesta, también es 

igualmente cierto que cuando la familia no se encuentre en la posibilidad material para apoyar 

a uno de sus miembros, no deben quedar estos irremediablemente en el abandono, ya que en 

los fines esenciales del Estado, está el deber constitucional de proteger efectivamente los 

derechos de las personas, recordando que ¨el constituyente Colombiano reacciono en contra de 

la secular ausencia de respuesta institucional a la miseria y reconoció la responsabilidad de 

todos en lo que llamo ¨la gran deuda social¨ con los sectores pobres de la sociedad¨.(Corte 

Constitucional, T – 533 de 1992). 

 

Las anteriores sentencias son un ejemplo de como el mínimo vital de una persona fue 

asociado con la subsistencia en otras palabras solo puede ser concedido a quienes demuestren 

no tener medios para subsistir y en ese orden de ideas y acudiendo a este principio los 

trabajadores, pensionados las personas de la tercera edad y todos aquellos que buscaban la 

protección de sus derechos pudieran hacerlo por medio de la acción de tutela con el fin de 

evitar perjuicios irremediables, como se podrá apreciar en las siguientes sentencias.  

 

La sentencia T - 005 de 1995 la corte siguiendo el precedente judicial de la sentencia T- 

426 de 1992, en la cual la corporación expreso: "El derecho a la seguridad social no está 

consagrado expresamente en la Constitución como un derecho fundamental. Sin embargo, este 

derecho establecido de forma genérica en el artículo 48 de la Constitución, y de manera 

específica respecto de las personas de la tercera edad (CP art. 46 inc. 2), adquiere el carácter 

de fundamental cuando, según las circunstancias del caso, su no reconocimiento tiene la 

potencialidad de poner en peligro otros derechos y principios fundamentales como la vida (CP 

art. 11), la dignidad humana (CP art.1), la integridad física y moral (CP art. 12) o el libre 

desarrollo de la personalidad (CP art. 16) de las personas de la tercera edad (CP art. 46)".           

 



 

La corte resuelve en esta sentencia que el derecho a la seguridad social de la peticionaria es un 

derecho fundamental debido a las circunstancias de edad y salud que presenta, la suspensión 

del servicio médico de la señora podría traerle consecuencias negativas, la efectividad de su 

derecho al servicio médico se encuentra en conexión con el derecho al mínimo vital 

indispensable para la subsistencia en condiciones dignas. 

 

Del análisis de esta jurisprudencia se puede resaltar que al hablar de mínimo vital en 

este caso la corte constitucional no lo circunscribe a un valor pecuniario, sino que lo equipara 

con el derecho a la subsistencia en condiciones dignas, que para el caso concreto es la 

desafiliación a la asistencia médica. Para hablar de las condiciones de subsistencia cita el 

artículo 25 de la declaración universal de derechos humanos cuyo texto ilustra que ¨toda 

persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure a él y a su familia, la salud y 

el bienestar, la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 

sociales necesarios¨ (…) 

 

La sentencia  C - 521 de 1995 La corte decide la exequibilidad en la demanda de los 

apartes contenidos en los artículos 15 y 16 de la ley 50 de 1990, ¨que no constituyan salario¨,  

entendiendo que lo que esto significa no es una exclusión de factores salariales a la hora de 

liquidar prestaciones o indemnizaciones, lo cual sería un claro detrimento en el patrimonio del 

trabajador, sino que autoriza a las partes que en virtud del contrato sinalagmático celebrado 

entre empleador y empleado puedan estos prescindir de ciertos beneficios o auxilios para no 

constituirlos como salario, esto con el fin de entregar, se podría decir, unos beneficios al 

trabajador mientras este sea un activo de la empresa sin que a futuro se perjudique al 

empleador. 

 

Ahora, lo anterior nace de lo estipulado en la ponencia del primer debate ante el senado 

de la ley 50 de 1990 en la cual a manera textual dijo ¨para fortalecer el convenio colectivo es 

importante otorgar una mayor libertad de estipulación. En muchas ocasiones la empresa quiere 

conceder ciertos beneficios socialmente válidos y útiles para el trabajador, pero se abstiene de 

hacerlo en razón de unos costos inciertos, ocultos y sorpresivos, que nadie ha previsto, pero 



 

que se producen por virtud de las interpretaciones extensivas que se hacen en torno a la 

norma¨ 

 

En conclusión la corte constitucional ve la exequibilidad de la norma teniendo en cuenta 

no los beneficios del trabajador en cuanto a ganancia salariales, (claro está sin menoscabar las 

garantías mínimas retributivas) sino las pérdidas que se le puedan presentar al empleador, tal y 

como lo estipularon en la ponencia del proyecto de ley de la citada norma. 

 

Hasta este punto la jurisprudencia de la Corte Constitucional no se aleja de la línea, línea 

en la que el mínimo vital no es valor monetario, sino algo que es inherente al ser humano para 

que este pueda transcurrir por la vida conforme a la dignidad humana y lo hace extensible a su 

familia, comenzando a cobijar bajo el mínimo vital todos los derechos económicos, sociales y 

culturales de que hablan la constitución. 

   

Sin embargo, Posterior a estas sentencias, la corte con la sentencia T – 081 de 1997 al 

hablar del principio constitucional en comento, lo define, no como un derecho fundamental, 

sino como un núcleo esencial de los derechos sociales prestacionales al decir, ¨ En efecto, la 

justicia del vínculo laboral y de las obligaciones y prestaciones que genera es inherente al 

ejercicio mismo del derecho fundamental reconocido en el artículo 25 de la Carta. 

  

 Pero no solamente se trata de contemplar un pago para quien trabaja, pues la 

Constitución exige también, en el artículo 53, ya citado, la proporcionalidad de la 

remuneración, cuyo nivel no puede ser ajeno al tipo de labor ejecutada, ni al tiempo que a ella 

se dedica, ni tampoco al contenido y calidad provenientes del esfuerzo y la preparación del 

trabajador. 

  

¨Además -y ello constituye factor esencial para determinar si el desarrollo de la relación 

laboral se ciñe a las exigencias constitucionales-, de nada sirve la previsión teórica de una 

remuneración proporcional si ésta no es recibida oportunamente por el trabajador, no sólo 

considerando sus necesidades personales y familiares -normalmente atendidas con base 

exclusiva en el salario-, sino a partir del carácter conmutativo del vínculo jurídico creado. No 



 

puede olvidarse que, ya aportado por el trabajador el esfuerzo físico o mental que el trabajo 

implica, el de la retribución económica es un derecho adquirido por el sólo hecho de haberse 

cumplido la labor encomendada, lo que genera correlativamente la obligación del patrono, 

quien ya se ha beneficiado del servicio.¨ (Corte Constitucional).  

 

No obstante la anterior sentencia, en la que el Alto Tribunal se aparta de la línea 

inicialmente trazada sobre mínimo vital, en posteriores sentencias la corte vuelve a retomar la 

posición acerca de que el mínimo vital y móvil es un derecho fundamental independiente y no 

la esencia para que otros derechos puedan ser fundamentales. De lo dicho antes, se pueden ver 

las siguientes sentencias.  

 

La sentencia SU - 111 de 1997 nos ilustra acerca de la subsidiariedad de la acción de 

tutela, es decir, que  esta solo puede ser usada cuando no exista otro medio de defensa judicial 

para defender nuestros derechos, que en el caso de la accionante era la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho del cual la actora no hizo uso. 

 

Ahora, nos indica la sentencia también que la acción de tutela no fue diseñada para que 

las personas la usaran para hacer valer derechos que debían hacerse por otros procedimientos 

judiciales y que dejaron pasar, como es el caso de la demandante de la tutela que se analiza, 

quien en su oportunidad debió hacer uso de la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho. 

 

La salud es un derecho prestacional y no es en principio exigible por vía de tutela a 

menos que este en conexión con un derecho fundamental como la vida, o el mínimo vital, lo 

que para el caso concreto la actora no logra establecer, sin embargo, el hecho de no poder 

exigir a Cajanal entidad promotora del régimen de salud contributivo, la atención en salud que 

necesita, no la deja sin atención medica ya que debe ser vinculada al régimen subsidiado. 

 

Entonces, decimos que la dignidad humana y el derecho fundamental de la vida irradian 

los otros derechos fundamentales y los derechos constitucionales como lo son los económicos 

sociales y culturales que en suma son lo que conforman el principio fundamental del mínimo 



 

vital y móvil, pero que la constitución ha dejado en manos del legislador para que este 

desarrolle políticas y garantice el goce de estos a todos los individuos en la sociedad. 

Una sentencia importante para la construcción de esta evolución histórica que estamos 

realizando del concepto del principio fundamental del mínimo vital y móvil es la sentencia T – 

011 de 1998 en la cual el Dr. José Gregorio Hernández Galindo fue magistrado ponente; en 

esta sentencia encontramos de una forma clara el concepto de remuneración mínima vital y 

móvil, diciendo ¨el mínimo vital garantizado como un derecho inalienable a todo trabajador, 

está constituido por los requerimientos básicos indispensables para asegurar la digna 

subsistencia de la persona y de su familia, no solamente en lo relativo a la alimentación y 

vestuario sino en lo referente a la salud, educación, vivienda seguridad social y medio 

ambiente, en cuanto a factores insustituibles para la preservación de una calidad de vida que, 

no obstante su modestia, corresponda a las exigencias más elementales del ser humano¨ 

 

Como se puede ver la corte constitucional en esta sentencia nos muestra que la única 

forma para que un salario este acorde con la remuneración mínima vital y móvil este debe 

lograr ¨garantizar la igualdad de oportunidades y la nivelación social históricamente injusta y 

desigual, con factores culturales y económicos de grave incidencia en el déficit social¨ (Corte 

Constitucional, T – 426 de 1992), lo anterior nos dice que la vida digna de un trabajador y su 

familia no se alcanza con la simple manutención, es decir que no solamente con alimentarse 

una familia ven cumplidas las condiciones de para alcanzar la dignidad humana. 

 

Entonces con esta sentencia empieza a entenderse el derecho fundamental al mínimo 

vital independiente de los otros derechos fundamentales, exigible por si solo cuando sea 

vulnerado y puesto de la mano con la dignidad humana la cual la entendido la Corte 

Constitucional desde 1992 así ¨la dignidad comprende varias dimensiones de la vida del 

hombre. Básicamente ella implica un conjunto de condiciones materiales y espirituales de 

existencia que permita vivir, y vivir con cierta calidad, con el fin de permitir un espacio 

idóneo para el libre desarrollo de la personalidad¨ (Corte Constitucional, C – 575 de 1992). 

 

si comparamos lo anterior con la definición que nos da el artículo 145 del código 

sustantivo del trabajo acerca de que este salario debe subvenir a las necesidades normales en 



 

cuanto a lo material, moral y cultural, veremos que siempre se ha querido que el mínimo de 

los trabajadores sea un salario vital; el que un salario se vital tiene mucha trascendencia, sin 

embargo la corte constitucional amplio este concepto de vital a todos los salarios, lo cual es 

lógico y en ese orden lo comienza a diferenciar del salario mínimo legal, dándole una 

connotación cualitativa y no cuantitativa, como lo veremos en las siguientes sentencias. 

 

Para comenzar este nuevo punto de partida de la evolución de la remuneración mínima 

vital y móvil la sentencia más importante es la sentencia SU - 995 de 1999, una sentencia en la 

que la corte constitucional unifica la abundante jurisprudencia sobre si el incumplimiento en el 

pago de las sumas correspondientes a salario constituyen una violación de derechos 

fundamentales, que amerite la intervención del juez de tutela y vuelve a señalar de manera 

enfática que el mínimo vital es un derecho fundamental autónomo ligado estrechamente a la 

dignidad humana. 

 

En esta sentencia la corte constitucional aclara, a que hace alusión la Constitución 

Política de 1991 cuando establece la necesidad de reconocer una remuneración mínima vital y 

móvil como contraprestación de los servicios prestados por el trabajador y que esta no puede 

reducirse a un examen meramente cuantitativo sino que por el contrario se debe introducir 

calificaciones materiales y cualitativas que dependen de cada caso en concreto, el fin de esta 

valoración es que todos los trabajadores y sus familias sin importar sus ingresos puedan exigir 

al aparato judicial que les haga respetar sus derechos, pero con esto la Corte se aleja del 

poderle exigir al congreso que legisle en beneficio de los trabajadores que ganan un salario 

mínimo legal, que en últimas seria la elaboración de un estatuto laboral que incluya la 

remuneración mínima vital y móvil en sus artículos. 

 

La constitución política de 1991 relaciono estrechamente el ingreso económico de los 

trabajadores a la satisfacción de la necesidades de ellos y sus familias sin que estas sean 

exclusivamente la alimentación y el vestido, sino como dijo el Dr. José Gregorio Hernández 

Galindo debe también incluir vivienda, educación, recreación, seguridad social, en fin una 

vida digna,  dicho de otra manera y en palabras textuales de la corte constitucional “El Estado 

y la sociedad en su conjunto, de conformidad con los principios de la dignidad humana y de la 



 

solidaridad (CP. art.1), deben contribuir a garantizar a toda persona el mínimo vital para una 

existencia digna. El Estado social de derecho exige esforzarse en la construcción de las 

condiciones indispensables para asegurar a todos los habitantes del territorio nacional, una vida 

digna dentro de las posibilidades económicas que estén a su alcance” (T – 015 de 1999, MP 

José Gregorio Hernández Galindo), esto lo contradice el inconformismo que manifiestan todos 

los trabajadores que devengan un mínimo legal. 

 

Ahora bien, como se dijo atrás uno de los aportes más interesantes que hace esta 

sentencia de unificación a la construcción del concepto de la remuneración mínimo vital y 

móvil, es que coloca al salario y las demás acreencias laborales como valoraciones cualitativas 

y no cuantitativas. Para comprender lo anterior hare un breve recuento de los antecedentes que 

hicieron posible este pronunciamiento del alto tribunal constitucional y que aunque sigue la 

línea jurisprudencial de la sentencia T -426 de 1992, le adiciona un aporte interesante. 

 

Ahora, examinemos brevemente los antecedentes, al resolver la Corte Constitucional 

una serie de tutelas interpuesta por profesores del magdalena vinculados a la secretaria de 

educación del departamento, quienes afirman que la administración municipal no les ha 

cancelado una serie de factores salariales lo cual consideran los actores que viola el artículo 

25 de la Constitución Política, a lo que los diferentes jueces de las salas del tribunal 

contencioso administrativo quienes conocieron en primera instancia la tutela, encontraron 

fundado el reclamo concediendo así las peticiones y ordenando el pago de los salarios. 

 

Contrario a esta decisión y resolviendo la impugnación presentada por los 

representantes legales del municipio del Magdalena en las salas del Concejo de Estado 

deciden los jueces revocar los fallos en los que la tutela era concedida, bajo la exposición de 

tres argumentos los cuales transcribo a continuación: 1. El derecho que se estima vulnerado 

con la omisión oficial, derecho al trabajo, pago oportuno del salario, es una garantía de rango 

legal, y por tanto, no goza del carácter de derecho fundamental que se hace necesaria para 

obtener la protección mediante la vía de tutela;  2.   En casos como los que se revisan, parece 

ser que el mecanismo judicial adecuado para obtener la protección de derechos   que se 

consideran violados, es el previsto por la jurisdicción laboral ordinaria, antes que la acción de 



 

amparo; y 3.  No existe prueba dentro de los expedientes que señale la existencia de menores 

de edad hijos, u otras personas que se vean afectadas por el no pago de los salarios y las 

prestaciones sociales. 

 

Dicho lo anterior y teniendo en cuenta que por medio de la acción de tutela no se pueden 

exigir cobros de acreencias laborales a menos que el no pago de estos genere un deterioro en 

la dignidad del trabajador, es en este punto donde juega un papel importante la valoración 

cualitativa y no cuantitativa, sobre la remuneración mínima vital y móvil, que realice el juez 

de tutela para conceder o no el amparo, a quien recurra a él para exigir sus derechos, en otras 

palabras cualquier trabajador sin importar el monto de sus ingresos si ve que su remuneración 

mínima vital y móvil está siendo afectada puede reclamar y el juez tiene la obligación de valor 

los hechos que ante él se exponen ¨así como las pretensiones del actor, para verificar sí, por sus 

características, el caso materia de estudio puede ser resuelto en relación con los derechos 

fundamentales posiblemente afectados o amenazados, y con la efectividad indispensable para su 

salvaguarda, por los procedimientos judiciales ordinarios, o sí, a la inversa, la falta de respuesta 

eficiente de los medios respectivos, hace de la tutela la única posibilidad de alcanzar en el caso 

concreto los objetivos constitucionales¨.(Corte Constitucional, T – 001 de 1997) 

 

 Como se puede ver, la remuneración mínima vital y móvil,  es aquella parte del ingreso 

del trabajador destinado a solventar sus necesidades básicas y del núcleo familiar dependiente 

de él, necesidades tales como alimentación, vivienda, salud, educación, recreación, servicios 

públicos domiciliarios, entre otras prerrogativas que se encuentran previstas expresamente en 

la Constitución Nacional y que además, posibilitan el mantenimiento de la dignidad del 

individuo como principio fundante del ordenamiento jurídico constitucional y que es un 

presupuesto básico para el efectivo goce y ejercicio de la totalidad de los derechos 

fundamentales y ello explica porque la corporación le ha prodigado tanta atención a esa 

garantía constitucional. 

 

Para finalizar con este recorrido por la jurisprudencia de la Corte Constitucional en el 

cual se reconstruyo la evolución histórica del concepto de remuneración mínima vital y móvil 

citare dos sentencia  recientes la T – 157 de 2014 y la T – 147 de 2016 en las cuales se puede 



 

ver que se sigue la línea jurisprudencial trazada por las sentencias T – 426 de 1992 y la 

sentencia SU -995 de 199 en canto a que la remuneración mínima vital y móvil, es aquella 

parte de los ingresos de los trabajadores que ellos usa para solventar sus necesidades básicas y 

las de su familia. 

 

También que no se puede confundir el salario mínimo legal con la remuneración  

mínima vital y móvil ya que la vulneración de este último derecho fundamental solo es posible 

determinarla mediante un análisis cualitativo y no cuantitativo en palabras de la Corte 

Constitucional ¨cada persona tiene un mínimo vital diferente que depende en últimas de su 

estatus socio-económico que ha alcanzado a lo largo de su vida¨ (T – 147 de 216) lo cual 

conlleva a entender que el mínimo vital no está necesariamente constituido por el salario 

mínimo legal, pero este es un tema de cual nos ocuparemos cuando hablemos de las 

deferencias en el siguiente capítulo.  

 

La ley y la remuneración mínima vital y móvil 

 

¨el congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo 

menos los siguientes principios mínimo fundamentales.¨ (Constitución Política 1991, art.53), 

es así como en 1992 comienza la historia entre la remuneración mínima vital y móvil y la ley, 

una historia que no ha tenido un final. Nuestro constituyente preocupado por la opresión que 

venían sufriendo los trabajadores de Colombia ordeno al congreso expedir un estatuto laboral 

que contuviera unos principios mínimos fundamentales entre los cuales encontramos el 

principio fundamental de la remuneración mínima vital y móvil que además debe ser 

proporcional a la cantidad y calidad de trabajo. 

 

Sin embargo, a la fecha han pasado 25 años y no se ha elaborado dicho estatuto por 

parte del congreso de la república, con lo que se configura una omisión legislativa absoluta, en 

la que según la Corte Constitucional no tiene competencia, sin embargo, han cursado en el 

congreso dos intentos de proyectos de ley, uno por parte de la exsenadora Piedad Córdoba 

Ruiz y otro por parte de la también exsenadora Gloria Inés Ramírez Ríos, ambos proyecto 

fueron propuestos en el año 2007 y los dos fueron retirados por sus autores. 



 

 

El proyecto de ley de la entonces senadora Piedad Córdoba Ruíz para cumplir con la orden 

dada por la constitución acerca del mínimo vital y móvil proponía incluir en uno de los 

artículos del capítulo de salarios la definición de salario mínimo vital y móvil, quedando así:  

 

¨Artículo 118. Remuneración mínima vital y móvil. Remuneración mínima vital es la 

que todo trabajador tiene derecho a percibir, proporcional a la cantidad y calidad de su trabajo, 

para subvenir a sus necesidades y a las de su familia en el orden material, moral y cultural; y 

móvil en cuanto debe ser reajustada periódicamente para garantizar su poder adquisitivo.¨ 

(proyecto de ley 02 de 2007), creo que este concepto solo es una redundancia de lo que el 

actual artículo 145 del decreto 3743 de 1950 define como salario mínimo, pero además la 

senadora ponente incluye el concepto de salario básico aduciendo que ningún salario puede 

ser menor del mínimo vital y móvil, lo cual resulta aún más redundante si tenemos en cuenta 

que la remuneración mínima vital y móvil, hace alusión a un tope básico de salario. 

 

De una forma similar la exsenadora Gloria Inés Ramírez Ríos en su proyecto de ley 80 

de 2007 propone ¨Artículo 121. Salario mínimo vital y móvil. Salario mínimo vital es aquel 

que percibe el trabajador como contraprestación y será el adecuado para atender las 

necesidades del trabajador y las de su familia en el orden material, moral y cultural; y móvil 

para proteger su poder adquisitivo frente a las fluctuaciones de la economía. Con todo, la 

remuneración mínima, vital y móvil aumentará en consideración a la cantidad y calidad del 

trabajo.¨, tampoco veo en este artículo, además de incluir los nombres de vital y móvil, en que 

puede contribuir a la mejora de la condición de vida de los trabajadores que devengan un 

salario mínimo. 

 

 Sin embargo a diferencia del proyecto 02 de 2007 en este no se incluye un salario 

básico que represente un tope para estipular las remuneraciones, porque es obvio que una 

remuneración mínima debe representar un tope salarial, para que por debajo de esta no se 

pueda estipular ningún sueldo. 

 



 

No obstante, estos intentos que aunque no pasaron los debates necesarios y que de haberlo 

hecho no hubieran garantizado tampoco para los trabajadores que devengan el salario mínimo 

legal mensual vigente en Colombia todo lo necesarios para que estos y sus familia tengan una 

vida digna, ya que no basta solo con agregar las acepciones ¨remuneración vital¨ e incluirla en 

un artículo de un código del trabajo nuevo, para que esta represente una calidad de vida ideal.  

 

Estos dos proyectos de ley representan la negligencia o la falta de interés por parte del 

congreso para cumplir con la orden dada por la Constitución Política actual, es decir la 

elaboración de un Estatuto Laboral que incluya las garantías de una remuneración vital que 

sea digna para todos los trabajadores. 

 

Evolución histórica del SMLMV 

 

La evolución histórica de este concepto ha sido diferente teniendo en cuenta que esta se ha 

desarrollado por medio de la ley y no de la jurisprudencia, ya que nace con la ley 6 de 1945 y 

actualmente está incluido en el código sustantivo del trabajo decreto 2663 de 1950 y es 

concertado entre trabajadores y empleadores o decretado por parte del gobierno, en caso de 

que no haya un acuerdo, según los parámetros de la ley 278 de 1996.  

 

La historia del salario mínimo en Colombia como se dijo inicia con la ley 6 de 1945 ¨por 

la cual se dictan algunas disposiciones sobre convenios de trabajo, asociaciones profesionales, 

conflictos colectivos y jurisdicción especial del trabajo¨, esta ley en su artículo 4 contemplo, 

¨El Gobierno podrá señalar, por medio de decretos que regirán por el término que en ellos se 

indique, los salarios mínimos para cualquier región económica o cualquier actividad 

profesional, industrial, comercial, ganadera o agrícola de una región determinada, de 

conformidad con el costo de la vida, las modalidades del trabajo, la aptitud relativa de los 

trabajadores, los sistemas de remuneración o la capacidad económica de las empresas, previo 

concepto de comisiones paritarias de patronos y trabajadores.¨ 

Sin embargo, fue hasta el año de 1949 cuando con el decreto 3871 se hizo efectivo la ley 

6 de 1945 en lo relacionado con el salario mínimo legal, en este decreto se estipulaba lo 



 

siguiente, ¨ ARTICULO 1o. A partir del 1o. de enero de 1950, los sueldos o salarios inferiores 

a $10 diarios de que disfruten los trabajadores particulares del campo o de la ciudad, quedan 

aumentados automáticamente en la siguiente proporción: 

Salarios hasta de $ 2 diarios, en un 15%. 

Salarios de 2.01 a $ 4 diarios, en un 12%. 

Salarios de 4.01 a $ 6 diarios, en un 10%. 

Salarios de 6.01 a $ 8 diarios, en un 8%. 

Salarios de 8.01 a $10 diarios, en un 6%. 

Cuadro 1. 

Cuando producido el aumento a que se refiere la primera escala de este artículo, el 

salario quedare inferior a $ 2 diarios, deberá elevarse hasta esa suma, que se establece como 

salario mínimo en el país.¨, de esta manera quedaba claro que el salario mínimo no podía ser 

inferior a 2 pesos y se aprecia como entre más bajo el salario mayor el incremento que se 

establecía, con lo cual se intentaba mantener un equilibrio en los salarios. 

Con el decreto 2663 del 5 de agosto de 1950 se le dio la siguiente definición a salario 

mínimo ¨ Salario mínimo es el que todo trabajador tiene derecho a percibir para subvenir a sus 

necesidades normales y a las de su familia, en el orden material, moral y cultural.¨ y solo por 

generar inquietud en lector, diría que ya está definición al decir que el salario mínimo debe 

subvenir a las necesidades materiales morales y culturales de los trabajadores, representaba y 

exigía, lo que la Constitución Política plantearía como remuneración mínima vital y móvil.  

Según el Banco de la República – BANREP (2009), hasta la década de los ochenta en 

Colombia existía una gran variedad de salarios mínimos, ejemplo de esta variedad son, el 

decreto 236 de 1963, que reglamentaba la ley 1 de 1963 que establecían salarios por 

departamentos y tamaño de las empresas, el decreto 240 de ese mismo año reajusto el salario 

mínimo en el sector agrícola y de los trabajadores menores de 16 años. Más adelante con el 



 

decreto 577 de 1972 fijo salarios por sector (manufacturero, comercio, servicio, transporte, 

construcción, entre otros), por zonas del país y por tamaño de empresa, etc.  

Luego, en el año de 1983 por medio del decreto 3506 se hizo una unificación de los 

salarios, los argumentos que se tuvieron en cuenta para tomar esta decisión fueron “la 

eliminación de una injusta discriminación en perjuicio de los trabajadores del sector rural. El 

proceso de ajuste culminó el 1 de julio, fecha a partir de la cual hubo un salario mínimo para 

la totalidad de los trabajadores colombianos que estaban colocados en este nivel de 

remuneración. (p. 22) 

El ajuste del salario mínimo no se aplicaba necesariamente cada inicio de año, en 

algunas ocasiones se establecía para varios años y en otras se ajustaba durante un mismo año 

en varios periodos, hasta que en 1979 el ajuste del salario mínimo se hizo anual empezando a 

regir a partir del primer mes del año como usualmente se hace. 

Más adelante con la ley 278 de 1996 es creada la Comisión permanente de concertación de 

políticas salariales y laborales creada por el artículo 56 de la Constitución Política, esta 

comisión es la encargada de proponer el salario mínimo a finales de cada año, Estará adscrita 

al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y contará con una sede principal en la capital de la 

República y unas subcomisiones departamentales. 

La comisión está conformada por a) en representación del Gobierno: el Ministro de la 

Protección Social o su delegado, quien la presidirá; el Ministro de Hacienda y Crédito Público 

o su delegado; el Ministro de Comercio Exterior o su delegado; el Ministro de Agricultura o 

su delegado, y el Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado; b) por los 

empleadores: cinco representantes con sus respectivos suplentes personales, designados por 

las asociaciones nacionales gremiales más representativas de empleadores de los distintos 

sectores económicos del país, en forma ponderada y de acuerdo con la participación de cada 

sector en el producto interno bruto y en la generación de empleo.  

Para ello el Gobierno se basará en los datos y cifras elaborados por el DANE; c) por los 

trabajadores: cinco representantes con sus suplentes personales, designados o removidos por 

las confederaciones sindicales más representativas del país, determinadas con base en el 



 

número de afiliados que cada una de éstas posea al momento de la elección, según censo que 

en tal sentido elabore el Ministerio de la Protección Social, y dentro de los cuales habrá por lo 

menos un representante de los pensionados con su respectivo suplente de los pensionados, que 

se rotará cada cuatro años entre las dos confederaciones más representativas. 

Esta comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales es el 

principal escenario para fomentar el diálogo social en material laboral y salarial del país y 

tiene como objetivo principal el de fomentar las buenas relaciones laborales, contribuir a la 

solución de los conflictos colectivos de trabajo y concertar las políticas salariales y laborales. 

Uno de los puntos importantes para destaca en esta investigación es que la ley 278 de 

1996 le estipulo a la comisión que para fijar el salario debía tener en cuenta la remuneración 

mínima vital y móvil, como está contenido en el artículo 2 literal d) el cual nos dice ¨ fijar de 

manera concertada el salario mínimo de carácter general, teniendo en cuenta que se debe 

garantizar una calidad de vida digna para el trabajador y su familia¨. 

Lo anterior lo completa el siguiente literal del mismo artículo el cual nos dice que se 

debe fijar una política salarial concertada en la que se establezca, (…) una remuneración 

mínima vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad de trabajo. 

 También la ley 278 de 1996 nos indica como es el trámite para la fijación del salario 

mínimo legal mensual vigente y los parámetros que se deben seguir para su estipulación, así, ¨ 

para la fijación del salario mínimo, la Comisión deberá decidir a más tardar el quince (15) de 

diciembre. Si no es posible concertar, la parte o partes que no están de acuerdo deben, 

obligatoriamente, explicar por escrito las razones de la salvedad dentro de las cuarenta y ocho 

(48) horas siguientes. Las partes tienen la obligación de estudiar esas salvedades y fijar su 

posición frente a ellas en el término de las siguientes cuarenta y ocho (48) horas, de nuevo, la 

Comisión deberá reunirse para buscar el consenso según los elementos de juicio que se 

hubieren allegado antes del treinta (30) de diciembre”. 

 También señala la norma que, “[…] cuando definitivamente no se logre el consenso en 

la fijación del salario mínimo, para el año inmediatamente siguiente, a más tardar el treinta 

(30) de diciembre de cada año, el Gobierno lo determinará teniendo en cuenta como 



 

parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República 

y la productividad acordada por el comité tripartito de productividad que coordina el 

Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; además, la contribución de los salarios al ingreso 

nacional, el incremento del producto interno bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor 

(IPC).¨  

En una lectura detenida de esta ley se puede notar que la remuneración mínima vital y 

móvil solo es tenida en cuenta como parámetro importante para la fijación del salario mínimo, 

si esta se hace mediante un acuerdo entre trabajadores y empleadores, pero si el gobierno lo 

fija por decreto, no lo insta la ley a tener en cuenta la remuneración mínima vital y móvil para 

fijar el aumento salarial; esto es una violación a lo que representa un estado social de derecho 

en cuanto al cuidado de los menos favorecidos.  

Según la Corporación Viva la Ciudadanía (2016), en los últimos años la oferta propuesta 

por el gobierno para la determinación del salario mínimo legal ha estado asociada a la 

determinación de la meta de inflación futura dada por el Banco de la República, ¨ A partir del 

cálculo de esta cifra, el Gobierno determina el crecimiento que considera acorde con la 

estabilidad macroeconómica de las variables fundamentales de comportamiento económico¨ 

(P. 2). 

La historia del salario mínimo ha demostrado que la imposición de este monto fue 

diseñada para garantizar un nivel de vida que por lo menos contenga las condiciones mínimas 

de dignidad, lo cual se consigue adecuando, los ingresos de los trabajadores de más bajos 

salarios, para que estos mantengan una remuneración con un poder adquisitivo real y según 

los cálculos de la escuela nacional sindical (ENS) dice que para que una familia pueda acceder 

al valor de la canasta familiar debe por lo menos tener dos salarios mínimos. 

Con la interpretación de una gráfica elaborada por el DANE, podemos decir que el 

salario mínimo al igual que los otros salarios influyen tanto en la productividad del país como 

en el consumo y revisando las cifras para Colombia se encontró que los incrementos reales 

entre el 2001 y el 2007 fluctuaron alrededor del 2 % anual contribuyendo al dinamismo del 



 

consumo de los hogares, lo cual, se retroalimentó con el crédito y la amplia liquidez en el 

periodo (p. 5). 

La siguiente grafica del DANE demuestra lo anterior, es decir que el salario mínimo 

influye tanto en la productividad como en el consumo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Ahora bien el anterior grafico nos muestra que el salario mínimo ha estado muy por 

debajo de las variaciones de productividad laboral, con lo cual seguramente se ha 

incrementado el capital de las empresas, pero muestra también que cuando el salario mínimo 

disminuye, también lo hace la productividad y el consumo, sin embargo la tendencia en 

cuanto al valor del salario mínimo para el siguiente año ha sido a la baja. 

Además el salario mínimo, no solo se plantea como una herramienta para garantizar el 

mínimo de ingreso de los trabajadores de bajos recursos también es un parámetro que va a 

determinar los incrementos de los salarios en los distintos sectores de la economía, en 

conclusión se puede decir que la negociación del salario mínimo en los últimos años no ha 

reconocido la importancia que estos salarios tienen en la producción de las empresas, tampoco 



 

se le ha dado importancia al consumo que puede representar esta clase de trabajadores de 

bienes y servicios lo que se traduciría en más producción para las empresas. 

Para concluir, se puede decir que consultando las tablas del histórico de los aumentos 

del salario mínimo el porcentaje de este a disminuido año a año, registrando su máximo 

aumento en 1989 con un 27.00 por ciento fijado por el decreto 2662 de 1988, durante la 

década de los 90 el incremento de los salarios se mantuvo entre el 19 por ciento y el 27 por 

ciento y comenzado el año 2000 comenzó una tendencia a la baja durante todos los años, 

registrando su más bajo nivel en el año 2010 con un aumento del 3.6 por ciento, fijado por el 

decreto 5053 del 2009 y los últimos 5 años los aumentos decretados por el gobierno ha venido 

aumentado registrando un último aumento en un 7 por ciento, fijado por el decreto 2552 de 

2015 y que rige para el año 2016. 

Tanto los porcentajes de los aumentos como los decretos antes mencionados y que han 

fijado el salario mínimo pueden ser consultados en la pagina 

http://obiee.banrep.gov.co/analytics/saw.dll?Go&Path=/shared/Consulta%20Series%20Estadi

sticas%20desde%20Excel/1.%20Salarios/1.1%20Salario%20minimo%20legal%20en%20Col

ombia/1.1.1%20Serie%20historica&Options=rdf&NQUser=salarios&NQPassword=salarios&

lang=es. 

Diferencias entre los conceptos de SMLMV y el principio fundamental de la 

remuneración mínima vital y móvil: análisis de la jurisprudencia y la doctrina colombiana  

 

Las diferencias entre el salario mínimo legal mensual vigente y la remuneración mínima vital 

y móvil se ha dado básicamente en cuanto (1) el tiempo en que se ha desarrollado cada uno de 

los conceptos, (2) la regulación que cada uno ha tenido en la historia del derecho laboral en 

Colombia, (3) los sujetos, es decir los trabajadores que devengan un salario mínimo y las 

personas que tienen derecho a una remuneración mínima vital y móvil. En este capítulo 

desarrollare estos tres puntos dejando claro al final porque salario mínimo legal mensual 

vigente no es igual a lo que representa una remuneración mínima vital y móvil. 

 

http://obiee.banrep.gov.co/analytics/saw.dll?Go&Path=/shared/Consulta%20Series%20Estadisticas%20desde%20Excel/1.%20Salarios/1.1%20Salario%20minimo%20legal%20en%20Colombia/1.1.1%20Serie%20historica&Options=rdf&NQUser=salarios&NQPassword=salarios&lang=es
http://obiee.banrep.gov.co/analytics/saw.dll?Go&Path=/shared/Consulta%20Series%20Estadisticas%20desde%20Excel/1.%20Salarios/1.1%20Salario%20minimo%20legal%20en%20Colombia/1.1.1%20Serie%20historica&Options=rdf&NQUser=salarios&NQPassword=salarios&lang=es
http://obiee.banrep.gov.co/analytics/saw.dll?Go&Path=/shared/Consulta%20Series%20Estadisticas%20desde%20Excel/1.%20Salarios/1.1%20Salario%20minimo%20legal%20en%20Colombia/1.1.1%20Serie%20historica&Options=rdf&NQUser=salarios&NQPassword=salarios&lang=es
http://obiee.banrep.gov.co/analytics/saw.dll?Go&Path=/shared/Consulta%20Series%20Estadisticas%20desde%20Excel/1.%20Salarios/1.1%20Salario%20minimo%20legal%20en%20Colombia/1.1.1%20Serie%20historica&Options=rdf&NQUser=salarios&NQPassword=salarios&lang=es


 

Entonces, cuando hablamos del tiempo en el que se ha desarrollado cada uno de los conceptos 

nos referimos a las fechas en las que se han diseñado y aplicado cada uno de estos temas y 

este punto es referente a la evolución histórica que tanto del salario mínimo legal mensual 

vigente como de la remuneración mínima vital y móvil se hizo en el primer capítulo de este 

proyecto de investigación y que repetirla ahora sería redundante. 

 

Un segundo aspecto que diferencia tanto al salario mínimo legal como a la 

remuneración  mínima vital y móvil, tiene que ver con la regulación, ya que mientras para el 

primero se ha logrado por medio de una ley en la que participa una comisión tripartita de 

acuerdo con lo establecido por la ley 278 de 1996, en la cual se prevé una concertación en la 

que participan representantes del gobierno, los empresarios y los representantes de los 

trabajadores tanto activos como pasivos, con el fin de fijar un salario mínimo convencional o 

con una determinación gubernamental en caso de que no se logre un acuerdo en el aumento y 

que será fijada por decreto, denominándose en este caso salario legal, como sucedió con el 

decreto 2252 de 2015, que  fijó el salario mínimo para el año 2016. 

 

Esta ley tiene su asidero en el artículo 56 de la constitución política el cual dice ¨Una 

comisión permanente integrada por el Gobierno, por representantes de los empleadores y de 

los trabajadores, fomentará las buenas relaciones laborales, contribuirá a la solución de los 

conflictos colectivos de trabajo y concertará las políticas salariales y laborales. La ley 

reglamentará su composición y funcionamiento.¨     

 

En el año 2005 se modificó el literal c) la ley 278 de 1996, para poder permitir la 

participación de empleados y pensionados quienes lógicamente tiene interés por las decisiones 

que se tomen en dicha comisión como lo dijo el profesor Iván Darío Jassir Jaramillo ¨es 

indudable que los pensionados se ven afectados ya, que anualmente se ajustan las mesadas 

pensionales según el índice de precios al consumidor (IPC), pero el porcentaje de incremento 

del salario mínimo es el que se aplica a las mesadas equivalentes a dicha cifra (art. 14, L. 

100/93)¨ (principios constitucionales y legales de derechos del trabajo en Colombia, P. 37). 

 



 

En la ley 278 de 1996 se encuentra reglamentado el procedimiento para la fijación del 

salario mínimo, así, Para la fijación del salario mínimo, la comisión deberá decidir a más 

tardar el quince (15) de diciembre. Si no es posible concertar, la parte o partes que no estén de 

acuerdo deben, obligatoriamente, explicar por escrito las razones de la salvedad dentro de las 

cuarenta y ocho (48) horas siguientes. Las partes tienen la obligación de estudiar esas 

salvedades y fijar su posición frente a ellas en el término de las siguientes cuarenta y ocho 

(48) horas. De nuevo, la comisión deberá reunirse para buscar el consenso según los 

elementos de juicio que se hubieren allegado antes del treinta (30) de diciembre. 

 Cuando definitivamente no se logre el consenso en la fijación del salario mínimo, para 

el año inmediatamente siguiente, a más tardar el treinta (30) de diciembre de cada año, el 

gobierno lo determinará teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del 

siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el 

comité tripartito de productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; 

además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del producto interno 

bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor (IPC). 

El tener en cuenta la inflación del siguiente año para determinar el salario mínimo fue 

una conclusión de la Corte Constitucional en la sentencia C- 815 de 1999 llego, luego de 

examinar la mencionada ley diciendo que faltaba el indicador más importante, ¨El Gobierno, 

en la hipótesis de la norma, debe ponderar los factores contenidos en ella, pero que, en todo 

caso el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser inferior al porcentaje del IPC del año que 

expira. Y ello por cuanto el Gobierno está obligado a velar por que el salario mantenga su 

poder adquisitivo, de tal forma que garantice el mínimo vital y móvil a los trabajadores y a 

quienes de ellos dependen.  

De lo contrario, vulnera el artículo 53 de la Constitución. Esta Sentencia debe ser 

analizada y aplicada en conjunto y de manera armónica con la número C-481 del 7 de julio de 

1999, proferida por la Corte, pues a partir de ella ha desaparecido el objetivo único de metas 

de inflación siempre menores, que antes se señalaba a la Junta Directiva del Banco de la 

República en ejercicio de sus atribuciones (art. 2 de la Ley 31 de 1992).¨ 



 

Contrario a esto la regulación o mejor la aplicación de la remuneración mínima  vital y móvil, 

nace en la Constitución Política de 1991 como uno de los principios mínimos fundamentales 

que deben ser tenidos en cuenta para la expedición de un nuevo estatuto del trabajo y que 

luego el Tribunal Constitucional colombiano construye como el derecho a la subsistencia, 

como un derecho innominado, al que todos las personas deben tener acceso por que ello es la 

clave para una vida digna, esto último. 

 Esto es lo que ha separado en cuanto a la regulación el principio constitucional de la 

remuneración mínima vital y móvil del salario mínimo legal mensual vigente ya que mientras 

el primero se debe aplicar indiscriminadamente a todos los trabajadores sin importar el monto 

de su ingresos el segundo solo es la asignación salarial por debajo de la cual no se puede 

pactar ningún sueldo. 

Como referencia a lo anterior, es decir que el mínimo vital y móvil, es aplicable a todos 

los trabajadores podríamos citar innumerables sentencias, pero optaré por citar una que tanto 

por el sujeto que pidió se le tutelara su derecho de una remuneración mínima vital y móvil, 

como por la asignación salarial que representa su mínimo vital y móvil demuestra lo dicho en 

el párrafo anterior, esta es la sentencia SU 1354 de 2000 en la cual se le tutela el derecho al 

mínimo vital a una ex magistrada cuyos ingresos eran superiores a 20 salarios mínimos. 

Dice la Corte ¨Procede, en consecuencia, la tutela como mecanismo transitorio, para que 

cesen  los efectos de la vía de hecho en que incurrió el S.S. y evitar el perjuicio irremediable 

que se le causó y se le puede seguir causando, al no recibir el monto total de la pensión que en 

derecho le corresponde. Este indudablemente, atendida la edad del peticionario y sus 

necesidades personales y las de su familia, constituye el mínimo vital necesario para asegurar 

su subsistencia en condiciones de decoro y de dignidad, acorde con el alto cargo que ocupó al 

servicio del Estado.¨ 

Del anterior punto se desprende a que sujetos se les asigna y en qué forma encuentran 

protección tanto para el salario mínimo legal mensual vigente como para el principio 

constitucional de la remuneración mínima vital y móvil, en el primer caso son todos los 

trabajadores que se ciñen al artículo 145 del Código Sustantivo Del Trabajo de manera 



 

taxativa, es decir que realmente ganan los más bajos salarios, para lo anterior la única 

definición que existe en la ley dice ¨es el que todo trabajador tiene derecho a percibir para 

subvenir a sus necesidades normales y a las de su familia, en el orden material, moral y 

cultural.¨  

 

Por otra parte, los sujetos que tienen derecho a una remuneración mínima vital y móvil 

son todos los trabajadores y sus familias no importa cual sea el monto de sus ingresos ya que 

según la corte constitucional en la sentencia T – 147 de 2016 ¨ el análisis frente al mínimo 

vital no se puede recudir a un examen meramente cuantitativo sino que, por el contrario, se 

deben introducir calificaciones materiales y cualitativas que dependen de cada caso concreto. 

En otras palabras, cada persona tiene un mínimo vital diferente, que depende en últimas del 

estatus socio-económico que ha alcanzado a lo largo de su vida.¨  

 

Ahora, en cuanto a la forma de exigir sus derechos se debe tener en cuenta que el salario 

mínimo legal al igual que todos las demás acreencias laborales debe ser exigido mediante las 

vías judiciales idóneas, como lo dijo la sentencia T – 011 de 1998 ¨ (…) si bien el derecho al 

trabajo es de naturaleza fundamental, según lo consagra el artículo 25 de la Carta Política, 

debe tenerse en cuenta que el sistema jurídico contempla las vías adecuadas para hacer 

efectivo su pago.¨ (Corte Constitucional), es decir que cuando el juez ordinario, cuando el 

medio de defensa judicial ordinario resulte efectivo o que no se esté frente a un perjuicio 

irremediable, los trabajadores deben acudir a las vías judiciales que estén dispuestas para 

solucionar estas controversias. 

 

Diferente es el caso de la remuneración mínimo vital y móvil, ya que esta ha sido 

reconocido como un derecho fundamental y como tal, cuando se demuestre, que los 

procedimientos ordinarios de que disponen los trabajadores no cumplen con los requisitos de 

eficacia e idoneidad para la protección que busca el trabajador o cuando el perjuicio sea 

irremediable, ¨un grave e inminente detrimento de un derecho fundamental, que deba ser 

contrarrestado con medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergables¨ (T – 157 de 

2014, Corte Constitucional), entonces podrá ser reclamado por medio de la acción de tutela. 

 



 

Al respecto dijo la corte ¨ El amparo laboral, en lo que concierne al pago oportuno de los 

salarios adeudados, tiene carácter excepcional. En primer término, la vía de la tutela sólo se 

reserva para situaciones límite en las que la falta de pago del salario expone al trabajador a 

sufrir una situación crítica económica y psicológicamente. En segundo término, la tutela es 

procedente, “siempre que concurran las condiciones de procedibilidad de la misma”, esto es, 

“cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable” (C.P. art., 86).  

 

Estas dos condiciones de fondo no le restan eficacia ni validez a los derechos de los 

trabajadores, cuya defensa se garantiza a través de los procedimientos ordinarios y especiales 

diseñados por el Legislador, y por conducto de la jurisdicción ordinaria. De otro lado, se 

reconoce el carácter subsidiario de la acción de tutela, que no puede desconocerse a riesgo de 

que la jurisdicción constitucional olvide su verdadero cometido institucional y termine por 

invadir de manera ilegítima e inconveniente la competencia constitucional y legal de la 

jurisdicción ordinaria. Ni la Corte Constitucional, ni los jueces de tutela, pueden ni deben 

sustituir a los jueces de la jurisdicción ordinaria encargados de ordenar la ejecución y pago de 

las deudas laborales y demás derechos de los trabajadores¨ 

 

En conclusión sobre este punto podemos decir que el salario mínimo legal mensual 

vigente como parte de las acreencias laborales que surgen de los contratos de trabajo, deben 

ser exigidas por medio de los procedimientos ordinarios que el legislador a diseñado para tal 

fin, pero cuando el trabajador y aquí es importante tener claro que no importa el valor de sus 

ingresos sino como ya se dijo se tiene que hacer un análisis cualitativo y material que 

demuestre que el incumplimiento en sus pagos le ocasiona un perjuicio irremediable que de no 

ser corregido a tiempo, condenara al trabajador y a su familia a no tener una vida en 

condiciones de dignidad. 

 

Por último, para citar sobre este punto las palabras de la corte ¨Es evidente que el 

mínimo vital cobija ámbitos prestacionales diversos, pues se encuentra inmerso no sólo en el 

salario, sino en la seguridad social. En efecto, si bien el artículo 53 contempla el derecho de 



 

todo trabajador a percibir una remuneración mínima vital y móvil, no es el único que 

desarrolla el derecho a la subsistencia digna.  

 

Así las cosas, esta Corporación ha reiterado en su jurisprudencia que el mínimo vital es 

un derecho fundamental ligado estrechamente a la dignidad humana, pues “constituye la 

porción de los ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de 

sus necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 

servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 

titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 

fundante del ordenamiento jurídico constitucional”.  

 

En este orden de ideas, también se ha señalado que el concepto de mínimo vital no se 

reduce a una perspectiva cuantitativa, sino que, por el contrario, es cualitativo, ya que su 

contenido depende de las condiciones particulares de cada persona. Así, este derecho no es 

necesariamente equivalente a un salario mínimo mensual legal vigente y depende del entorno 

personal y familiar de cada quien. De esta forma, cada persona tiene un mínimo vital 

diferente, que depende en últimas del estatus socioeconómico que ha alcanzado a lo largo de 

su vida.  

 

El derecho al mínimo vital se relaciona con la dignidad humana, ya que se concreta en la 

posibilidad de contar con una subsistencia digna. Encuentra su materialización en diferentes 

prestaciones, como el salario o la mesada pensional, mas no es necesariamente equivalente al 

salario mínimo legal, pues depende del status que haya alcanzado la persona durante su vida. 

Empero, esta misma característica conlleva a que existan cargas soportables ante las 

variaciones del caudal pecuniario. Por lo mismo, ante sumas altas de dinero, los cambios en 

los ingresos se presumen soportables y las personas deben acreditar que las mismas no lo son 

y que se encuentran en una situación crítica. Esto se desprende de las reglas generales de 

procedencia de la acción de tutela contemplada en el artículo 86 de la Constitución y en el 

Decreto 2591 de 1991.¨ 

 



 

 En conclusión mientras que el salario mínimo legal mensual vigente es un valor de 

salario real que se le paga a un trabajador por un trabajo realizado y por debajo del cual no se 

puede fijar salario alguno, la remuneración mínima vital y móvil es un ideal que de cumplirse 

todos los trabajadores y por supuesto sus familias tendrían una calidad de vida, es decir una 

vida digna. 

 

Aplicabilidad   constitucional y jurisprudencial de la remuneración mínima vital y móvil 

sobre el SMLMV. 

 

A pesar de ser un mandato de la Constitución Política de 1991 y de haber pasado 25 años de 

dicho mandato solo dos intentos se han dado en el congreso para la creación de un estatuto 

laboral nuevo en el cual se contemple una remuneración mínima vital y móvil, con la que tal 

vez puedan ser exigidas todas las prerrogativas que la Corte Constitucional en numerosas 

sentencias ha dicho que debe tener un trabajador y su familia para que estos tengan una vida 

acorde con la dignidad humana.  

 

La corte constitucional ha dicho reiterativamente en sus sentencias que el salario de un 

trabajador debe ser suficiente para que este y su familia puedan tener alimentación, vestuario, 

salud, educación, vivienda, seguridad social, recreación y medio ambiente, los cuales 

constituyen los factores insustituibles para la preservación de la calidad de vida pero si 

enfrentamos el salario mínimo con la realidad social encontraremos que este no cubre todas 

estas prerrogativas lo cual hace que sea urgente que un estatuto laboral nuevo contemple no un 

salario mínimo sino un salario vital. 

 

Como se dijo antes solo dos proyectos de ley han pretendido la elaboración de un 

estatuto laboral nuevo el proyecto 02 de 2007 de la ex senadora Piedad Córdoba Ruiz y el 

proyecto ley 80 de 207 de la ex senadora Gloria Inés Ramírez Ríos los cuales no pasaron de 

segundo debate y fueron retirados por los autores. 

 

La pregunta ante la notoria necesidad de un estatuto del trabajo que incluya una 

remuneración mínima vital y que por supuesto sea móvil, es como se le puede exigir al 



 

congreso que desarrolle dicho estatuto, toda vez que es notaria la omisión legislativa que ha 

tenido dicha corporación ante el mencionado mandato constitucional del artículo 53. 

 

La corte constitucional ha dividido en la sentencia C 543 de 1996 las omisiones del 

legislador en absolutas cuando ¨no produce ningún precepto encaminado a ejecutar el deber 

concreto que le ha impuesto la Constitución¨  y en omisión relativa cuando ¨en cumplimiento 

del deber impuesto por la Constitución, favorece a ciertos grupos, perjudicando a otros; 

cuando en desarrollo de ese mismo deber, el legislador en forma expresa o tácita, excluye a un 

grupo de ciudadanos de los beneficios que otorga al resto; cuando el legislador al regular o 

construir una institución omite una condición o un ingrediente que, de acuerdo con la 

Constitución, sería exigencia esencial para armonizar con ella¨ 

 

En el caso de la remuneración mínima incluida en el artículo 53 el legislador ha 

incurrido en una omisión legislativa absoluta y en cuanto a esta la corte constitucional se 

ha declarado incompetente ya que lo pretendido por la corte al realizar acción pública de 

inconstitucionalidad es un control de la labor legislativa y no la fiscalización de lo que el 

legislador ha omitido, manifiesta la corte en la sentencia C 521 de 1995 ¨Lo que se 

pretende mediante la acción de inconstitucionalidad, es evaluar si el legislador al actuar, ha 

vulnerado o no los distintos cánones que conforman la Constitución. Por esta razón, hay 

que excluir de esta forma de control el que se dirige a evaluar las omisiones legislativas 

absolutas: si no hay actuación, no hay acto qué comparar con las normas superiores; si no 

hay actuación, no hay acto que pueda ser sujeto de control. La Corte carece de 

competencia para conocer de demandas de inconstitucionalidad por omisión legislativa 

absoluta.¨  

 

Lo anterior reiterado en la sentencia C 780 de 2003 MP Marco Gerardo Monroy Cabra, 

expresando lo siguiente, ¨La jurisprudencia ha clasificado las omisiones legislativas en 

absolutas y relativas y ha señalado que un cargo fundado en una omisión absoluta plantea una 

ausencia total de regulación. En este caso, ha considerado que como la omisión se deriva de la 

completa inactividad del legislador, "la Corte carece de referente normativo para hacer la 

confrontación con la Carta"10, lo que le impide llevar a cabo el examen de constitucionalidad; 



 

en efecto, por definición este es un juicio comparativo entre una norma legal y otra 

constitucional. No existiendo norma legal, faltaría uno de los extremos normativos de 

comparación¨ 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

A lo largo de esta investigación vimos como la corte constitucional ha definido la 

remuneración mínima vital y móvil como aquella parte de los ingresos que los trabajadores 

destinan para atender a las necesidades básicas y que estas no se agotan en la alimentación y el 

vestuario sino que van más allá, diciendo entonces que la vivienda, la recreación, la 

educación, la seguridad social y el medio ambiente sano son parte de las necesidades básicas a 

satisfacer tanto por los trabajadores como para sus familias; esta es la forma como la corte 

interpreto lo que el constituyente de 1991 plasmo en el artículo  53 de la constitución actual. 

 

Por otra parte, en nuestro actual Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 145, él fue 

creado en el 1950 más o menos 40 años antes de la Constitución actual, nos definió lo que era 

salario mínimo diciendo que este es el ingreso que todo trabajador debe ganar para ¨subvenir a 

sus necesidades normales en el orden de lo material, moral y cultural ¨ de esta definición se 

concluyen dos cosas, la primera, es que esta definición no solo es para el salario mínimo que 

devengan una gran parte de los trabajadores en Colombia, sino que se adapta para todos los 

trabajadores no importa el monto de sus ingresos y esto resulta coherente con lo que dijo la 

corte en la sentencia T 147 de 2016 sobre que cada persona tiene un mínimo vital diferente 

respetando el estatus socio-económico que ha alcanzado a lo largo de su vida. 

 

Sin embargo esta misma sentencia aleja al salario mínimo de lo que es remuneración 

mínima vital y móvil al decir que esta última no está necesariamente constituido por el salario 

mínimo legal establecido, pero esto hay que entenderlo desde las funciones de la Corte 

Constitucional, toda vez que ella al referirse a la remuneración mínima vital y móvil, dado a la 

omisión legislativa por parte del congreso para regular el tema, lo hace solo cuando no se 

demuestre que la falta de pago por parte del empleador al trabajador le ocasiona un perjuicio 

irremediable. 

 

Ahora bien, esta investigación tenía dos finalidades que se pretendían cumplir con el 

desarrollo de los objetivos propuestos, un primer fin era establecer si existía alguna conexión 



 

entre remuneración mínima vital y móvil y salario mínimo legal mensual vigente y el segundo 

fin que me proponía era el de dejar la puerta abierta para nuevas investigaciones. 

 

El primer fin se puede analizar desde dos puntos de vista, uno es la realidad social y para 

esto no es necesario hacer encuestas, gráficos, etc. Solo basta con escuchar a las personas en la 

calle, en los medios de comunicación, que expresan que con el actual salario mínimo legal no 

pueden sufragar los gastos de la alimentación básica y mucho menos los demás 

requerimientos básicos, basta con ver la cantidad de vendedores informales que están en las 

calles o los niños que tienen que trabajar para ayudar a sus familias, abandonando la escuela, 

según esto no hay ninguna conexión entre lo que el valor y lo que se paga con el actual salario 

mínimo legal y lo que representa la remuneración mínima vital y móvil. 

 

Pero ya que esta investigación, es de orden jurídica y su meta es aportar a la solución y 

aras de que la corte ha dicho que no tiene competencia para ordenar al congreso, cuando este 

incurra en una omisión legislativa absoluta como pasa con el artículo 53 Constitucional, es 

necesario mirar los puntos donde coincide tanto la norma legal, es decir el artículo 145 del 

decreto 2663 de 1950 y la definición del principio constitucional en mención, prescrito en el 

artículo 53 de la actual Constitución Política y esta conexión aunque muy pequeña existe, se 

da entre los términos ¨subvenir la necesidades materiales, morales y culturales¨ Código 

Sustantivo Del Trabajo. 

 

Porque si explicamos que son las necesidades materiales tendremos que decir que son la 

vivienda, la alimentación, el vestuario; si hablamos de necesidades culturales podemos incluir 

la educación y la seguridad social; y en cuanto a las necesidades morales podemos hablar de 

medio ambiente. Y es en esta conexión donde se puede empezar a dar la solución del 

problema ya que si se analiza con estudios especializados de economía lo que se paga con un 

salario mínimo legal actual, lo que manda la norma y lo que dice la corte se puede llegar a 

obligar al congreso para que obedezca lo mandado por el constituyente de 1991;  Sin embargo 

sé que el proceso no es sencillo existen muchos intereses de orden político y económico que 

dificultaran la tarea pero esto es lo que abre campo al segundo fin que se proponía este 

trabajo. 



 

 

Este segundo fin era el de dejar la puerta abierta para nuevas investigaciones sobre el tema, un 

punto que creo que es necesario para lograr que le congreso legisle obedeciendo el mandato 

constitucional y cree así un nuevo estatuto laboral en el que se incluya la remuneración 

mínima vital y móvil, ya que esta es la única forma en la que acortaremos la separación tan 

amplia que tiene el salario mínimo legal con los demás salarios. 

 

De lo dicho antes se aclara que aunque no existe una solución inmediata, dado que como 

ya se dijo en una omisión legislativa absoluta la Corte no tiene competencia y el congreso solo 

tiene superior al constituyente primario (lo cual podría ser la solución), sin embargo las 

recomendaciones que daré y que se deben tener en cuenta a la hora de legislar sobre un nuevo 

estatuto laboral y en relación con la remuneración mínima vital y móvil es que no solo se 

incluyan los términos en la definición como lo hicieron los únicos dos intentos, esto es los 

proyectos ley número 02 de 2007 y el proyecto ley 80 de 2007 ¨para desarrollar el artículo 53 

de la Constitución Política¨ 

 

Ya que esto sería igual que dejar la actual definición, amplia y vaga. La definición que 

sería adecuada debería quedar así ¨el salario mínimo vital y móvil es el que todo trabajador de 

ganar para subvenir sus necesidades normales en cuanto a lo material, moral y cultural, para él 

y su familia, las cuales como ha dicho la Corte Constitucional son vivienda, alimentación, 

vestuario, salud, recreación, seguridad social y medio ambiente y debe incrementarse año a 

año para que no pierda su valor adquisitivo.¨ Así todos los hogares van a tener prosperidad 

económica real y la definición no abarcaría tan solo un grupo de trabajadores.  

 

Pero no solamente debe ser parte de la definición también este concepto de 

remuneración mínima vital y móvil debe agregarse al artículo 147 donde se le da al gobierno 

la orden de decretar el salario mínimo para el siguiente año cuando no haya consenso entre 

empleadores y trabajadores, para que esto se una parte real tanto para el salario mínimo legal 

como para el salario mínimo convencional. 

 



 

De esta manera se lograra una igualdad real en cuento a los salarios y respeta el estatus 

económico que cada uno haya alcanzado a lo largo de su vida.   
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